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La evolución de la sociedad en los últimos años ha traído consigo la obligación de 
crear, espacios geográficos que se adapten a las necesidades del hombre 
moderno, quien, en busca de mejores condiciones socioeconómicas y otros 
factores externos, ha iniciado un proceso de desplazamiento del campo a la 
ciudad, en la mayoría de los países1.  
En Colombia, este aumento significativo del número de habitantes que se 
concentran en las urbes demandan del Estado2 la implementación de políticas 
públicas mediante las cuales se establezcan ciudades sostenibles. Se espera del 
ordenamiento territorial administrado por el Estado que ofrezcan calidad de vida, 
manejo de recursos naturales, desarrollo económico local, prestación de servicios 
públicos esenciales, control de la expansión a través de la organización del 
territorio y movilidad urbana.  
No obstante tener el Estado a su cargo el ejercicio de la planificación urbanística, 
encaminada, a ordenar físicamente las ciudades y encontrar el modelo territorial 
adecuado a las exigencias que el interés público reclama, ésta es ejercida a través 
de las autoridades municipales y distritales quienes cuentan con un gobierno local 
dotado de capacidad fiscal y administrativa para llevar a cabo sus funciones 
urbanas.  
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
1 “Colombia, como muchos de los países de América Latina viene presenciando un proceso 
acelerado de concentración de su población en las áreas urbanas. En algo más de cinco décadas 
pasó de ser un país eminentemente rural, en el que más de dos tercios de su población se 
localizaba en áreas rurales ya sea de forma dispersa o en pequeños poblados que no alcanzaban 
a tener una configuración urbana, a ser un país sustancialmente urbano, con casi tres cuartos de 
su población concentrada en las ciudades”. Ciudad, Espacio y Población: El proceso de 
Urbanización en Colombia, Universidad Externado de Colombia. Centro de Investigación sobre la 
dinámica social. Bogotá, agosto 2007, página 7.  
2 Dentro de nuestra legislación encontramos disposiciones constitucionales (Art.82 C.N.) y legales 
(Art.3 ley 388 de 1997), que hacen énfasis en la responsabilidad que tiene el Estado, en lo que 
tiene que ver con la planeación territorial y el desarrollo de la acción urbanística.  
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Existe entonces, una función pública de ordenación del territorio entendida como 
una política de Estado, a cargo de los municipios y los distritos, quienes a su vez 
la desarrollan y la regulan a través de la adopción de los planes de ordenamiento 
territorial, normas complementarias y la expedición de decisiones administrativas 
(licencias urbanísticas) 3 , que contienen las facultades de intervención 
administrativa, a fin de hacer efectiva su actuación en el ordenamiento del 
territorio.  
Dentro de este contexto, en el presente documento, se pretende analizar la 
responsabilidad patrimonial del Estado4 en materia urbana, por la expedición 
irregular de licencias urbanísticas. El objeto principal es determinar si se 
configuran los elementos que la constituyen y que permiten su declaración, 
cuando se profiere una licencia urbanística, cuyo contenido se encuentra viciado 
de ilegalidad al haber sido expedida inobservando la normativa urbanística 
correspondiente.  
Ilegalidad que puede obedecer a dos circunstancias: De un lado podemos 
plantear la hipótesis de que la ilegalidad es generada por errores de fondo 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
3 “La licencia urbanística, es un acto de autorización que remueve los obstáculos que se oponen al 
libre ejercicio de un derecho del que ya es titular el sujeto autorizado, previa comprobación de que 
dicho ejercicio se ajusta al ordenamiento y a las prescripciones establecidas en los planes. (…)  La 
licencia ni da ni quita derechos, limitándose a permitir a quien ya los tuviere su libre ejercicio. En 
principio, pues, para solicitar la licencia no es necesario justificar de forma absolutamente 
fehaciente la titular dominical de un derecho real sobre los terrenos a edificar, si bien, es lícita la 
denegación de las licencias cuando resulte probado que los terrenos son de dominio público y no 
del particular que la solicita o existan dudas muy razonables sobre la titularidad privada de los 
mismos (…)”. Parada, Ramón, Derecho Administrativo III, Bienes Públicos. Derecho Urbanístico. 
Marcial Ponds, ediciones jurídicas y sociales S.A., Madrid, reimpresión 2012, página 418. 
4 Corte Constitucional, C-333 de 1º de Agosto de 1996, Magistrado Ponente Dr. Alejandro Martínez 
Caballero, postura reiterada en la sentencia C- 892 de 22 de Agosto de 2001, Magistrado Ponente 
Dr. Rodrigo Escobar Gil, en la cual se sostuvo además que: “La responsabilidad patrimonial del 
Estado en nuestro sistema jurídico encuentra fundamento en el principio de la garantía integral del 
patrimonio de los ciudadanos, desarrollado in extenso por la jurisprudencia y expresamente 
consagrado en el artículo 90 de la Constitución Política, el cual a su vez debe interpretarse en 
concordancia con los artículos del mismo ordenamiento Superior que, por un lado, le imponen a las 
autoridades de la República el deber de proteger a todas las personas en Colombia en su vida, 
honra y bienes y, por el otro, la obligación de promover la igualdad de los particulares ante las 
cargas públicas  y de garantizar la confianza, la propiedad privada y los demás derechos 
adquiridos con arreglo a las leyes civiles”. 
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ocurridos en su expedición a cargo de la curaduría urbana. De otro lado, una 
segunda hipótesis plantea que la ilegalidad obedece a los eventos en los cuales la 
licencia se expide en contra de la normatividad contenida en el POT (plan de 
ordenamiento territorial). 
 
Estas hipótesis de ilegalidad que se plantean a fin de resolver si el Estado debe 
responder por la expedición irregular de licencias urbanísticas, encuentran su 
razón de ser, en la afirmación según la cual las licencias urbanísticas, pueden 
definirse como un instrumento cercano al administrado, a través del cual se 
materializa la norma general que regula la urbanización y, que le concede la 
autorización para ejercer el derecho de propiedad, cuyo contenido y alcance son 
garantía de que todas las acciones que realiza están siendo adelantadas, con 
fundamento en las normas urbanísticas o arquitectónicas, unido a las 
especificaciones técnicas vigentes al momento de su expedición.  
 
En este orden, teniendo en cuenta que los actos licenciatarios autorizan el 
ejercicio de un derecho y le generan a su titular una certificación de confianza, 
fundada en la actuación adelantada por la administración pública, que permite el 
inicio de la actividad en ella calificada, llámese (urbanización, parcelación, 
subdivisión, construcción, intervención y ocupación del espacio público) la cual, a 
partir de entonces cuenta con un respaldo efectivo del Estado, quien con  la 
expedición del acto deberá cumplir y hacer cumplir las normas pertinentes, las 
cuales tienen un doble propósito; de un lado proteger los derechos colectivos del 
medio ambiente y de dignidad humana, de los cuales se derivan otros derechos. 
Y de otro lado de que la construcción que se va a adelantar contará con todas las 
normas de seguridad y de ingeniería pertinentes y que aseguraran una vivienda 
apta y segura para quienes harán uso de la misma. 
 
En los eventos en los cuales se expida una licencia contraria a la norma en la cual 
encontró su génesis, es claro que, potencialmente puede ocasionar daños 
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antijurídicos por los cuales deba responder la administración pública, 
independientemente de cualquier conducta culposa de la autoridad que la profirió 
o que delegó su facultad legal para hacerlo. 
 
Es aquí, donde estaríamos hablando de la responsabilidad que se predica del 
Estado, producto de una falla en la prestación de los servicios a su cargo, la cual 
deberá deducirse bien sea por acción o por la omisión de un deber normativo, al 
expedirse la licencia sin lleno de las condiciones legales. Escenario en el cual el 
afectado tendrá que fundamentar la existencia del daño material o inmaterial 
causado por la conducta de la persona pública y además deberá probar su 
imputación5 a esta. El responsable podrá entonces ser la administración que 
incurrió en la falla de manera directa o a través del delegatario que cumple con 
esta función, a fin de que pueda serle reconocida y reparada. 
 
A efectos de poder establecer la responsabilidad del Estado fundada en los 
argumentos hasta aquí señalados y demostrar las hipótesis enunciadas se 
procederá de la siguiente manera: En un primer y segundo capítulo se estudiarán 
las licencias urbanísticas su concepto, particularidades y los parámetros que 
deben cumplir para poder comprender el daño antijurídico que puede generarse 
con su expedición irregular, el cual puede materializarse en la afectación al 
derecho de propiedad privada. Adicionalmente podría también resultar afectado el 
derecho colectivo a la construcción racional y técnica de edificaciones, lo cual 
seria otro tipo daño derivado de la ilegalidad en la expedición de las licencias 
urbanísticas. Ambos daños teniendo en común el incumplimiento de las normas 
urbanísticas.  
 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
5 “Constituye elemento necesario para la imputación del daño la existencia del nexo causal entre la 
actividad de la administración o la omisión de las autoridades públicas y el daño antijurídico que se 
reclama, en vista que de conformidad con el artículo 90 de la C. N. Este es el régimen de 
responsabilidad que nos gobierna”. Consejo de Estado, Sección Tercera, 5 de diciembre de 2002, 
Exp.13815. Consejero Ponente: Dr. Jesús María Carrillo Ballesteros.  
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Estas licencias tienen como objetivo, también, ejercer un control sobre una 
actividad que constituye un derecho fundamental como es el de la libre iniciativa 
económica. Sin embargo, este control o autorización se vuelven necesarios ya 
que cada modificación en el espacio privado constituye también una modificación 
de los espacios o zonas comunes.  
 
En efecto construir en una ciudad demanda un análisis cuidadoso del impacto de 
cada construcción, de la densidad de la población que pueden soportar, de las 
vías necesarias para la circulación de la población planeada de la protección al 
medio ambiente, de la creación de zonas comunes que logren espacios 
convivales y agradables etc. Es así que la expedición irregular de las licencias de 
construcciones puede afectar una multitud de derechos ya que causan 
afectaciones en la esfera material e inmaterial particular de quien resultó como 
beneficiario de la licencia, de aquel que adquiere dichos bienes inmuebles y del 
conglomerado de la comunidad en general.  
 
En un tercer capítulo, analizaremos si los daños antijurídicos que puedan 
configurarse por el actuar administrativo que implica la expedición del acto 
licenciatario, son responsabilidad exclusiva de los entes territoriales, con ocasión 
de la titularidad que les asigna la ley para cumplir tal función o si por el contrario, 
la misma es compartida con el agente denominado curador urbano, quien presta el 
servicio público por la delegación de la función que ejerce en virtud de la figura de 
la descentralización por colaboración o incluso del Estado representado en el ente 
de vigilancia y control de los curadores, la Superintendencia de Notariado y 
Registro.  
 
Un cuarto capítulo será consagrado al análisis del fundamento de la 
responsabilidad al Estado. Siendo esta uno de los pilares para la declaración de la 
responsabilidad, veremos cual es el título jurídico que se estima procedente al 
momento de plantearla. En otros términos, estudiaremos el régimen subjetivo de 
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falla del servicio, unido a dos supuestos de hecho, a través de los cuales se podrá 
imputar la responsabilidad a la administración pública o al curador urbano. Así: 
 (I) Responsabilidad derivada de la expedición de licencias sin el lleno de los 
requisitos legales; que se desarrolla a partir del estudio de los vicios en la 
formación del acto administrativo partiendo de la premisa de que, en el derecho 
actual, la licencia constituye un acto formal, generador de una situación favorable 
dentro del patrimonio de su titular. Lo cual hace viable que el afectado con la 
expedición de una licencia urbanística viciada de irregularidades generadas en su 
trámite, concomitante a él o contraria a ley pretenda la declaratoria de 
Responsabilidad Estatal.  
(II) Responsabilidad derivada de las interpretaciones normativas realizadas por las 
secretarías de planeación; fundada en que esta autoridad administrativa tiene una 
competencia de carácter legal y exclusiva asignada por la ley 388 de 1997, en 
armonía con el decreto 1077 de 2015, que no puede delegarse a otra autoridad.   
A fin de llegar a la conclusión de que, para que proceda la declaración de 
responsabilidad patrimonial del Estado  por la expedición irregular de una licencia 
urbanística, su titular o el tercero afectado, deberá acreditar la existencia de un 
daño antijurídico bien sea de carácter patrimonial o extrapatrimonial y, que éste 
fue producto de una falla en la prestación del servicio a cargo de la administración 
pública, quien en estos eventos actúa en dos escenarios, expidiendo los actos de 
licenciamiento urbanístico a través del curador urbano, particular en quien delega 
la función y, ejerciendo el control urbano posterior y constante, toda vez que es a 
ella a quien corresponde la responsabilidad de ordenar el territorio y, hacer cumplir 
la norma urbanística en él.  O al ente de control y vigilancia que tiene a su cargo el 
constante seguimiento a la función que desarrollan las curadurías urbanas en el 
país. 
Luego entonces, en los eventos en los que se expida una licencia que pese a 
estar viciada produjo efectos en el mundo jurídico, los cuales desencadenaron en  
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su titular o en un tercero afectaciones en el ejercicio de su derechos privado o 
colectivos las cuales no estaban en el deber jurídico de soportar y, que pueden 
concretarse en limitación al ejercicio del derecho a la propiedad privada, a la 
libertad económica, a la integridad física, a la vivienda, construir de manera 
racional, entre otros. Siempre que se demuestre que el pretensor con su actuar 
positivo o negativo no legitimó u auspició el nacimiento del acto objeto de 
anulación o revocatoria; procederá su reconocimiento a cargo de la entidad 
pública, el particular encargado o el órgano de inspección vigilancia y control, de 
acuerdo al rol que hayan desempeñado en la prestación del servicio público6 a su 
cargo.  
Lo anterior teniendo en cuenta el hecho de que tanto las entidades territoriales, 
como las curadurías urbanas y la superintendencia de notariado y registro a través 
de su delegada para las curadurías, participan de manera activa en cada una de 
las etapas que anteceden y  preceden la emisión del acto administrativo que 





	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
6 “En la responsabilidad del Estado, la imputación no se identifica con la causalidad material, pues 
la atribución de la responsabilidad puede darse también en razón de criterios normativos o 
jurídicos. Una vez se define que se está frente a una obligación que incumbe al Estado, se 
determina el título en razón del cual se atribuye el daño causado por el agente a la entidad a la 
cual pertenece, esto es, se define el factor de atribución (la falla del servicio, el riesgo creado, la 
igualdad de las personas frente a las cargas públicas). Atribuir el daño causado por un agente al 
servicio del Estado significa que éste se hace responsable de su reparación, pero esta atribución 
sólo es posible cuando el daño ha tenido vínculo con el servicio. Es decir, que las actuaciones de 
los funcionarios sólo comprometen el patrimonio de las entidades públicas cuando las mismas 
tienen algún nexo o vínculo con el servicio público”. Consejo de Estado; Sección Tercera; 
sentencia del 16 de septiembre de 1999; Exp.10922. C.P. Dr. Ricardo Hoyos Duque. 
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1. CAPITULO PRIMERO 
 
MARCO TEÓRICO DE LAS LICENCIAS URBANÍSTICAS 




Las licencias urbanísticas son actos administrativos de carácter particular y 
concreto, expedidos por el curador urbano y, la autoridad municipal o distrital 
competente, “por medio de los cuales se autoriza específicamente adelantar obras 
de urbanización y parcelación en predios, de construcción, ampliación, 
modificación, adecuación, reforzamiento estructural, restauración, reconstrucción, 
cerramiento y demolición de edificaciones, de intervención y ocupación del 
espacio público, y realizar el loteo o subdivisión de predios”7. 
 
El articulo 2.2.6.1.1.1 del Decreto 1077 de 2015 y 35 de la ley 1796 de 2016, 
establecen que una licencia urbanística es la autorización previa para adelantar 
obras de urbanización y parcelación de predios, de construcción y demolición de 
edificaciones, de intervención y ocupación del espacio público, “y para realizar el 
loteo o subdivisión de predios, expedida por el curador urbano o la autoridad 
municipal competente, en cumplimiento de las normas urbanísticas y de 
edificación  adoptadas en el Plan de Ordenamiento Territorial, en los instrumentos 
que los desarrollen o lo complementen, en los Planes Especiales de Manejo y 
Protección8  - PEMP- y en las leyes y demás disposiciones que expida el Gobierno 
Nacional.  
La norma también señala que, su otorgamiento implica la adquisición de derechos 
de desarrollo y construcción en los términos y condiciones contenidos en el acto 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
7 Articulo 182 Decreto-Ley 019 de 2012, el cual modificó el artículo 99 de la ley 388 de 1997. 
8 “Una de las aclaraciones sobre el concepto de licencias que hacen las normas recientes es lo 
referido a los planes especiales de manejo y protección –PEMP, los cuales, son instrumentos 
destinados a la conservación y protección de los bienes declarados de interés cultural”. 
Ordenamiento Territorial y Derecho Urbano, Parte General y Especifica, Solarte Portilla Pedro 
Antonio, Uniacademia Leyer editores, Bogotá marzo 2020, página 474. 
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administrativo que la contiene, así como la certificación del cumplimiento de las 
normas urbanísticas y sismo resistentes y demás reglamentaciones en que se 
fundamenta, trayendo consigo la autorización específica sobre uso y 
aprovechamiento del suelo en tanto esté vigente o cuando se haya ejecutado la 
obra siempre y cuando se hayan cumplido con todas las obligaciones establecidas 
en la misma.  
La expedición de la licencia conlleva, por parte del curador urbano9 o la autoridad 
municipal o distrital competente encargada del estudio, trámite y expedición de las 
licencias urbanísticas, la práctica, entre otras, de las siguientes actuaciones: el 
suministro de información sobre las normas urbanísticas aplicables al predio o 
predios objeto del proyecto, la rendición de los conceptos que sobre las normas 
urbanísticas aplicables se soliciten, la aprobación al proyecto urbanístico general y 
de los planos requeridos para acogerse al régimen de propiedad horizontal, la 
revisión del diseño estructural y la certificación del cumplimiento de las normas 
con base en las cuales fue expedida.  
Las licencias urbanísticas se constituyen entonces, en auténticos actos 
administrativos a través de los cuales la administración pública o el particular 
encargado, realizan un estudio de cumplimiento de requisitos en el que se 
confronta lo establecido en norma urbana y territorial con la solicitud de 
habilitación o permiso deprecado por el solicitante, a fin de establecer si la misma 
se ajusta o no, al ordenamiento jurídico, siendo expedidas con fines de tipo 
"general y abstracto, consistentes en que el Estado debe supervigilar el destino 
que las personas deben dar a la propiedad y las limitaciones que deben 
consagrarse para que puedan los entes estatales prestar servicios fundamentales, 
(…)garantizando en forma concreta ciertos derechos de los vecinos de los 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
9 “La licencia de construcción propiamente dicha, es la declaración de voluntad por medio de la 
cual la curaduría urbana confiere a su titular el derecho a desarrollar una intervención de obra en 
un inmueble determinado. Es dicha manifestación de voluntad unilateral y administrativa la que le 
da el carácter de acto administrativo a la licencia misma”. Ordenamiento Territorial y Ambiental, 
instrumentos de gestión, Parra Cárdenas Amanda, Ortiz Parra Maswel Andrey. 1ª ed. Bogotá Leyer 
editores, Bogotá 2018, página 608. 
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solicitantes de tales permisos”10 .  Habilitando con esa verificación previa, el 
ejercicio del derecho subjetivo de la propiedad privada, bajo la garantía de que no 
está excediendo las limitaciones impuestas por la constitución y la ley.11 
1.1.2. Clasificación  
 
 
Dentro del ordenamiento jurídico vigente, las licencias han sido clasificadas como: 
a) Licencias de Urbanización, b) Licencias de Parcelación, c) Licencias de 
Subdivisión, d) Licencias de Construcción, dentro de la cual se incluyen nueve 
modalidades (obra nueva, ampliación, adecuación, modificación restauración, 
reforzamiento estructural, demolición, reconstrucción y cerramiento). Finalmente, 
e) Licencias de intervención y ocupación del Espacio Público. Siendo definidas 
como a continuación se indica. 
 
a). Licencias de Urbanización: conforme el articulo 2.2.6.1.1.4 del Decreto 1077 de 
2015, modificado por el art. 3, del decreto 2218 de 2015, se definen como la 
autorización previa para ejecutar en uno o varios predios localizados en suelo 
urbano, la creación de espacios públicos y privados, así como las vías públicas y 
la ejecución de obras de infraestructura de servicios públicos domiciliarios que 
permitan la adecuación, dotación y subdivisión de estos terrenos para la futura 
construcción de edificaciones con destino a usos urbanos, de conformidad con el 
Plan de Ordenamiento Territorial, los instrumentos que lo desarrollen y 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
10Consejo de Estado. Sección Primera. Sentencia 26 de octubre de 1973. CP. Alfonso Arango 
Henao. Anales del Consejo de Estado. Segundo semestre de 1973. Página 342. Citado en la 
sentencia C-026/1998. Expediente D-1767 M. P. Dr. Alejandro Martínez Caballero. Cf.  Consejo de 
Estado. Sección Tercera, Subsección “A”, sentencia 3 de abril de 2013. C.P. Mauricio Fajardo 
Gómez, en la cual se sostuvo que “Hay lugar a tener la licencia de construcción como un acto 
administrativo mediante el cual la autoridad administrativa competente autoriza la realización de 
diversas conductas de especial interés urbanístico, cuya finalidad la constituye la verificación del 
cumplimiento de las normas que rigen el desarrollo urbano y el ordenamiento del territorio, se trata 
así de un instrumento de intervención administrativa en la actividad de los particulares. (...) El 
ordenamiento jurídico colombiano optó recientemente por reconocer de manera incontrovertible el 
carácter constitutivo de la licencia de construcción, mediante el artículo 182 del Decreto-ley 19 de 





complementen, las leyes y demás reglamentaciones que expida el  Gobierno 
Nacional. 
 
Las licencias de urbanización concretan el marco normativo general sobre usos, 
edificabilidad, volumetría, accesibilidad y demás aspectos técnicos con base en el 
cual se expedirán las licencias de construcción para obra nueva en los predios 
resultantes de la urbanización. Con la licencia de urbanización se aprobará el 
plano urbanístico, el cual contendrá la representación gráfica de la urbanización, 
identificando todos los elementos que la componen para facilitar su comprensión, 
tales como: afectaciones, cesiones públicas para parques, equipamientos y vías 
locales, áreas útiles y el cuadro de áreas en el que se cuantifique las dimensiones 
de cada uno de los anteriores elementos y se haga su amojonamiento.   
 
b). Licencias de Parcelación:  De acuerdo con el artículo 2.2.6.1.1.5. del Decreto 
1077 de 2015, “es la  autorización previa para ejecutar en uno o varios predios 
localizados en suelo rural y suburbano, la creación de espacios públicos y 
privados, y la ejecución de obras para vías  e infraestructura que garanticen la 
auto prestación de los servicios domiciliarios que permitan destinar los predios 
resultantes a los usos  permitidos por el Plan de Ordenamiento Territorial, los 
instrumentos que lo desarrollen y complementen y la normatividad agraria y 
ambiental aplicable a esta clase de suelo”.  
La norma en cita adiciona que estas parcelaciones podrán proyectarse como 
unidades habitacionales, recreativas o productivas y podrán acogerse al régimen 
de propiedad horizontal. No obstante, se requerirá de la respectiva licencia de 
construcción para adelantar cualquier tipo de edificación en los predios 
resultantes.  
c). Licencias de Subdivisión: El artículo 2.2.6.1.1.6. Del Decreto 1077 de 2015, 
modificado por el Decreto 2218 de 2015 y el Decreto 1203 de 2017, la define 
como la “Autorización previa para dividir uno o varios predios, ubicados en suelo 
16 
	  
rural, urbano o de expansión urbana, de conformidad con lo dispuesto en el Plan 
de Ordenamiento Territorial, los instrumentos que lo desarrollen y complementen 
y demás normatividad vigente aplicable a las anteriores clases de suelo”. 
 
d). Licencias de Construcción: El artículo 2.2.6.1.1.7 de Decreto 1077 de 2015 
modificado por el articulo 5, del Decreto Nacional 2218 de 2015, el Art. 2º. Decreto 
1197 de 2016, y por el articulo 4º, del Decreto 1203 de 2017, esta licencia es la 
“autorización previa para desarrollar edificaciones, áreas de circulación y zonas 
comunales en uno o varios predios, de conformidad con lo previsto en el Plan de 
Ordenamiento Territorial, los instrumentos que lo desarrollen y complementen, los 
planes especiales de manejo y protección de bienes de interés cultural, y demás 
normatividad que regule la materia”. La norma adiciona que este tipo de licencias 
“se concreta de manera específica los usos, edificabilidad, volumetría, 
accesibilidad y demás aspectos técnicos aprobados para la respectiva 
edificación”.  
 
e). Licencias de intervención y ocupación del Espacio Público:  El articulo 12 del 
Decreto  1469 de 2010 la define como “la autorización previa para ocupar o para 
intervenir bienes de uso público incluidos en el espacio público, de conformidad 
con las normas urbanísticas adoptadas en el Plan de Ordenamiento Territorial, en 
los instrumentos que lo desarrollen y complementen y demás normatividad 
vigente”. Compilada la norma en cita en el Decreto 1077 de 2015, a la anterior 
disposición se le agregó que para intervenir y ocupar el espacio público, los 
municipios y distritos solamente podrán exigir las licencias, permisos y 
autorizaciones que se encuentren previstos de manera taxativa en la ley o 
autorizados por esta, los cuales se agrupan en una o varias de las modalidades 






1.1.3. Vigencia.  
 
El articulo 2.2.6.1.2.4.4 del Decreto 1077 de 2015, modificado por el Decreto 1228 
de 2015 y el Decreto 1197 de 2016, señala que las licencias de urbanización, 
parcelación y de construcción y las licencias de intervención y ocupación del 
espacio público, así como las revalidaciones, tendrán una vigencia de veinticuatro 
(24) meses prorrogables por una sola vez por un plazo adicional de doce (12) 
meses, contados a partir de la fecha en que queden en firme los actos 
administrativos por medio de los cuales fueron otorgadas.  
Enfatiza también la norma que cuando en un mismo acto se conceda licencia de 
urbanización en las modalidades de desarrollo o reurbanización, licencia de 
parcelación y licencia de construcción en modalidad distinta a la de cerramiento, 
tendrán una vigencia de treinta y seis (36) meses prorrogables por un período 
adicional de doce (12) meses, contados a partir de la fecha en que quede en firme 
el acto administrativo mediante el cual se otorgan las respectivas licencias.  
A solicitud de la parte interesada las licencias urbanísticas son susceptibles de 
prorroga,  tal  petición deberá formularse dentro de los treinta (30) días calendario, 
anteriores al vencimiento de la respectiva licencia, siempre que el urbanizador o 
constructor responsable certifique la iniciación de la obra. 
En los eventos en los que la licencia pierda su vigencia por el vencimiento del 
plazo o de la prorroga, la norma urbanística contempla que el interesado deberá 
solicitar una licencia nueva, ante la misma autoridad que la expidió, ajustándose a 
las normas urbanísticas vigentes al momento de la nueva solicitud.  
 
No obstante, el interesado podrá pretender por una sola vez la revalidación de la 
licencia vencida, con el fin de que se culminen las obras y actuaciones aprobadas 
en la licencia que perdió vigencia, para ello se requiere que el proyecto que fue 
aprobado inicialmente mantenga las condiciones originales y, que no halla 
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transcurrido un término mayor a dos meses desde el vencimiento de la licencia 
que se pretende revalidar, quedando así mismo a cargo del constructor o el 
urbanizador, el manifiesto bajo la gravedad de juramento que las obras realizadas 
en  el inmueble o los inmuebles objeto de la licencia  se encuentran ejecutadas en 
un 50%. 
 
1.2. DERECHOS PROTEGIDOS POR LAS LICENCIAS URBANÍSTICAS  
 
La vivienda  constituye uno de los componentes determinantes en torno al 
desarrollo de las ciudades, llegando a centrarse como uno de los principales 
problemas sociales que debe ser resuelto por la administración Estatal. Hoy día 
tener acceso a una propiedad se ha convertido en el objeto de interés de los 
ciudadanos de todos los niveles socioeconómicos.  
 
La construcción privada de vivienda, ha crecido tanto en los últimos años que ha 
obligado al Estado a actualizar la reglamentación que controla los procesos de 
urbanización y asegurarle a sus administrados, la protección a los derechos a la 
propiedad privada y desde el punto de vista colectivo a la construcción racional y 
técnica de las edificaciones, a través de la expedición de actos licenciatarios en 
sus distintas modalidades.  
 
1.1.4. EL DERECHO A LA PROPIEDAD PRIVADA DEL TITULAR DE LA LICENCIA. 
 
1.1.5. El derecho a la propiedad privada en la constitución política de 1991. 
 
La constitución Política de 1991 en Colombia estableció dentro de los derechos, 
garantías y deberes (Titulo II), la propiedad Privada, como un derecho de carácter 
constitucional y en el artículo 58, modificado por el artículo 1º del acto legislativo 1 




“Se garantizan la propiedad privada y los demás derechos adquiridos con arreglo 
a las leyes civiles, los cuales no pueden ser desconocidos ni vulnerados por 
leyes posteriores. Cuando de la aplicación de una ley expedida por motivos de 
utilidad pública o interés social, resultaren en conflicto los derechos de los 
particulares con la necesidad por ella reconocida, el interés privado deberá ceder 
al interés público o social. 
La propiedad es una función social que implica obligaciones. Como tal, le es 
inherente una función ecológica. 
El Estado protegerá y promoverá las formas asociativas y solidarias de 
propiedad. 
Por motivos de utilidad pública o de interés social definidos por el legislador, 
podrá haber expropiación mediante sentencia judicial e indemnización 
previa. Esta se fijará consultando los intereses de la comunidad y del afectado. 
En los casos que determine el legislador, dicha expropiación podrá adelantarse 
por vía administrativa, sujeta a posterior acción contenciosa - administrativa, 
incluso respecto del precio”. Cursiva Ex Texto. 
 
El contenido de la norma en cita garantiza la propiedad privada, como un 
derecho constitucional que el Estado, se compromete a proteger en cabeza de 
sus titulares asignándole una función social y ecológica como elementos 
intrínsecos 12 . Con varias características que han sido definidas por la 
jurisprudencia de la H. Corte Constitucional así: 
“ (i) Es un derecho pleno porque le confiere a su titular un conjunto amplio de 
atribuciones que puede ejercer autónomamente dentro de los límites impuestos 
por el ordenamiento jurídico y los derechos ajenos; (ii) Es un derecho exclusivo 
en la medida en que, por regla general, el propietario puede oponerse a la 
intromisión de un tercero en su ejercicio; (iii) Es un derecho perpetuo en cuanto 
dura mientras persista el bien sobre el cual se incorpora el dominio, y además, 
no se extingue por su falta de uso; (iv) Es un derecho autónomo al no depender 
su existencia de la continuidad de un derecho principal; (v) Es un derecho 
irrevocable, en el sentido de reconocer que su extinción o transmisión depende 
por lo general de la propia voluntad de su propietario y no de la realización de 
una causa extraña o del solo querer de un tercero, y finalmente; (vi) Es un 
derecho real teniendo en cuenta que se trata de un poder jurídico que se otorga 
sobre una cosa, con el deber correlativo de ser respetado por todas las 
personas”.13 
 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
12 Ver Consejo de Estado. Sentencia11001-03-26-000-1996-03031-01(13031). 11 de julio de 2013. 
MP: Enrique Gil Botero. Sentencia 23001-23-31-000-1997-08794-01(21133). 24 de marzo de 2011. 
MP: Mauricio Fajardo Gómez. Sentencia 4205. 22 de mayo de 1997. MP: Ernesto Ariza Muñoz. 
13 Ver Sentencia de Constitucionalidad C-035 de 2016 
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En conjunto, constitucionalmente el derecho a la propiedad privada se entiende 
como “el derecho real que se tiene por excelencia sobre una cosa corporal o 
incorporal, que faculta a su titular para usar, gozar, explotar y disponer de ella, 
siempre y cuando a través de su uso se realicen las funciones sociales y 
ecológicas que le son propias”14 . Y en este orden, a nuestro modo de ver 
constituye más allá de un derecho subjetivo; un instituto jurídico con una función 
social.15 
 
1.1.6. El derecho a la propiedad en el Código Civil Colombiano. 
 
Nuestro ordenamiento legal en su artículo 669 C.C.C., define la propiedad en 
términos de dominio como “El derecho real en una cosa corporal, para gozar y 
disponer de ella, no siendo contra ley o contra derecho ajeno”16. Posee atributos 
que han sido definidos como ius utendi “derecho a utilizar”, ius fruendi o fructus 
“derecho a disfrutar del fruto” y el ius abuntendi “derecho de disposición”. El cual 
consiste en el reconocimiento de las facultades jurídicas que pueden ser 
ejecutadas por quien es considerado como propietario sobre todo en lo que tiene 
que ver con actos de disposición o enajenación del bien17.      
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
14 Corte Constitucional C-189 de 2006. Referencia: expediente D-5948, Magistrado Ponente: Dr. 
Rodrigo Escobar Gil. Bogotá, D.C., quince (15) de marzo de dos mil seis (2006). En el mismo 
sentido ver sentencia de Constitucionalidad C-133 de 2009 y  
15  “Los artículos  64 (Propiedad de la Tierra) y 65 (desarrollo actividades agrícolas) de la 
Constitución Política, establecen la obligación que le asiste al Estado de promover el acceso 
progresivo a la propiedad de la tierra de los trabajadores agrarios, en forma individual o asociativa, 
de priorizar e impulsar el desarrollo integral de las actividades agrícolas, pecuarias, pesqueras, 
forestales y agroindustriales, así como también las obras de infraestructura física y adecuación de 
tierras con el fin de promover la productividad, el desarrollo económico y social de las zonas 
rurales y mejorar la calidad de vida de los campesinos” Ordenamiento Territorial y Ambiental, 
instrumentos de gestión, Parra Cárdenas Amanda, Ortiz Parra Maswel Andrey. 1ª ed. Bogotá Leyer 
editores, Bogotá 2018, página 608. 
16 Artículo 669 Código Civil Colombiano, en http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/c 
codigo_civil_pr020.html#669.  
17 “La doctrina jurídica ha considerado que el derecho de propiedad comprende tres elementos, 
que son el uso (usus), el goce o disfrute (fructus) y la disposición. Esta Corporación señaló a 
través de la Sentencia C- 189 de 2006, las características del derecho de propiedad privada de la 
siguiente manera: En cuanto a sus atribuciones, las mismas persisten desde el derecho 
romano[7] y se resumen en los actos materiales y jurídicos que permiten a su titular el 
aprovechamiento de su derecho, en concreto, a través de los beneficios del uso, el fruto y la 
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La conceptualizacion del derecho de propiedad contenido en el articulo 669 
transcrito, hoy día debe armonizarse con la definción que sobre el mismo, 
estableció el constituyente de 1991, de manera que, se debe interpretar de 
manera integral, reconociendo que la propiedad privada en Colombia, cumple una 
función social y ecologica redefinida por los principios constitucionales.    
 
1.1.7. El derecho a la propiedad en materia urbanística. 
 
En materia urbanística, el derecho a la propiedad privada se encuentra 
íntimamente ligado al desarrollo y crecimiento ordenado de las ciudades, toda vez 
que su ejercicio se condiciona al cumplimiento de la planificación urbana realizada 
por los concejos municipales y los instrumentos de gestión urbanística.  
 
Ello encontró su razón de ser en el contenido de la ley 9ª de 1989, bien llamada 
ley de reforma urbana, a través de la cual se creó un marco legal  para afrontar  y 
solucionar los problemas de urbanización, instituyéndose como la primera 
herramienta al servicio de los entes municipales para la organización de su 
territorio a través de la demarcación de los suelos, dotándolos de instrumentos 
efectivos que les permitiera hacer cumplir la normativa urbanística dentro de su 
circunscripción, tratando para ello, temas puntuales como el espacio público, la 
adquisición de bienes por enajenación voluntaria y por expropiación, la protección 
a los moradores en los proyectos de renovación urbana, licencias y sanciones 
urbanísticas18. 
 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
disposición. En cuanto al primero, reconocido como el ius utendi, se limita a consagrar la facultad 
que le asiste al propietario de servirse de la cosa y de aprovecharse de los servicios que pueda 
rendir. Por su parte, el segundo, que recibe el nombre de ius fruendi o fructus, se manifiesta en 
la posibilidad del dueño de recoger todos los productos que acceden o se derivan de su 
explotación. Finalmente, el tercero, que se denomina ius abutendi, consiste en el reconocimiento 
de todas aquellas facultades jurídicas que se pueden realizar por el propietario y que se traducen 
en actos de disposición o enajenación sobre la titularidad del bien.” ( Negrilla expresa ). Sentencia 
C-133 de 2009. M.P. Jaime Araujo Rentería.  




Este condicionamiento del derecho de propiedad, al cumplimiento de la 
planificación urbana, establecido en la ley 9ª, en adelante se fortaleció con la 
expedición de la Constitución de 1991, cuando en el artículo 58, además de 
reiterar su función social le asignó una función ecológica. Estas funciones hoy día 
dentro de la disciplina urbanística son consideradas principios rectores del 
ordenamiento urbano y territorial19, a través de las cuales se  impone al titular, 
poseedor, tenedor o nudo propietario del derecho, la posibilidad de que pueda 
utilizar la cosa para satisfacer sus necesidades individuales, pero supeditado a 
que dicho uso no afecte la satisfacción de las necesidades comunes. 
 
Así, la propiedad privada desde el punto de vista urbanístico, debe entenderse 
como un derecho, en la medida en que, la ley debe garantizar a la persona un 
espacio en el que no exista intervención sobre sus bienes y como un deber en 
tanto la constitución permite a legislador la imposición de restricciones limitantes 
del dominio, encaminadas a la protección de los intereses sociales20 y con ello al 
cumplimiento de la función pública del urbanismo. 
 
En este contexto, en el que se busca el crecimiento ordenado de las ciudades, se 
desarrolla el derecho a la propiedad privada, delineado por el urbanismo que, como 
régimen especial, constituye una de las manifestaciones más importantes de la 
función social de la propiedad. De allí que en la actualidad pueda afirmarse que 
quien tiene el dominio sobre un inmueble debe ejercer su derecho sujeto al 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
19 Artículo 2º de la ley 388 de 1997, “Principios: El ordenamiento del territorio se fundamenta en los 
siguientes principios: 1. La función social y ecológica de la propiedad.” 
20 Santofimio Gamboa Jaime Orlando, Actividad urbanística territorial y responsabilidad del Estado, 
La Responsabilidad Extracontractual del Estado, Bogotá, Universidad Externado de Colombia, 
2015, pág. 568-569.: “(…)  El concepto solidarista de función social de la propiedad invita a que se 
le entienda sujeta de manera permanente al contexto de la utilidad pública y al interés común por 
encima de razones subjetivas individualistas, esto es, constituyéndose de la garantía 
constitucional, en su piedra angular determinante de su alcance. Esto implica que comprenda 
entonces la cadena sistemática de facultades, deberes y obligaciones establecidos por la ley para 
adecuarla a las necesidades comunales, al igual que los valores, intereses y finalidades sociales 




cumplimiento de los planes urbanísticos (hoy llamados por la ley 388 de 1997 planes 
de ordenamiento territorial) y a las normas que los desarrollan. 
 
De suerte que, las autoridades locales, son entonces quienes en últimas, conforme 
las competencias otorgadas por la constitución y la ley definen los derechos y 
deberes del titular del derecho de propiedad privada, estableciendo directrices 
específicas sobre los bienes que dejan de ser rurales para convertirse en urbanos, 
de acuerdo la planeación adoptada por los entes territoriales, fijando así mismo, los 
criterios de volumetría, altura permitida, usos comerciales o residenciales, para que 
ese particular pueda ejercer el ius edificandi. Con ello, la autonomía plena que 
confiere el derecho de usar y disponer de la cosa, puede verse limitada por una 
decisión de la autoridad que vigila y controla las cargas del derecho de edificación 
como elemento del derecho de dominio,21 cuyo ejercicio depende de la existencia de 
un acto declarativo que permita su ejercicio, esto es, la licencia de urbanización 
expedida por la autoridad competente y sujeta al plan de ordenamiento territorial 
preexistente.  
 
Y es aquí donde se da inicio a la relación estrecha que existe entre el derecho a la 
propiedad privada y el acto de licenciamiento urbanístico, puesto que la 
concreción jurídica de tal acto es la que habilita o limita normativamente sus 
atributos, los cuales podría decirse se sintetizan en el derecho a la edificación y/o 
los correspondientes al uso y destinación de los suelos, cuya habilitación o 
permiso de uso pretende la persona natural o jurídica ante la correspondiente 
autoridad administrativa encargada de proferirla. 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
21 “El ejercicio de las facultades dominicales sobre el suelo se encuentra, pues, sometido en el 
“régimen urbanístico” a un conjunto de límites y deberes establecidos in abstracto en la ley del 
suelo, pero que se singularizan y concretan sobre el terreno mediante, los planes de ordenación y, 
en último término, mediante su ejecución a través de actos administrativos y operaciones 
materiales de urbanización, que condicionan la efectiva realización del ius edificandi”. López 
Pellicer, José Antonio, profesor titular de derecho administrativo universidad de Murcia, Función 
social de la propiedad inmueble en el ordenamiento urbanístico, en “Homenaje al profesor Juan, 
Roca, Juan”,  Universidad de Murcia, secretariado de publicaciones, comunidad autónoma de la 
región de Murcia, derecho – estudio y conferencias, pág. 447. Murcia – España. 1989. 
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En este sentido, las licencias urbanísticas22 vendrían a concebirse como uno de 
los elementos centrales al cual se someten las actividades que en ejercicio del 
derecho a la propiedad privada impliquen la construcción, demolición de 
edificaciones, urbanización o parcelación de predios en áreas urbanas, 
suburbanas o rurales, cuyo contenido y alcance son garantía para su titular de 
que todas las acciones que realiza están siendo adelantadas con fundamento en 
las normas urbanísticas o arquitectónicas, unido a las especificaciones técnicas 
vigentes al momento de su expedición. 
 
Esta licencias urbanísticas frente al derecho a la propiedad privada, debe 
aclararse, no afectan en sí el contenido del derecho de dominio, en razón a que 
como se advirtió, tal acto incide es en el ejercicio de los atributos de goce y 
disposición. Derecho a la edificación, el uso y destinación de los suelos23. Lo que 
nos llevaría afirmar que, si bien los atributos del derecho a la propiedad privada 
del titular de una licencia urbanística, pueden ser objeto de limitación o restricción 
a través del acto de licenciamiento, en aras de cumplir la función pública del 
urbanismo, ello no implica la lesión de su núcleo esencial, el cual se manifiesta en 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
22 “La licencia urbanística, es un acto de autorización que remueve los obstáculos que se oponen al 
libre ejercicio de un derecho del que ya es titular el sujeto autorizado, previa comprobación de que 
dicho ejercicio se ajusta al ordenamiento y a las prescripciones establecidas en los planes. (…)  La 
licencia ni da ni quita derechos, limitándose a permitir a quien ya los tuviere su libre ejercicio. En 
principio, pues, para solicitar la licencia no es necesario justificar de forma absolutamente 
fehaciente la titular dominical de un derecho real sobre los  terrenos a edificar, si bien, es lícita la 
denegación de las licencias cuando resulte probado que los terrenos son de dominio público y no del 
particular que la solicita o existan dudas muy razonables sobre la titularidad privada de los 
mismos (…)”. Parada, Ramón, Derecho Administrativo III, Bienes Públicos. Derecho 
Urbanístico. Marcial Ponds, ediciones jurídicas y sociales S.A., Madrid, reimpresión 2012, 
página 418. 
23 “El ámbito objetivo de aplicación de una licencia urbanística es amplísimo, pues no sólo 
es necesaria para construir o edificar sino para cualquier uso o transformación del suelo, 
subsuelo o vuelo de edificaciones”. Parada, Ramón, Derecho Administrativo III, Bienes 
Públicos. Derecho Urbanístico. Marcial Ponds, ediciones jurídicas y sociales S.A., Madrid, 
reimpresión 2012, página 419. 
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el nivel mínimo de ejercicio de los atributos de goce y disposición, que produzcan 
utilidad económica a ese titular24.  
 
Así las cosas, la licencia urbanística expedida a favor de una  persona natural o 
jurídica, desde su expedición hasta el perfeccionamiento de la obra o actividad 
urbanística que a través de ella se habilita, se constituye en un acto que garantiza 
a su titular el goce efectivo de los atributos propios de su derecho a la propiedad 
privada. La licencia  le confiere la seguridad jurídica al titular de que el uso dado al 
suelo sobre el cual ejerce el derecho de dominio no se contradice con el 
ordenamiento territorial vigente y la normativa aplicable, cumpliendo el objeto para 
el cual se expide.  
 
No obstante, entendiendo la licencia como un acto de autorización y/o habilitación 
que  hace posible el libre ejercicio de un derecho subjetivo al propietario, es 
probable que se presenten situaciones en las cuales este beneficiario, se vea 
afectado en el ejercicio de las prerrogativas que le confiere el derecho a la 
propiedad privada, por la expedición de una licencia urbanística, que 
posteriormente es revocada o invalidada en su contenido por encontrarse viciada 
de nulidad producto de una ilegalidad o por su expedición irregular.  
 
En este supuesto de expedición irregular de una licencia urbanística y su posterior 
revocatoria o anulación, bien sea que tal licencia faculte a su titular para la 
construcción de una obra o para cualquier uso o transformación del suelo y que 
estas actividades urbanísticas se encuentren totalmente terminadas, ad portas de 
su inicio o en ejecución, se configuran afectaciones que podrían verse reflejadas 
tanto en la esfera moral como en la patrimonial del titular de la licencia. 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
24 “El ejercicio del derecho a la propiedad privada, no puede ser objeto de restricciones 
irrazonables o desproporcionadas, que se traduzcan en el desconocimiento del interés 
legítimo que le asiste al propietario de obtener una utilidad económica sobre sus 
bienes”.Corte Constitucional, Sentencia T- 2997439 de 25 de julio de 2011. M. P. Dr. Juan 
Carlos Henao Pérez.  
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En razón a que tal supuesto afecta de manera directa el derecho de propiedad 
privada del facultado a través del acto, las consecuencias se harán evidentes en la 
imposibilidad de ejercer el ius edificandi, afectación al goce del derecho a la 
vivienda cuando se trate de construcciones de tipo residencial, el uso restrictivo 
del suelo y, en general sobre todas aquellas actividades que representan lucro25 o 
generan un tipo de provecho personal al titular de la licencia.; trayendo consigo 
consecuencias jurídicas patrimoniales.  
En torno a las consecuencias jurídicas y económicas en el patrimonio del 
beneficiario de una licencia urbanística cuyo contenido fue objeto de nulidad o 
revocatoria, por encontrase viciada de ilegalidad o irregularidad, la jurisprudencia 
del H. Consejo de Estado, ha adoptado dos posiciones diferentes, expuestas en 
sentencias proferidas por la sección tercera subsección A, expediente 26437, de 
fecha 3 de abril de 2013, Consejero Ponente. Dr. Mauricio Fajardo Gómez, que 
sostuvo:  
“ […] Frente a las consecuencias jurídicas y económicas en el patrimonio del 
beneficiario de la licencia de construcción, la Sección Primera de esta 
Corporación ha adoptado dos posiciones diferentes, así 
i) La primera posición niega el carácter patrimonial de la licencia de 
construcción, por cuanto se trata de una expresión del poder de policía que 
dado su carácter autorizatorio no impacta favorable o desfavorablemente el 
patrimonio jurídico o económico de su beneficiario[26] En sentencia de 1999, 
la Sección Primera afirmó:  
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
25 En torno a las actividades que generan lucro al afectado con la revocatoria de la licencia 
urbanística, la jurisprudencia del H. Consejo de Estado, ha aceptado reconocido la pérdida de la 
oportunidad del beneficiario del acto administrativo para ejecutar y explotar el negocio proyectado 
y con ello la explotación económica del derecho a la propiedad privada. Sentencia, expediente 
26437, 3 de abril de 2013. C.P. Dr. Mauricio Fajardo Gómez 
26 Apoyan esta posición los doctrinantes Víctor David Lemus Chois, “Licencias e infracciones 
urbanísticas”, en J. Pinilla y M. Rengifo (Coord.), La ciudad y el derecho, Temis, Bogotá, 2012, p. 
409 a 426; y Jaime Orlando Santofimio, “Carácter colectivo de las licencias urbanísticas bajo los 
presupuestos del Estado Social y Democrático de Derecho. La ruptura del individualismo clásico en 
el procedimiento administrativo y la decisión administrativos de licencia urbanística”, Revista 
Digital de Derecho Administrativo, No. 2, 2009, U. Externado, p. 3 a 82.  
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 “Los actos administrativos que confieren permisos, licencias, autorizaciones y 
similares, son actos provisionales, subordinados al interés público y, por lo tanto, a 
los cambios que se presenten en el ordenamiento jurídico respectivo, cuyas 
disposiciones, por ser de índole policiva, revisten el mismo carácter, como ocurre 
con las normas pertinentes al caso, esto es, las relativas al uso del suelo y 
desarrollo urbanístico. Quiere decir ello que los derechos o situaciones jurídicas 
particulares nacidos de la aplicación del derecho policivo, no son definitivos y mucho 
menos absolutos, de allí que como lo ha sostenido la Sala, no generen derechos 
adquiridos.  
 (...)  
 “Lo anterior no quiere decir que tales actos queden sujetos al arbitrio y capricho de 
los funcionarios o autoridades pertinentes, ni que sus beneficiarios estén privados 
de las garantías procesales y de la protección de los derechos patrimoniales que 
eventualmente resulten lesionados cuando deban ceder ante el interés común, sino 
que su vigencia o eficacia queda dependiendo de las circunstancias fácticas y 
jurídicas propias de la materia de cada momento”[27]  
ii) En una segunda posición, por su parte, se reconoció de manera 
incontrovertible el carácter patrimonial y favorable[28]del acto administrativo 
mediante el cual se otorga una licencia de construcción, particularmente para 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
27 Consejo de Estado, Sección Primera, sentencia del 12 de agosto de 1999, Exp. 5500, C.P. Juan 
Alberto Polo Figueroa. 
28 Sobre el particular la Sala ha afirmado: “En cuanto a los efectos que generen en la esfera jurídica 
de su destinatario, los actos administrativos pueden clasificarse en actos favorables y actos de 
gravamen.  
 “Entre los actos administrativos favorables estarían aquellos que amplían la esfera o el 
patrimonio jurídico del destinatario, esto es, ‘crean o reconocen un derecho o una ventaja jurídica’ 
[Bocanegra Sierra, Raúl. Lecciones sobre el Acto Administrativo, Ed. Thomson Civitas, Madrid, 
segunda edición, 2004, pp. 48 y s.s.], como los nombramientos, las autorizaciones, las licencias y, 
en general, los actos mediante los cuales la Administración responde de manera positiva a una 
solicitud formulada en ejercicio del derecho constitucional fundamental de petición, v. gr., 
inscripción en un registro público, reconocimiento de una pensión, etc.  
“Entre los actos de gravamen se incluyen aquellos que inciden negativamente en la esfera jurídica 
del destinatario, es decir ‘tienen un efecto desventajoso o perjudicial’ [Bocanegra Sierra, Raúl. 
Lecciones sobre el Acto Administrativo, Ed. Thomson Civitas, Madrid, segunda edición, 2004, pp. 
48 y s.s.] para él, como la imposición de obligaciones, de sanciones, la revocación de actos 
favorables y, en general, las respuestas negativas a las peticiones. 
“La Sala no vacila en destacar la importancia de esta clasificación toda vez que, aspectos como la 
publicidad, la motivación, el derecho constitucional fundamental al Debido Proceso 
Administrativo, entre otros, cobran mayor relevancia, intensidad y exigencia cuando se trata de la 
expedición de actos de gravamen, al paso que el régimen para la revocatoria directa de actos 
favorables resulta ser más severo”. Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencia del 4 de 
diciembre de 2006, Exp. 10227.  
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efectos de determinar el régimen jurídico de la revocatoria directa[29]. En 
sentencia de 2000, se consideró:  
 “ […] la licencia de construcción, constituye el acto administrativo creador de 
una situación jurídica particular y de un derecho subjetivo, a cuyo amparo 
acude el demandante cuando la administración le ordena suspender y demoler 
las obras, esto es, procede a la revocatoria directa de dicho acto 
administrativo. (negritas por fuera del texto)[30]…[…]”. 
Confrontadas las  dos posiciones jurisprudenciales adoptadas por el consejo de 
Estado, transcritas en el párrafo que antecede, con la responsabilidad 
extrapatrimonial que hemos querido plantear en este documento y lo hasta aquí 
dicho en punto a la afectación del derecho a la propiedad privada del titular de una 
licencia urbanística revocada o anulada, por vicios en su contenido, es evidente 
que no compartimos la posición asumida por el H. Consejo de Estado, a través de 
la cual se niega el carácter patrimonial de las licencias urbanísticas, afirmando que 
su beneficiario tendría el deber jurídico de soportar tanto su revocatoria como su 
declaratoria de nulidad, siempre y cuando dichas las decisiones obedezcan a 
razones de interés general. 
Por cuanto las licencias urbanísticas tal como han sido concebidas en nuestro 
ordenamiento jurídico y como lo expusimos en las líneas precedentes, constituyen 
verdaderos actos administrativos cuyo contenido favorable31, genera en cabeza 
del beneficiario, un derecho subjetivo de carácter patrimonial32, pues a través de 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
29 Apoya esta posición Jorge Santos Rodríguez, “La impugnación administrativas de las licencias 
urbanísticas”, Revista Digital de Derecho Administrativo, No. 2, 2009, U. Externado, p. 83 a 104.  
30 Consejo de Estado, Sección Primera, sentencia del 9 de marzo de 2000, Exp. 5733, C.P. Olga Inés 
Navarrete Barrera.  
31 Respecto a los actos administrativos de contenido favorable se ha sostenido que son “Aquellos 
actos administrativos que tienen un destinatario externo pueden afectar y que pueden afectarlo 
favoreciéndolo, con la ampliación de su patrimonio jurídico, otorgándole o reconociéndole un 
derecho, una facultad, un plus de titularidad o de actuación, liberándole de una limitación, de un 
deber, de un gravamen, produciendo, pues, un resultado ventajoso para el destinatario”.  García De 
Enterría, Eduardo, Tomás Ramón, Fernández. Curso de Derecho Administrativo I, pág. 576-577. 
Ed. Civitas. Duodécima edición 2004.  
32 “Al tratarse de un instrumento de validación administrativa de los proyectos urbanísticos, la 
licencia de construcción en sí misma entra a engrosar el patrimonio jurídico, y posiblemente 
económico, de su beneficiario. En efecto, más allá del hecho de que la licencia de construcción 
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ella entre otras actividades no lucrativas que se ejecutan en provecho personal, se 
permite la explotación económica del derecho a la propiedad privada del cual ya 
se es titular, su otorgamiento implica la adquisición de derechos de desarrollo y 
construcción en los términos y condiciones en ella  contenidas 33 , creando, 
modificando o extinguiendo situaciones jurídicas consolidadas, luego entonces, al 
desaparecer del tráfico jurídico claramente va generar en el patrimonio del 
beneficiario efectos negativos que no está en condición de soportar, aún 
tratándose de las licencias cuya causa de anulación o revocatoria esté motivada 
por errores en su expedición que la llevaron a afectar el interés público o social.   
Ello también encuentra su razón de ser en el hecho de que una vez le es otorgada 
la licencia urbanística o de construcción al beneficiario, a fin de que explote los 
atributos de su derecho de propiedad privada, éste actúa amparado en la 
confianza que generan las decisiones legítimas de las autoridades públicas, frente 
las actuaciones de los particulares, que por ministerio de la ley deben someterlas 
previamente a su habilitación, de manera que las afectaciones negativas que 
llegare a padecer como consecuencia de los cambios que generen dichas 
actuaciones, así sean legítimas deberán serle reconocidas e indemnizadas, en 
estos eventos bajo el amparo del principio de confianza legítima del particular 
frente a las actuaciones del Estado, cuya ruptura vendría a ser la causa adecuada 
e idónea de su resarcimiento34. 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
pueda crear el ius edificandi o simplemente levantar los obstáculos que el ordenamiento jurídico ha 
impuesto para su ejercicio, lo cierto es que su beneficiario –se reitera, propietario o poseedor del 
predio que se va a intervenir– ve engrosado su patrimonio jurídico, ya sea porque se constituyo ́ un 
derecho a construir en su favor o bien porque al haberse levantado la limitación impuesta por las 
normas urbanística puede proceder a ejercer su derecho a construir”. Consejo de Estado, Sección 
tercera Subsección A, expediente 26437, 3 de abril de 2013. C.P. Dr. Mauricio Fajardo Gómez.  
33 El inciso segundo del articulo 182 del Decreto ley 19 de 2012, modificatorio de los numerales 1 y 
7 del artículo 99 de la ley 388 de 1997, a la letra señala que: ““El otorgamiento de la licencia 
urbanística implica la adquisición de derechos de desarrollo y construcción en los términos y 
condiciones contenidos en el acto administrativo respectivo, así ́ como la certificación del 
cumplimiento de las normas y demás reglamentaciones en que se fundamenta, y conlleva la 
autorización específica sobre uso y aprovechamiento del suelo en tanto este ́ vigente o cuando se 
haya cumplido con todas las obligaciones establecidas en la misma”   
34 En sentencia de 5 de diciembre de 2005, la sección tercera del H. Consejo de Estado, expediente: 
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En este orden, los errores en los que incurran las autoridades públicas o el 
particular delegado para tal función al tiempo de expedir una licencia urbanística o 
de construcción, entrañan en sí mismos una afectación al patrimonio del titular de 
la licencia, que no está en deber de soportar la anulación o revocatoria en su caso, 
debiendo ser objeto de indemnización35 una vez se acredite la antijuridicidad del 
daño que dichas actuaciones entrañen, los consecuentes perjuicios y la buena fe 
en la actuación del pretensor despojado de su derecho en virtud de la extinción de 
los efectos del contenido favorable de la licencia.  
 
No obstante, si el acto favorable es revocado porque se evidenció que las 
irregularidades por las cuales debe desaparecer del trafico jurídico, fueron 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
12158, el alto tribunal señaló: ““Los principios de confianza legítima del particular en las 
actuaciones del Estado o de la buena fe en las actuaciones de los administrados, derivadas de los 
principios de legalidad, igualdad y seguridad jurídica propios del Estado Social de Derecho, limitan 
las decisiones discrecionales de la administración cuando se dirigen a modificar de manera abrupta; 
aunque válida y legítima, derechos de particulares. Así, se ha expresado la doctrina en relación con 
el ámbito de protección del principio de la confianza legítima: 
 “… (…) …los daños causados como consecuencia de los cambios normativos abruptos, así sean 
legítimos, pueden ser indemnizados cuando el administrado se encuentra amparado por la confianza 
que es merecedora de protección.  
En este orden de ideas, si el acto administrativo generador de un derecho es revocado porque 
se encontraron irregularidades que pudieron ser propiciadas, auspiciadas, avaladas o se 
originaron con la actuación u omisión de quien lo reclama, el daño cuya reparación se 
pretende no resulta antijurídico y, por ende, no puede ser indemnizado”. (Negrillas Ex Texto) 
35 En el derecho Español, consagra la indemnización al particular por los daños y perjuicios que 
producto de la invalidez o revocatoria de la licencia, pueda sufrir en su patrimonio así: “si es de 
ordinaria aplicación a las licencias de obras el supuesto que alude a la revocación por simples 
motivos de oportunidad, normalmente ligados a un cambio del planteamiento. Ese cambio habilita a 
la administración para enervar los efectos de la licencia, indemnizando al titular por los daños y 
perjuicios que la revocación de la misma causare, indemnización que debe ser establecida en el 
mismo acto por el que la revocación se acuerda. (art.16 del Reglamento de servicios). 
La ley de régimen de suelo de 2007, contempla precisamente como supuestos indemnizatorios que 
tienen relación con las licencias los siguientes: la modificación o extinción de la eficacia de los 
títulos administrativos habilitantes de obras y actividades, determinadas por el cambio sobrevenido 
en la ordenación territorial o urbanística; la anulación de los títulos administrativos habilitantes de 
obras y actividades, así como la demora injustificada en su otorgamiento y su denegación 
improcedente. En ningún caso habrá lugar a indemnización si existe dolo, culpa o negligencia 
graves imputables al perjudicado (art.29)”. Parada, Ramón, Derecho Administrativo III, Bienes 
Públicos. Derecho Urbanístico. Marcial Ponds, ediciones jurídicas y sociales S.A., Madrid, 
reimpresión 2012, página 423.  
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consecuencia del actuar positivo o negativo  del titular de la licencia y, que tal 
comportamiento fue determinante para que se profiriera el acto ilegal, el daño 
antijurídico cuya reclamación posterior pretende no puede serle indemnizado. 
Toda vez que contrario a lo que se espera, el solicitante actuó de mala fe y, con su 
actuar consiente quebrantó el principio de confianza legitima para con el Estado y 
las actuaciones de legitimas de las administraciones públicas que interpretan, 
aplican y hacen valer la norma urbanística.  
 
Sobre este último aspecto, nos permitimos citar apartes de la sentencia de 10 de 
diciembre de 2014, radicado 2001-01359-01 (30988), medio de control: 
Reparación Directa, a través de la cual la sección tercera, sala de subsección C 
del Consejo de Estado al resolver un caso de construcción sin licencia en la plaza 
de Mercado de pasto, luego de analizar la conducta del pretensor, en la 
motivación de la imputación señaló:  
 
“ No hay lugar a atribuir responsabilidad al municipio demandado. “Así las 
cosas, lo argumentado por la parte recurrente evidencia que la 
demandante inició una construcción sin tener licencia para ello; más 
aún, careciendo de legitimación para solicitar tal licencia, como ella 
misma lo reconoce, contraviniendo así normas de imperativo 
cumplimiento del derecho urbanístico, conducta con la que se 
constituye una abierta violación a dicha legislación, que mal podría la 
Sala, a partir de tal conducta reconocer daños y por consiguiente su 
indemnización, pues significaría ir contra el pricipio Nemo auditor  
propiam turpitudinem suam allegans, conforme el cual nadie puede 
alegar su propia culpa en su favor”… “ es evidente que si bien existió 
un daño antijurídico para la demandante, consistente en que no pudo 
realizar lo que en principio le había autorizado la administración, no es 
menos cierto que dicho daño no puede ser atribuible a la Alcaldía del 
Municipio de Pasto, como quiera que fue el particular quien de manera 
imprudente y negligente inició una construcción sin verificar si la 
autorización  que se le había expedido para el efecto, contaba con una 
licencia de construcción otorgada conforme a los mandatos del plan de 
ordenamiento territorial”.  Negrillas Ex – Texto.  
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1.1.8. EL DERECHO COLECTIVO A LA CONSTRUCCIÓN RACIONAL Y TÉCNICA DE 
LAS EDIFICACIONES. 
 
Otro de los derechos que pretende controlar el Estado, a través de la expedición 
de licencias urbanísticas lo constituye el llamado “Derecho Colectivo a la 
construcción racional y técnica de las edificaciones”. El cual se encuentra 
íntimamente ligado al derecho a la ciudad o lo que antes se conocía, en materia 
urbana como ordenamiento físico de las ciudades. 
  
Y,  no podría ser distinto en razón a que, es a través de la formación organizada y 
acentuada de viviendas, calles y demás obras de infraestructura, en las que el 
hombre como ser social interactúa con lo colectivo36, en un espacio físico que 
permite su establecimiento en forma ordenada y que técnicamente debe 
garantizarle la protección de sus derechos individuales y colectivos, fin que entre 
otras cosas, se logra cumpliendo las exigencias contenidas en la normativa 
urbana y los respectivos planes de ordenamiento territorial, preceptos por lo que 
se da cumplimiento a la función  pública del urbanismo37.  
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
36  “Los derechos colectivos son aquellos mediante los cuales aparecen comprometidos los intereses 
de la comunidad, y cuyo radio de acción va más allá de la esfera de lo individual o de los derechos 
subjetivos previamente definidos por la ley. (…) sobre ellos, puede afirmarse que a pesar de 
pertenecer a todos los miembros de una comunidad ninguno puede apropiarse de ellos con 
exclusión de los demás; en tanto que en relación con los derechos individuales, cada uno de los 
sujetos que pertenecen al grupo puede obtener la satisfacción de su derecho de forma individual y 
en momento diferente o puede ejercerlo con exclusión de los demás, y sólo por razones de orden 
práctico pueden reclamar conjuntamente la indemnización cuando han sufrido un daño por una 
causa común, sin perjuicio de las acciones individuales que cada uno pueda iniciar.” Consejo de 
Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Primera, Consejera Ponente. Dra. Martha 
Sofía Sanz Tobón, Bogotá, 10 de mayo de 2007, radicación número: 76001-23-31-000-2003-01856-
01(AP). 
37 El artículo 3 de la ley 388 de 1997, señala que, “el ordenamiento del territorio constituye en su 
conjunto una función pública, para el cumplimiento de los siguientes fines: 
1. Posibilitar a los habitantes el acceso a las vías públicas, infraestructuras de transporte y demás 
espacios públicos, y su destinación al uso común, y hacer efectivos los derechos constitucionales de 
la vivienda y los servicios públicos domiciliarios. 
2. Atender los procesos de cambio en el uso del suelo y adecuarlo en aras del interés común, 
procurando su utilización racional en armonía con la función social de la propiedad a la cual le es 
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De suerte que, a efectos de proteger los derechos colectivos que puedan resultar 
afectados por acciones y actuaciones urbanísticas que vallan en contra del interés 
general y de los principios de la función pública, es indispensable la existencia de 
una planeación urbana de la ciudad, por ser ésta un centro de interacción 
permanente de derechos individuales de carácter fundamental y colectivos, en 
ellos, vida, vivienda digna, protección a la salud, ambiente sano, espacio público, 
recreación, el acceso a servicios públicos esenciales, y el saneamiento ambiental; 
cuyo amparo garantiza el cumplimiento de los fines esenciales del Estado38, por 
parte de las autoridades públicas, que tienen a su cargo las herramientas de 
planeación urbana, pues todos estos derechos y garantías como bien lo dijimos al 
iniciar confluyen en el concepto de ciudad.  
 
Bajo tal entendido, en Colombia, el concepto de planeación urbana de las 
ciudades a fin de asegurar el cumplimiento y el respeto de estos derechos y en 
suma los intereses generales, tuvo como antecedente el código de régimen 
municipal, Decreto 1333 de 198639, el cual definió el ordenamiento de los usos del 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
inherente una función ecológica, buscando el desarrollo sostenible. 
3. Propender por el mejoramiento de la calidad de vida de los habitantes, la distribución equitativa 
de las oportunidades y los beneficios del desarrollo y la preservación del patrimonio cultural y 
natural. 
4. Mejorar la seguridad de los asentamientos humanos ante los riesgos naturales.” Consultado en 
www.secretariasenado.gov.co 
38 Artículo 2 Constitución Política de Colombia: “Son fines esenciales del Estado: servir a la 
comunidad, promover la prosperidad general y garantizar la efectividad de los principios, derechos 
y deberes consagrados en la Constitución; facilitar la participación de todos en las decisiones que 
los afectan y en la vida económica, política, administrativa y cultural de la Nación; defender la 
independencia nacional, mantener la integridad territorial y asegurar la convivencia pacífica y la 
vigencia de un orden justo”. 
39 “Normas urbanísticas dispersas fueron compiladas en el Código de Régimen Municipal, (Decreto 
– Ley 1313 de 1986, I, 38-51), en el cual, entre otras situaciones relacionadas con el urbanismo, se 
determinó que debía entenderse por área urbana y por plano regulador, se reguló la manera como 
debía fijarse el trazado y la utilización de calles, se señaló la posibilidad de suspender obras que 
afectaran el área urbana, se regularon los planes de desarrollo urbano y la posibilidad de realizar 
expropiaciones para fines de utilidad pública, se fijó el lugar de desarrollo de actividades 
industriales y de aquellas potencialmente peligrosas. No obstante, debe hacerse notar que a pesar de 
esta compilación, la normatividad existente en materia urbanística continuaba siendo muy pobre y 
carecía de una verdadera sistematización. En este contexto, el congreso profirió la ley  9ª de 1989, 
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suelo urbano, dándole la calificación de áreas residenciales, industriales, de 
recreación y de protección ambiental, entre otros asuntos, no obstante, fue con la 
expedición de la ley 9ª de 1989, de reforma urbana, que se establecieron los 
parámetros y las herramientas para la reglamentación de esos usos, unido al 
manejo de temas de reserva de tierras urbanizables, derecho a la propiedad 
privada, licencias y sanciones urbanísticas que sirvieran para controlar el 
crecimiento indiscriminado de ciudades desprovistas de una adecuada 
planificación urbana40. 
 
Luego con la expedición de la Constitución de 1991, a través de la cual se adoptó 
un nuevo orden territorial en el Estado Colombiano, se creó la necesidad de 
propiciar una llamada conciencia a la intervención activa de los miembros de las 
comunidades en los procesos de construcción y ordenación del territorio, a través 
de la urbanización racional, con el fin de asegurar el uso eficiente del suelo. Es 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
por la cual se dictan normas sobre planes de desarrollo municipal, compra-venta y expropiación de 
bienes y se dictan otras disposiciones, la que contiene, por primera vez, una legislación más o 
menos completa y sistemática en materia urbanística”. Rodríguez Rodríguez, Libardo, Panorama 
del Derecho Urbanístico Colombiano, publicado por la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de 
investigaciones jurídicas de la UNAM Pág.297-298. En www.jurídicas.unam.mx  
40 A través de sentencia T-537 de 2013, M. P. Jorge Iván Palacio, que resolvió una acción de tutela 
para revisar el proceso de expedición de una licencia de construcción expedida para bien de interés 
cultural, refiriéndose a la necesidad de la existencia de una adecuada planeación urbana que 
estructuren las ciudades y sus antecedentes, la H. Corte Constitucional, sostuvo: “En 1986 se adoptó 
el Código de Régimen Municipal  mediante el decreto 1333 de ese año. Dicho estatuto incluye 
elementos claves del ordenamiento urbano que posteriormente fueron retomados por la Ley 388 de 
1997,  que en la actualidad regula la materia. Así, por ejemplo, definió el ordenamiento de los usos 
del suelo urbano, calificándolos en áreas residenciales, industriales, de recreación y de protección 
ambiental. También estableció reglas en relación con las áreas no incorporables a perímetros 
urbanos, la urbanización futura de ciudades mediante un plano regulador, las zonas de reserva 
agrícola contiguas al sector urbano y la ubicación de industrias contaminantes y mataderos públicos. 
En el mismo sentido es de destacar la Ley 9º de 1989, conocida como “De Reforma Urbana”. 
Mediante este instrumento, el legislador complementó los aspectos de ordenamiento urbano 
establecidos por el Código de Régimen Municipal. Estatuyó, entre otros aspectos, los Planes y 
reglamentos de usos del suelo, la reserva de tierras urbanizables,  el manejo de inmuebles 
constitutivos del espacio público, la reserva de zonas para protección ambiental, las zonas de 
desarrollo diferido, progresivo, restringido y concertado, la renovación y redesarrollo de zonas 
afectadas por procesos de deterioro económico, social y físico, y la rehabilitación de zonas de 
desarrollo incompleto o inadecuado”. 
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así como en desarrollo de esa necesidad, se expidió la ley 388 de 1997 
modificada posteriormente por la ley 810 de 2003, a través de la cual se 
armonizaron y actualizaron las disposiciones contenidas en la ley 9ª de 1989, la 
cual a pesar de contener un marco legal que daba solución a los problemas de 
urbanización, ejerciendo de alguna manera el control a través del otorgamiento de 
licencias urbanísticas y las correspondientes sanciones, dejaba de lado la función 
ecológica asignada al derecho de propiedad privada consagrada en esta carta 
constitucional41 
 
De suerte que con la entrada en vigencia de la ley 388 de 1997, “se pretendió 
promover una cultura de la planificación en la cual el Estado es un regulador de la 
actividad privada, para poner freno a la alocada carrera de transformación de la 
ciudad mediante la construcción indiscriminada de asentamientos urbanos, 
muchas veces en detrimento de los grupos sociales menos favorecidos”42. Y 
acorde con las normas constitucionales vigentes, se impuso al Estado el deber de 
velar por la protección de la integridad del espacio público y su destinación al uso 
común, con reiterada prevalencia sobre el interés general43.  
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
41“En Colombia la planificación es relativamente nueva. Aunque ciudades como Bogotá y Medellín 
han tenido planes de desarrollo desde mediados de los años 50, solamente a partir de la ley 9 de 
1989 las ciudades menores y municipios entran a ser objeto de planes de desarrollo de carácter 
altamente tecnicista. El cambio en la concepción del Estado que se produjo a partir de la 
Constitución de 1991, ha incidido en la revisión de la relación Estado- Sociedad Civil- Territorio, 
lo que ha originado mayores responsabilidades para los gobiernos municipales. Es así como la ley 
388 de 1997 pretende promover una cultura de la planificación en la cual el Estado es un regulador 
de la actividad privada, para poner freno a la alocada carrera de transformación de la ciudad 
mediante la construcción indiscriminada de asentamientos urbanos, muchas veces en detrimento de 
los grupos sociales menos favorecidos.” Sentencia, Corte Constitucional, T- 325 de 2 de mayo de 
2002, M. P. Jaime Araujo Rentería. Cf. C- 491 de 26 de junio de 2002, M. P. Marco Gerardo 
Monroy Cabra.  
42 Corte constitucional,  sentencia Sala Plena, C- 491 de 26 de junio de  2002, M. P. Dr. Marco 
Gerardo Monroy Cabra.  
43Artículo 82. Es deber del Estado velar por la protección de la integridad del espacio público y por 
su destinación al uso común, el cual prevalece sobre el interés particular. Las entidades públicas 
participarán en la plusvalía que genere su acción urbanística y regularán la utilización del suelo y 
del espacio aéreo urbano en defensa del interés común. 
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Que en este ámbito, cobró más fuerza con la consagración de la acción popular44, 
como una herramienta jurídica, a través de la cual se puede valer la colectividad a 
fin de evitar o conjurar los daños, peligros, amenazas o agravios causados a esos 
derechos o intereses de carácter colectivo.  
 
De suerte que, en cumplimiento al mandato constitucional, establecido en el 
artículo 88 el legislador promulgó la ley 472 de 1998, que se encargó de dar una 
definición de los derechos colectivos considerados como tal y, catalogando en 
ellos para el tema que es de nuestro interés dentro de su artículo 4º literal (m)45, 
“La realización de las construcciones, edificaciones y desarrollos urbanos 
respetando las disposiciones jurídicas, de manera ordenada, y dando 
prevalencia al beneficio de la calidad de vida de los habitantes”.  
 
La inclusión de este derecho a realizar construcciones que respeten las 
disposiciones jurídicas de manera ordenada, en consulta siempre del beneficio 
general, dentro de la ley 472 y su categorización como colectivo, nos lleva a decir 
que la legislación,  dio un paso trascendental, en materia de ordenamiento 
urbano, toda vez que a través de él y complementando la normativa previamente 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
44 En el artículo 88 la Constitución Nacional, previó la regulación legal de estas acciones así: 
“Artículo 88. La ley regulará las acciones populares para la protección de los derechos e intereses 
colectivos, relacionados con el patrimonio, el espacio, la seguridad y la salubridad pública, la moral 
administrativa, el ambiente, la libre competencia económica y otros de similar naturaleza que se 
definen en ella. También regulará las acciones originadas en los daños ocasionados a un número 
plural de personas, sin perjuicio de las correspondientes acciones particulares. Así mismo, definirá 
los casos de responsabilidad civil objetiva por el daño inferido a los derechos e intereses colectivos. 
45 a voces del Consejo de Estado, “el derecho señalado en el literal m) del artículo 4º de la ley 472 
de 1998, corresponde a la obligación que le impone el legislador a las autoridades públicas y 
particulares, en general, de acatar plenamente los preceptos jurídicos que rigen la materia 
urbanística es decir la forma como progresa y se desarrolla una determinada población, en términos 
de progreso físico y material, asentada en una determinada entidad territorial - bien sea en sus 
zonas urbanas o rurales- con miras a satisfacer plenamente las necesidades de la población. En ese 
contexto, la Sala concluye que el derecho o interés colectivo a la realización de las construcciones, 
edificaciones y desarrollos urbanos respetando las disposiciones jurídicas, de manera ordenada, y 
dando prevalencia a la calidad de vida de los habitantes, se circunscribe a los parámetros 
normativos antes señalados”. Consejo de Estado, Sección Tercera, 21 de marzo de 2007, Exp. AP-
00243. C. P. Dr. Alier Eduardo Hernández Enríquez. 
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contenida en la ley 388, se encuentra reglamentado el derecho al adecuado 
ordenamiento urbanístico de la ciudad, como derecho de carácter colectivo, 
encaminado a asegurar que las ciudades crezcan y se desarrollen fundadas en 
una buena planeación del ordenamiento municipal, que obligue a consultar el 
interés general, la elevación de la calidad de vida de los habitantes y, la 
prevención de riesgos y los desastres naturales que en su esfera eventualmente 
puedan tener ocurrencia46.  
De modo que, tal como lo ha señalado la jurisprudencia del H. Consejo de Estado, 
“Este derecho implica la necesidad de proteger la adecuada utilización, 
transformación y ocupación del suelo, de manera que las autoridades 
competentes no actúen en forma arbitraria en contravención del respectivo plan 
de ordenamiento territorial o instrumentos que hagan sus veces, a través de 
acciones que estén fuera de su marco normativo”47. 
 
Derivación de lo dicho, podríamos afirmar que los postulados contenidos en el 
artículo 88 constitucional, reglamentado a su vez por la ley 472 en su artículo 4, 
literal m) están diseñados para consultar de manera clara e integral el objeto del 
derecho urbanístico como conjunto de normas que regulan la planeación física del 
territorio, la ordenación y uso del suelo, la urbanización y la edificación; aplicados 
al concepto que hoy día se tiene de ciudad, entendida como un derecho colectivo, 
que permite al hombre estructurar y planificar la manera de cómo se va a 
organizar geográfica y territorialmente.  
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
46 “Lo que se observa del diseño normativo del derecho urbanístico y territorial es que se vuelca a lo 
social y comunitario, en cuanto es de la esencia del modelo de Estado propuesta. Además guarda 
concordancia y correspondencia íntima con los postulados imperativos de la denominada 
“Constitución colectiva y ambiental”, que recoge toda la sistemática de predicables para la 
colectividad sin desconocer los derechos individuales y subjetivos que les puedan asistir a las 
personas, esto es, propiedad, vivienda, salud etcétera”. Santofimio Gamboa, Jaime Orlando, 
“Actividad urbanística territorial y responsabilidad del Estado”, en La Responsabilidad 
Extracontractual del Estado, XVI jornadas internacionales de derecho administrativo Universidad 
Externado de Colombia, Bogotá, septiembre de 2015, pág. 563. 
47 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, sentencia de 6 de 
marzo de 2008, Rad. No. AP-2005-00901. C.P.: Mauricio Fajardo Gómez. 
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Ahora bien, a fin de regular el ejercicio de la actividad urbanística, el ejercicio de 
este derecho colectivo a la construcción racional y técnica de edificaciones, al 
igual que el derecho a la propiedad privada, como quedó expuesto en el titulo 
anterior, igualmente, se encuentra sujeto a la decisión de las autoridades 
urbanísticas, esto es a las licencias urbanísticas, definida en estos eventos, como 
actos administrativos subordinados al interés público general y al cumplimiento 
del plan de ordenamiento territorial, del cual se vale la administración para 
garantizar el disfrute por igual de los bienes protegidos, de cara a las situaciones 
negativas que amenacen la concreción de este derecho colectivo o que afecte el 
propósito en él contenido48.  
 
No obstante, lo anterior, debemos sostener que el otorgamiento de las licencias 
urbanísticas, puede constituir amenazas graves, inminentes e irreparables al 
derecho colectivo a la construcción racional y técnica de las edificaciones, ello 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
48 “Con la licencia urbanística se garantiza principalmente el disfrute por igual de los bienes 
protegidos, frente a contingencias que los pongan en peligro, que los hagan inviables o los afecten 
en sus propósitos fundamentales. No existe la menor duda de que asuntos como los relativos al goce 
del espacio público y la utilización y defensa de los bienes de uso público, así mismo, la realización 
de las construcciones, edificaciones y desarrollos urbanos respetando las reglas jurídicas, de manera 
ordenada, y dando prevalencia al beneficio de la calidad de vida de los habitantes, son asuntos que 
involucran derechos e intereses de la colectividad y su protección debe ser garantizada para el 
común mediante el cumplimiento estricto de las reglas que les sirven de fundamento jurídico a las 
licencias urbanísticas. […] La licencia se caracteriza, entonces, por constituir una impresionante 
técnica de intervención administrativa frente a los derechos subjetivos de los asociados, mediante la 
aplicación de reglas restrictivas, limitativas, imperativas y vinculantes, contenidas en las reglas 
urbanísticas y territoriales, para salvaguardar los intereses de la generalidad. Así las cosas, esta 
caracterización fundamental de la licencia invita a concebirla como un asunto de interés público y 
no exclusivamente como un tema relativo al estrecho ámbito de los derechos subjetivos; en 
consecuencia, relativo y de interés directo de la población involucrada con el proyecto afectante de 
los bienes protegidos, lo que nos reconduce, desde la teorética del derecho administrativo, a la 
concepción de una decisión administrativa habilitante o autorizadora, que rompe los esquemas 
tradicionales del acto administrativo estrictamente individual o subjetivo, en cuanto contiene 
decisiones que trascienden al ámbito de la generalidad de la población, creándole a esta situaciones 
jurídicas que no pueden ser desconocidas, en aras de una simple apreciación individualista de los 
derechos involucrados”. Santofímio Gamboa, Jaime Orlando, en “El carácter colectivo de las 
licencias urbanísticas bajo los presupuestos del Estado social y democrático de derecho, la ruptura 
del individualismo clásico en el procedimiento y la decisión administrativa de la licencia 
urbanística”, pág. 39-41, consultado en revista digital de derecho administrativo, No. 2, universidad 
externado de Colombia, primer semestre 2009.  
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tendría ocurrencia en los eventos en los que su contenido contravenga la función 
pública del urbanismo, el plan de ordenamiento territorial, o se autorice el derecho 
a la construcción y explotación económica del titular de la propiedad privada 
desconociendo sus funciones ecológicas y sociales, dejando cumplir con ello las 
cargas que tienen los propietarios entorno al deber de conservación y 
cumplimiento de normas sobre protección del medio ambiente o de los 
patrimonios arquitectónicos y arqueológicos.  
 
Situaciones en las cuales, dichos actos estarían viciados de nulidad o 
irregularidad por ser contrarios a la normativa urbana que en estos eventos 
protege el derecho colectivo presuntamente afectado, bajo el entendido de que se 
trata de un derecho a través del cual se manifiesta el interés público, prevalente 
sobre los derechos particulares.   
 
Refiriéndonos específicamente al derecho colectivo a la construcción racional y 
técnica de las edificaciones, debe decirse, que tal derecho resultaría afectado de 
manera directa con la expedición irregular de una licencia urbanística o de 
construcción, cuando lo autorizado en ella, implique el uso de suelos de forma 
contraria a la reglamentación de usos permitidos en los respectivos planes de 
ordenamiento territorial o, a las disposiciones de la unidad de planeación zonal49 
que desarrollan el planteamiento general.  
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
49 “Los planes de ordenamiento zonal son definidos por los organismos de planeación municipal y 
adoptados por el alcalde municipal o distrital. Definen los proyectos de sistemas generales, los 
programas y los sectores normativos para porciones determinadas del territorio de la ciudad, para 
las cuales se adoptan las unidades de planeación zonal (UPZ). Estas son unidades territoriales 
formadas por un barrio o por un conjunto de barrios tanto en suelo urbano como en suelo de 
expansión, que se mantienen unidos morfológica o funcional. Estas unidades son un instrumento de 
planeación a escala “zonal” y vecinal, que condiciona las políticas generales del plan a las 
particulares de un conjunto de barrios; la delimitación de las UPZ se debe identificar 
categóricamente en planos debidamente referenciados, como parte del Plan. Las UPZ contendrán 
reglamentaciones urbanísticas de la respectiva zona o porción del territorio representadas en las 
llamadas fichas normativas, cuya delimitación se expresa en el respectivo plano cartográfico. Tales 
fichas pueden contener las normas complementarias o específicas a que se refiere el artículo 15 de 
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Igualmente, puede resultar afectado cuando, se expide una licencia a favor de un 
particular, habilitándolo para la construcción de establecimientos de comercio o de 
tipo industrial, desconociendo la calificación dada en el POT, al sector donde se 
permite la realización de la edificación, que luego, por efectos de la revocatoria o 
nulidad del acto, deba ajustarse a ella o trasladarse al sector en el que la 
explotación de la actividad habilitada por el acto sea admisible.  
 
De suerte que en estos dos eventos, aplicando la teoría del reconocimiento del 
carácter patrimonial y favorable del acto administrativo a través del cual se 
confiere una licencia urbanística o de construcción, que crea una situación jurídica 
particular y ampara derechos sobre los cuales existe una titularidad previa, 
debemos decir que los efectos de revocatoria  o de la declaratoria de nulidad 
operarían hacia futuro, cuando ya existe una situación consolidada a través de la 
cual se vulneró el derecho colectivo y la explotación del derecho particular que 
terminó lesionando el interés colectivo50. 
 
Lo cual implica, a nuestro modo de ver, que sobrevendrían afectaciones  que 
necesariamente deberán ser objeto de reconocimiento a la comunidad  que 
representa el interés  colectivo afectado y al particular que resultó impedido para 
continuar con la explotación económica de su propiedad.  
 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
la Ley 388 de 1997, numerales 3 a 3.3.” MORCILLO DOSMAN. Pedro Pablo. Derecho 
Urbanístico Colombiano, Historia Normativa y Gestión, Bogotá ́, Editorial Temis, 2007, p. 380-381.  
50 “obtenida una licencia urbanística (por otorgamiento expreso o por silencio), el titular de la 
misma adquiere el derecho a edificar y está legitimado (además de legalmente obligado) para 
realizar el acto de edificación o uso autorizado. Quiere esto decir que la licencia constituye en el 
beneficiario de la misma un verdadero derecho, que ya no puede ser desconocido por la 
administración (mientras aquélla esté en vigor), en virtud del principio de irrevocabilidad de los 
actos favorables, más que en los supuestos tasados en que así lo permite el ordenamiento jurídico”. 
Luciano Parejo Alfonso. “La ordenación del territorio y el urbanismo”, en Luciano Parejo Alfonso, 
Antonio Jiménez Blanco y Luis Ortega Álvarez. Manual de derecho administrativo, vol. 2, 4.a ed., 
Barcelona, Ariel, 1996.  Citado por Santos Rodríguez, Jorge Enrique, en “La impugnación 
administrativa de Licencias Urbanísticas”, pág. 86, en revista digital de derecho administrativo, No. 




1.3. REQUISITOS PARA LA EXPEDICIÓN DE LA LICENCIA URBANÍSTICA. 
	  
El artículo 99 de la ley 388 de 1997, modificado por el articulo 35 de la ley 1796 de 
2016, determina que para adelantar obras de construcción, ampliación, 
modificación, adecuación, reforzamiento estructural, restauración, reconstrucción, 
cerramiento y demolición de edificaciones en predios urbanos y rurales, se 
requiere de manera previa a su ejecución la obtención de la licencia urbanística 
correspondiente, la cual como se ha venido diciendo hasta esta parte, deberá 
estar contenida en un acto administrativo particular y concreto expedido por la 
respectiva autoridad competente y de conformidad con lo establecido en los 
Planes de ordenamiento territorial.  
 
Luego entonces, las licencias urbanísticas son el elemento que permite verificar el 
cumplimiento de las normas y demás reglamentaciones específicas sobre uso y 
aprovechamiento del suelo establecidas en los respectivos POT, y en las normas 
locales y nacionales que regulan la construcción en Colombia. Lo cual implica que 
deban sujetarse a cierto tipo de parámetros a través del los cuales se regula su 
expedición. los cuales anunciaremos a continuación. 
 
1.1.9. Titularidad  
 
Titulares de las licencias de Urbanística: en términos generales, pueden ser 
titulares de las licencias urbanísticas, los titulares de derechos reales principales, 
los propietarios del derecho de dominio a titulo de fiducia y los fideicomitentes de 
las mismas fiducias, de los inmuebles objeto de la solicitud. En este orden, El 
Decreto 1077 de 2015, precisa que los propietarios comuneros podrán ser titulares 
de licencias siempre y cuando dentro del procedimiento se convoque a los demás 
copropietarios o comuneros de la forma prevista para la citación a vecinos.  
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También podrán ser titulares de las licencias urbanísticas las entidades 
contempladas en el articulo 59 de la ley 388 de 1997.51 
 
1.1.10. Documentos que deben presentarse con la solicitud. 
	  
Quien pretenda la expedición de una licencia, en cualquiera de sus modalidades, a 
demás de cumplir con los requisitos señalados en precedencia, debe allegar los 
documentos señalados en el Decreto 1077 de 2015, unidos a los que para cada 
tipo o modalidad de licencia se requieran de manera especifica.  
Así, el articulo 2.2.6.1.2.1.7 del Decreto Único Reglamentario 1077 de 2015, 
modificado por el articulo 6 del Decreto 1203 de 2017,  señala que “El Ministerio 
de Vivienda, Ciudad y Territorio establecerá mediante resolución los documentos 
que deberán acompañar todas las solicitudes de licencia y modificación de las 
licencias vigentes, que permitan acreditar la identificación del predio, del solicitante 
y de los profesionales que participan en el proyecto, así ́ como los demás 
documentos que sean necesarios para verificar la viabilidad del proyecto.”(Cursiva 
ex texto). 
1.1.11. Expedición de licencias a través de medios electrónicos.   
 
El Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio, expidió la Resolución No. 0441 del 
1º de Septiembre de 2020, a través de la cual fijó los lineamientos que permiten la 
implementación del plan piloto para la expedición de las licencias de construcción 
en la modalidad de obra nueva a través de medios electrónicos, por parte de los 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
51 Articulo 59 ley 388 de 1997: "Además de lo dispuesto en otras leyes vigentes, la Nación, las 
entidades territoriales, las áreas metropolitanas y asociaciones de municipios podrán adquirir por 
enajenación voluntaria o decretar la expropiación de inmuebles para desarrollar las actividades 
previstas en el artículo 10 de la Ley 9ª de 1989. Los establecimientos públicos, las empresas 
industriales y comerciales del Estado y las sociedades de economía mixta asimiladas a las 
anteriores, de los órdenes nacional, departamental y municipal, que estén expresamente facultadas 
por sus propios estatutos para desarrollar alguna o algunas de las actividades previstas en el artículo 
10 de dicha ley, también podrán adquirir o decretar la expropiación de inmuebles para el desarrollo 
de dichas actividades." 
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curadores urbanos y las autoridades municipales o distritales competentes 
encargadas del estudio,  trámite y expedición de licencias urbanísticas.   
 
La Resolución en cita, fija específicamente el procedimiento que debe cumplir el 
interesado en la expedición de  una licencia de construcción en la modalidad obra 
nueva señalando que la misma debe cumplir con los parámetros establecidos para 
la expedición de licencias urbanísticas señalados líneas arriba, dentro de ellos la 
radicación de la solicitud y la presentación de los correspondientes documentos 
todo ello a través de un modelo de información electrónico BIM (Building 
Information  Modeling) que permita la interacción desde y hacia cualquier software. 
Es requerimiento especifico en estos casos que el interesado cuente con firma 
electrónica y digital.  Y que el estamento publico encargado de tramitarla ponga a 
su disposición todos los medios tecnológicos disponibles de consulta virtual con 



















2. CAPITULO SEGUNDO  
2.1. EL DAÑO DERIVADO DE LA EXPEDICIÓN ILEGAL DE LICENCIAS 
URBANÍSTICAS 
 
El daño52 antijurídico, es uno de los elementos que condicionan la manifestación 
material de la responsabilidad53 Estatal y que no obstante, carecer de un concepto 
normativo dentro de nuestro ordenamiento jurídico, ha sido definido por la 
jurisprudencia del Consejo de Estado en reiterados pronunciamientos como “la 
lesión de un interés legítimo, patrimonial o extrapatrimonial, que la víctima no está 
en la obligación de soportar, que no está justificado por la ley o el derecho”54 o 
también como el que se produce al administrado a pesar de que “el ordenamiento 
jurídico no le ha impuesto a la víctima, el deber de soportarlo, es decir, que el 
daño carece de causales de justificación”55.  
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
52 “El daño, es por cierto, un fenómeno inherente al ser humano, a partir de la lesión a su integridad 
psico-física, siguiendo con el menoscabo de su patrimonio hasta llegar a otras manifestaciones más 
sutiles, más refinadas o complejas de la lesión a derechos o a intereses suyos”. Maestro Fernando 
Hinestrosa, Prólogo para El Daño, Análisis  comparativo de la Responsabilidad Extracontractual del 
Estado en derecho Colombiano y Francés,  Henao Pérez, Juan Carlos, Universidad Externado de 
Colombia, Bogotá 1998. Página 13.  
53 En palabras de Juan Carlos Henao, “El daño es un requisito indispensable para que surja la 
responsabilidad civil; es más, es su punto de partida, pero su existencia es independiente de que 
haya o no un responsable que deba repararlo”. El Daño, Análisis  comparativo de la responsabilidad 
extracontractual del Estado en derecho Colombiano y Francés,  Henao Pérez, Juan Carlos, 
Universidad Externado de Colombia, Bogotá 1998. Página 30.“Daño es toda afrenta a los interés 
lícitos de una persona trátese de derechos pecuniarios o no pecuniarios, de derechos individuales o 
de colectivos, que se presentan como lesión definitiva de un derecho o como alteración de su goce 
tranquilo y que, gracias a la psibilidad de accionar judicialmente, es objeto de reparación si los 
otros elementos de la responsabilidad se encuentran reunidos”. Juan Carlos Henao, Maestría en 
Responsabilidad Contractual y Extracontractual Civil y Pública, Universidad Externado de 
Colombia, Grupo 2012- 2013, Cátedra – Fundamentos de la Responsabilidad, 7 de Agosto de 2012.  
54 Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Tercera. Sentencia de 2 de 
marzo de 2000. C.P. María Elena Giraldo Gómez. Exp. 11945, entre otras. Cfr. Consejo de Estado. 
Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Tercera. Aclaración de voto de Enrique Gil Botero 
de 30 de julio de 2008. Exp. 15726. 
55Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Tercera. Sentencias de 11 de 
noviembre de 1999. C.P. Alier Eduardo Hernández Enríquez. Exp. 11499 y del 27 de enero de 
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En estos términos, la antijuridicidad del daño, a efectos de que sea resarcible, 
estaría dada por la lesión a un bien o un derecho jurídicamente tutelado, sobre el 
cual el ofendido no tenga el deber jurídico de soportar una carga. En palabras del 
maestro Adriano de Cupis “… la antijuridicidad no es más que expresión del valor 
preferente reconocido por el derecho a un interés opuesto”56. Lo cual implica que 
se constituye en un requisito que hace posible la declaración de los efectos 
nocivos que genera un daño, ya sea dentro de la órbita personal o colectiva. 
Además de la antijuridicidad, el daño, para que sea reconocido deberá estar 
estructurado, por dos elementos que lo complementan, lo perfeccionan y se 
encuentran directamente relacionados con la lesión o detrimento cuya reparación 
se reclama esto es: i) la certeza sobre su existencia, bajo el entendido de que 
pueda ser apreciado material y jurídicamente, de manera que suponga la lesión a 
un derecho, bien o interés legítimo que se encuentre protegido por el 
ordenamiento jurídico, y ii) su carácter personal, es decir, que sea padecido por 
quien lo depreca57. 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
2000. C.P. Alier Eduardo Hernández Enríquez. Exp. 10867, entre otras. Cfr. Consejo de Estado. 
Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Tercera. Aclaración de voto de Enrique Gil Botero 
de 30 de julio de 2008. Exp. 15726. Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo. 
Sección Tercera. Sentencia de 28 de enero de 2015. Exp. 32912. C.P. Jaime Orlando Santofimio 
Gamboa.  
56 ( )…“El daño antijurídico se caracteriza por la especial naturaleza de la reacción antijurídica que 
se origina en contra de él. La reacción asume, ciertamente, la fisonomía más definida, de sanción. 
La sanción es precisamente aquella consecuencia por medio de la que el derecho pretende 
garantizar la prevalencia de un cierto interés contra los actos lesivos realizados por los que su 
interés ha quedado subordinado”. De Cupis, Adriano “El Daño, Teoría General de la 
Responsabilidad Civil”, Ed. Bosch, Barcelona,  Traducción de la 2ª edición Italiana y Estudio 
Preliminar, por  Martínez Sarrion, Ángel. 1970, capitulo I, páginas. 85 y 92.  
57 “El daño antijurídico a efectos de que sea resarcible, requiere que esté cabalmente estructurado, 
por tal motivo, se torna imprescindible que se acrediten los siguientes aspectos relacionados con la 
lesión o detrimento cuya reparación se reclama: i) debe ser antijurídico, esto es, que la persona no 
tenga el deber jurídico de soportarlo; ii) que sea cierto, –que no se limite a una mera conjetura–, y 
que suponga una lesión a un derecho, bien o interés legítimo que se encuentre protegido en el 
ordenamiento jurídico, y iii) que sea personal, es decir, que sea padecido por quien lo depreca, en 
tanto se cuente con la legitimación en la causa para reclamar o debatir el interés que se debate en el 
proceso, bien a través de un derecho que le es propio o uno que le deviene por la vía hereditaria” 
Consejo de Estado, Sección Tercera, Subsección C, sentencia del 1o de febrero de 2012, Exp. 
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Claro lo anterior, dentro de los términos de la responsabilidad extracontractual del 
Estado, que se pretende plantear como consecuencia de la expedición irregular de 
una licencia urbanística, inicialmente debemos argumentar que el derecho urbano, 
disciplina dentro de la cual se encuentran éstos actos administrativos, no se 
excluye de la posibilidad de causar daños antijurídicos a los administrados. 
La variedad de daños causados por este hecho, es tan diversa como situaciones 
pueden presentarse con el derecho de propiedad. A continuación trataremos de 
enumerar los daños que normalmente podrían ser causados al titular de la misma 
y a un propietario medio en Colombia suponiendo que el inmueble en cuestión es 
su lugar de vivienda o habitación.   
Teniendo claro el concepto y las características del daño en general, vamos a 
adentrarnos en el daño que puede causar la expedición de licencias urbanísticas 
de forma ilegal. Estos daños podrían afectar tanto la esfera patrimonial como 
moral de sus victimas. En un país como Colombia en el que la propiedad privada 
es un derecho y un alto porcentaje de su población  pertenece a la clase media  y 
baja, tener propiedad es el objetivo de una gran parte de la población. 
Dentro de los daños patrimoniales podríamos encontrar: el detrimento patrimonial 
y el daño físico. De otro lado, a nivel del daño moral la congoja, la tristeza o 
incluso un desequilibrio moral podría llegar a ocurrir por el hecho de deber 
desalojar su hogar, de dejar a su familia sin techo, de ver sus sueños de 
estabilidad económica frustrados por la construcción de un inmueble en 
condiciones que hacen imposible su habitación. Peor aún es la situación en la que 
el inmueble se cae causando lesiones personales graves o incluso la muerte.  
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
21.466. En palabras del maestro Juan Carlos Henao,  “El daño es personal cuando quien demanda 
reparación es la persona que lo sufrió, con independencia de que se encuentre o no de manera 
abstracta en una situación jurídicamente protegida, que se presume, salvo prueba de que el título 
que sustenta el derecho para obtener la indemnización del daño es ilegal”. El Daño, Análisis  
comparativo de la responsabilidad extracontractual del Estado en derecho Colombiano y Francés,  
Henao Pérez, Juan Carlos, Universidad Externado de Colombia, Bogotá 1998. Página 104 
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Daños que podrían concretarse bajo supuestos de afectación tanto en su esfera 
patrimonial como moral, con una configuración propia que puede hacerse bajo la 
estructuración de los siguientes supuestos de hecho: la afectación a la integridad 
física de una persona, el detrimento manifiesto en el ejercicio del derecho de 
dominio o propiedad (bien sea por la pérdida total de un inmueble, su devaluación 
o su ruina), la afectación al goce del derecho a la vivienda, imposibilidad para 
ejercer el derecho a edificar y con ello la privación de los dividendos económicos 
provenientes del ejercicio formal de la actividad constructora y finalmente sobre los 
que se concretan por la perturbación de los derechos colectivos encaminados a la 
protección del patrimonio público, el medio ambiente, el espacio público y el 
derecho a construir de manera racional y técnica edificaciones. 
De suerte que, en todos estos eventos que platean lo que sería la configuración de 
manera general del daño antijurídico en materia urbanística, el interés jurídico 
protegido por el Estado se rotularían bajo la salvaguarda específica de los 
derechos a la propiedad privada, al libre ejercicio de la actividad económica (en 
tanto se trate de eventos de protección por la vulneración del derecho a la 
edificación ejercido de manera formal y la restricción de actividades lucrativas 
producto de la reubicación, cerramiento o imposibilidad de construir instalaciones 
comerciales) y, finalmente el amparo de los derechos de la colectividad que 
resulten afectados por el ejercicio de la actividad urbana y de ordenamiento 
territorial, en tanto sean contrarias a la normativa que regula su ejercicio.  
Luego entonces, en lo que corresponde a la expedición irregular de licencias 
urbanísticas, debemos sostener que el daño antijurídico encontraría su 
identidad con la limitación al derecho de goce pleno de la propiedad privada 
unida a la restricción de la explotación económica que de ella deviene a 
favor de los titulares de la licencia y la afectación de los derechos colectivos 
en cuanto el citado acto administrativo los lesione.  
 
En este orden, la calificación de su antijuridicidad estaría delimitada no por una 
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conducta ilegal o fraudulenta desarrollada por la administración o su 
representante, si no por la actividad que desarrolló la administración en el proceso 
de verificación de los requisitos establecidos para la expedición de la licencia de 
urbanización, que lleven a una posterior anulación o revocatoria de la expedida a 
favor del particular que sufre los daños y perjuicios producto de una actuación 
administrativa que no está en el deber de soportar.  
 
Ello encuentra su razón de ser en el contenido mismo de la licencia urbanística, 
toda vez que ésta se consolida como un acto que implica la adquisición de 
derechos de desarrollo y construcción y certifica el cumplimiento de las normas y 
demás reglamentaciones en que se fundamenta su contenido, trayendo consigo 
una autorización específica sobre los usos del suelo y su aprovechamiento por el 
término que dure su vigencia o haya cumplido las obligaciones que en ella se 
establecieron 58 , convirtiéndose en un verdadero instrumento de intervención 
administrativa en la actividad de los particulares, a través del cual quedan 
habilitados para ejercer la actividad constructora, el cual se encuentra soportado 
además en la confianza que los administrados depositan en las actuaciones 
administrativas propias de la prestación del servicio público de ordenación del 
territorio cuya legalidad se presume luego de la realización de todo el proceso de 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
58 EL articulo 182 Decreto Ley 19 de 2012, señala: “"1. Para adelantar obras de construcción, 
ampliación, modificación, adecuación, reforzamiento estructural, restauración, reconstrucción, 
cerramiento y demolición de edificaciones, y de urbanización, parcelación, loteo o subdivisión de 
predios localizados en terrenos urbanos, de expansión urbana y rurales, se requiere de manera 
previa a su ejecución la obtención de la licencia urbanística correspondiente. Igualmente se 
requerirá licencia para la ocupación del espacio público con cualquier clase de amueblamiento. 
La licencia urbanística es el acto administrativo de carácter particular y concreto, expedido 
por el curador urbano o la autoridad municipal o distrital competente, por medio del cual se 
autoriza específicamente a adelantar obras de urbanización y parcelación de predios, de 
construcción, ampliación, modificación, adecuación, reforzamiento estructural, restauración, 
reconstrucción, cerramiento y demolición de edificaciones, de intervención y ocupación del 
espacio público, y realizar el loteo o subdivisión de predios. Negrillas Ex Texto.  
El otorgamiento de la licencia urbanística implica la adquisición de derechos de desarrollo y 
construcción en los términos y condiciones contenidos en el acto administrativo respectivo, así 
como la certificación del cumplimiento de las normas y demás reglamentaciones en que se 
fundamenta, y conlleva la autorización específica sobre uso y aprovechamiento del suelo en tanto 
esté vigente o cuando se haya cumplido con todas las obligaciones establecidas en la misma. 
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verificación que se surte antes de su expedición 59. 
Lo anterior, encuentra eco en el carácter constitutivo que se le ha atribuido a las 
licencias urbanísticas, en tanto no son sólo simples actos a través de los cuales se 
habilita el ejercicio del derecho a la propiedad, liberadores de una restricción, si no 
que también, crean un marco legal dentro del cual deben ser ejercidas las 
facultades que a través de ellas se habilitan60 , tal como lo ha señalado la 
jurisprudencia de la sección tercera del H. Consejo de Estado, en la cual se 
abandonó el criterio que hasta entonces entendía la licencia urbanística como 
meros actos declarativos, en sentencia reciente al referirse al tema puntual 
manifestó:  
“El otorgamiento de la licencia urbanística implica la adquisición de derechos 
de desarrollo y construcción en los términos y condiciones contenidos en el 
acto administrativo respectivo, así como la certificación del cumplimiento de las 
normas y demás reglamentaciones en que se fundamenta, y conlleva la autorización 
especifica sobre uso y aprovechamiento del suelo en tanto esté vigente o cuando se 
haya cumplido con todas las obligaciones establecidas en la misma. (negrillas fuera 
del texto original).  
… 
En tercer y último lugar, la posición que aquí se deja de lado desconoce el carácter 
de acto administrativo del que goza la licencia de construcción, puesto que 
atendiendo la noción instrumental, de tinte claramente jurisdiccional, del acto 
administrativo en el ordenamiento jurídico colombiano implica necesariamente que 
la declaración de la voluntad de la autoridad administrativa produzca efectos 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
59“Hay lugar a tener la licencia de construcción como un acto administrativo mediante el cual la 
autoridad administrativa competente autoriza la realización de diversas conductas de especial 
interés urbanístico, cuya finalidad la constituye la verificación del cumplimiento de las normas que 
rigen el desarrollo urbano y el ordenamiento del territorio, se trata así ́ de un instrumento de 
intervención administrativa en la actividad de los particulares”. Consejo de Estado, Sección 
Tercera, Expediente 26.437, 3 de abril de 2013.  
60 En torno al carácter constitutivo de la las licencias urbanísticas, a nivel doctrinario, se ha 
presentado una discusión, puesto que este sentido, algunos doctrinantes niegan el carácter 
constitutivo de la licencia como creadora de derechos, afirmando que se trata de actos meramente 
declarativos a través de los cuales se permite al administrado del ejercicio de derechos 
preexistentes. Así, encontramos conceptos puntuales de doctrinantes como García De Enterría y 
Luciano Parejo, quienes sostienen que “No son las licencias urbanísticas actos constitutivos o 
creadores de derechos, si no actos que permiten el ejercicio de un derecho preexistente previa 
comprobación por el órgano”. en Lecciones de Derecho Urbanístico, pág. 651. Ed. Civitas. 1981.   
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jurídicos, esto es que crea, modifica o extinga situaciones jurídicas; en este sentido, 
si la licencia de construcción es un acto administrativo debe, de manera 
imperativa, generar efectos en el patrimonio jurídico del beneficiario que, para 
el caso, son de carácter favorable. Negrillas Ex Texto.  
… 
En este orden de ideas, se puede afirmar que las características propias de la 
licencia de construcción son las siguientes: i) Es una expresión del poder de policía 
urbanístico; ii) Es una autorización previa a la intervención del bien respecto del cual 
se expide; iii) Es autónoma del derecho de propiedad; iv) Es constitutiva del 
derecho de desarrollo y construcción del proyecto aprobado; v) Es un acto 
administrativo favorable; y, vi) Sus efectos influyen en el ejercicio de los derechos 
colectivos”61. 
En este orden, teniendo como premisa fundamental que las licencias urbanísticas 
se definen como auténticos actos administrativos constitutivos, en tanto implican la 
declaración de la voluntad de la administración produciendo efectos jurídicos62, 
deberá afirmarse que los daños antijurídicos que soportan los titulares de una 
licencia por su expedición irregular, desde el punto de vista de la responsabilidad 
extracontractual del Estado, deberán serles indemnizados siempre que se 
encuentre acreditado que la irregularidad de la cual se duele el acto que lesionó su 
derecho patrimonial o su interés jurídico, no fue propiciada por el pretensor. 
2.2. Los daños indemnizables  
 
En materia urbanística y territorial, el daño puede encontrar su identidad tanto en 
la esfera patrimonial como extrapatrimonial del afectado reclamante y, concretarse 
en las situaciones que a continuación enunciaremos y sobre los cuales 
inmediatamente, citaremos algunos ejemplos tomados de la línea jurisprudencial 
que ha establecido, la sección tercera del Consejo de Estado, Así:  
A) detrimento, deterioro o menoscabo que no está llamado a soportar el 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
61 Consejo de Estado, Sección Tercera, Subsección A, Expediente 26.437, 3 de abril de 2013. 
62 “Los actos constitutivos (crean, modifican, extinguen relaciones o situaciones jurídicas subjetivas 
en otros sujetos, los destinatarios, o en la propia administración)” García De Enterría, Eduardo, 
Tomás Ramón, Fernández. Curso de Derecho Administrativo I, pág. 578. Ed. Civitas. Duodécima 
edición 2004.  
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determinado individuo en el ejercicio de su derecho de propiedad. B) 
Depreciación, limitación o perdida de un inmueble. C) Afectación al ejercicio y 
goce del derecho a la vivienda. D). La vida e integridad física. E) Afectación del 
derecho a la libre movilidad o a la locomoción producto de decisiones tomadas 
dentro del ordenamiento territorial  y urbanístico. F) libertad económica particular. 
G).  Afectación al buen nombre o Good Will H). Afectación al ambiente sano, al 
espacio y al patrimonio público.   
Jurisprudencialmente estos daños han sido reconocidos y ordenada su 
indemnización en los siguientes pronunciamientos.  
Tipo de daño patrimonial: Afectación a la Propiedad Privada, Daños a derechos e 
intereses colectivos, Medio de Control: Reparación Directa: Caso Daños en la 
ciudadela Santa Rosa – Bogotá, Cumplimiento de licencia de construcción y su 
vigilancia. Sentencia  18 de octubre de 2017, Radicado 5927-01 (22779) Sección 
Tercera: El Sub judice: “Demandantes adquirieron viviendas en la ciudadela Santa 
Rosa, solicitaron la declaratoria de Responsabilidad del Distrito y otros, en razón a 
que la construcción se hizo sobre un terreno con fallas geológicas, presencia de 
nacederos y corrientes de agua, por lo que las viviendas empezaron a presentar 
grietas y derrumbe en algunas de sus estructuras”. Se encontró probada la 
responsabilidad de la constructora por no cumplir los requerimientos que 
previamente se le hicieron en los conceptos técnicos y en las licencias que 
estaban “orientados a mitigar los riesgos propios de un terreno que dificultaba la 
construcción sobre él, más no la impedían”. Y la del Distrito, en tanto no cumplió 
con sus deberes normativos al no adoptar medidas para garantizar el 
cumplimiento de lo previsto en las licencias de construcción”.  
Tipo de daño extrapatrimonial, “Protección de bienes constitucionales o 
convencionales” Derecho a la locomoción. En sentencia de fecha 12 de agosto de 
2014, Expediente 30026, la sección tercera del H. Consejo de Estado, al resolver 
una acción de reparación directa, en estudio del tema de la función pública del 
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urbanismo y su cumplimiento por los municipios a través de los planes de 
ordenamiento territorial, bajo los parámetros establecidos en la ley 388 de 1997, 
vigente para la época de ocurrencia de los hechos en controversia, reconoció y 
protegió el derecho de locomoción de la víctima bajo la consideración de que en 
se trata de un daño extrapatrimonial denominado protección de bienes 
constitucionales o convencionales, toda vez que de los hechos probados dieron 
cuenta de la violación de una garantía constitucional fundamental del ofendido 
como lo fue la libre locomoción consagrada en el artículo 24 de la constitución 
política de 1991, al obligársele a transitar por vías públicas que no cumplen con 
las normas urbanísticas y de infraestructura. 
Tipo de daño patrimonial. Depreciación de un bien inmueble : Sentencia 12 de 
noviembre de 2014, Expediente: 33208, R.D. Sección Tercera, Sala de 
Subsección A, reconoció la existencia de daños antijurídicos individuales 
ocasionados al propietario de un inmueble, consistente en la depreciación del 
bien. Afectación de la actividad económica desempeñada en el local comercial. El 
daño antijurídico reconocido a favor del actor, provino de una actividad licita de la 
Administración Pública, consistente en la ejecución de una obra pública. 
Tipo de daño extrapatrimonial: Daño ambiental por ruido. Sentencia de 27 de 
marzo de 2014, Expediente 27687. R.D., Sección Tercera, Sala de Subsección 
“B”, al estudiar sobre la responsabilidad planteada por daños causados por la 
contaminación ambiental producto de las actividades prestadas en el aeropuerto 
internacional el Dorado, reconoció la existencia de una daño antijurídico 
catalogado como “Daño ambiental por ruido”, bajo la premisa de que […] No se 
puede pasar por alto la responsabilidad que en materia ambiental le asiste al 
Estado, de suerte que al desarrollar, promocionar o autorizar proyectos de 
infraestructura, científicos, técnicos, industriales, etc., que demanden la afectación 
de los recursos naturales  y en general el medio amiente, debe tener en cuenta 
que el desarrollo sostenible es un punto cardinal en la materialización de los fines 
estatales, de cara a las generaciones futuras, lo que necesariamente, implica 
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propender por [sic] el menor impacto posible sobre los derechos colectivos e 
individuales que puedan resultar sacrificados […] 
Tipo de daño Patrimonial: afectación al derecho a la vivienda: En sentencia de 
fecha 29 de enero de 2014, Expediente 28980, la sección tercera del H. Consejo 
de Estado, al resolver una acción de reparación directa al estudiar sobre la falla 
del servicio por el incumplimiento normativo alegada en contra del Distrito Especial 
y portuario de Barranquilla, como consecuencia de la indebida inspección y control 
en la actividad constructora local, para otorgar licencias a aquellas constructoras 
que ofrezcan planes o proyectos de vivienda, sostuvo:  
“Para la Sala no queda duda en cuanto a que el Distrito Especial, Industrial y 
Portuario de Barranquilla incurrió en una omisión por no adoptar las medidas 
preventivas y sancionatorias que el marco legal en cita le imponía, toda vez que 
dentro del contenido obligacional que se denuncia como incumplido, aparecía 
contemplada una obligación de inspección oficiosa a los negocios de las entidades 
sometidas a su registro para cerciorarse de que estaban funcionando de 
conformidad con las disposiciones legales vigentes, el cual, además estaba 
obligado en el caso de que estas se contravinieran, a ejercer su facultad 
sancionadora. (…) En conclusión, como está demostrada la existencia de unas 
obligaciones concretas a cargo del Estado que, de haberse cumplido, hubieran 
evitado el daño patrimonial que sufrió la parte demandante, hay lugar a declarar 
patrimonialmente responsable a la entidad demandada por falla en el servicio por 
omisión, pues resulta claro, que de tomarse los correctivos legales para 
imposibilitar la oferta y la enajenación de los inmuebles prometidos en venta por 
una sociedad que no estaba autorizada para ello, la demandante no hubiese 
celebrado con el urbanizador el referido acto jurídico de venta y, menos entregado 
suma de dinero alguna” Cursivas Ex Texto. 
Tipo de daño: Pérdida de oportunidad de explotar económicamente proyecto 
urbanístico y detrimento de inversión realizada para construcción de edificio. 
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Frustración de la obra, Sentencia de 4 de noviembre de 2015, Expediente 34254. 
R.D., Sección Tercera, Sala de Subsección “A” al analizar un caso por daños 
causados provenientes de actos legales de la administración, licencia de 
construcción de proyecto urbanístico que posteriormente fue revocada por la 
entidad en razón a que no se realizo de manera previa el estudio de suelos, 
señaló:  
“le asiste responsabilidad patrimonial al ente territorial demandado porque a causa 
de su decisión revocó una anterior que había sido favorable a la parte demandante 
y, como consecuencia de ello, le impidió́ continuar con la construcción del edificio 
‘Los Robles’. (...) De otro lado, de lo expuesto por la entidad demandada en este 
proceso se pudo concluir que la parte demandante cumplió́ a cabalidad los 
requisitos para obtener la licencia de construcción e iniciar la ejecución del 
proyecto. (...) es evidente que en este caso se causó un daño antijurídico a la 
parte actora, pues ella, con fundamento en la licencia urbanística que le fue 
expedida, inició la ejecución de su proyecto urbanístico, pero luego éste resultó 
frustrado porque la propia administración impidió la continuidad de la obra, 
perdiéndose así las inversiones efectuadas en ese proyecto” Cursivas Ex Texto.  
2.3. Víctimas o afectados por los daños que causa la expedición irregular 
de una licencia. (Legitimación en la causa).  
 
La legitimación en la causa,  ha sido definida por la jurisprudencia del Consejo de 
Estado, como  “la titularidad de los derechos de acción y de contradicción… 
(…) En la acción de reparación  directa , la legitimación en la causa está dada 
por la condición de damnificado del demandante, hablándose de legitimación 
de hecho, originada en la simple alegación de esa calidad en la demanda, como lo 
prevé el artículo 86 del C. C. A., al señalar que la persona interesada podrá, 
siendo entonces ese interés mínimo, suficiente para accionar y para 
proponerlo en la instancia procesal de inicio del juicio, en contraste con el 
presupuesto de sentencia favorable de las pretensiones que constituye la 
legitimación material, la cual se desprende de la prueba efectiva de la 
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condición de damnificado, que le permitirá a quien demandó obtener, con la 
satisfacción de otros supuestos, la favorabilidad de las pretensiones”63 
Cursivas y negrilla Ex – Texto.  
 
En materia urbanística y en lo que atañe específicamente a las licencias 
urbanísticas o de construcción, teniendo en cuenta que se tratan de actos 
administrativos que le conceden a su titular la habilitación de un derecho, el cual le 
permite ver engrosado su patrimonio bien sea porque se constituyó un derecho a 
construir a su favor o, porque al levantarse en ella la limitación impuesta por las 
norma urbanística, puede ejercer su derecho a construir, constituyendo en todo 
caso un acto favorable64. 
 
Debe decirse que los legitimados en la causa activa o quienes tendrían la 
titularidad del derecho de acción, para reclamar el daño producto de la expedición 
de una licencia urbanística irregular, serían en primera instancia su titular65, trátese 
de una persona natural o jurídica y, los terceros que resulten afectados por su 
nulidad o revocatoria. 
 
Dentro de la ley 1796 de 2016, por la cual se establecieron medidas enfocadas a 
la protección del comprador  de vivienda nueva en Colombia, se definió el 
concepto de constructor y enajenador de vivienda, dos figuras que juegan un 
papel determinante dentro del derecho urbanístico, pues son quienes se encargan 
de iniciar y llevar a su final los procesos de desarrollo y crecimiento de las 
ciudades, a través del desarrollo obras de arquitectura, cimentación y en general, 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
63 Consejo de Estado, Sección Tercera, Subsección “C” 26 de septiembre de 2012,  Exp. 24677 C.P. 
Enrique Gil Botero. 
64 Ver sentencia, Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencia del 4 de diciembre de 2006, Exp. 
10227.  
65	  Pueden ser titulares de las licencias urbanísticas, los titulares de derechos reales principales, los 
propietarios del derecho de dominio a titulo de fiducia y los fideicomitentes de las mismas fiducias, 
de los inmuebles objeto de la solicitud	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todo tipo de edificación que conlleve el ejercicio de acciones urbanísticas, siendo 
en la mayoría de los casos quienes fungen como titulares de las licencias 
urbanísticas o de construcción.   
 
El artículo 2 de la ley los definió entonces así:  
 
“1. Constructor: Entiéndase por constructor el profesional, persona natural o 
jurídica, bajo cuya responsabilidad se adelanta la construcción de vivienda 
nueva y que figura como constructor responsable en la licencia de 
construcción. 
 
 2.Enajenador de vivienda: Se entiende que es enajenador de vivienda nueva, 
quien detente la propiedad del predio según títulos de propiedad y pretenda 
trasladar por primera vez las unidades habitacionales. 
 
Cuando se constituyan patrimonios autónomos o personas jurídicas 
que se vinculen para desarrollar el proyecto de vivienda, se deberá 
prever en los correspondientes contratos fiduciarios o estatutos 
sociales, quién responde por las obligaciones del enajenador durante el 
periodo en que debe cubrirse el amparo patrimonial. Quienes omitan esta 
obligación, responderán solidariamente por el amparo de que trata la 
presente ley”. Cursivas  y negrillas Ex Texto.  
 
Sin duda, dada la condición que detentan estas dos figuras definidas y clasificadas 
en la norma como constructor y enajenador de vivienda, son sujetos activos, 
legitimados en la causa para reclamar daños y perjuicios que surjan con ocasión 
de la expedición irregular del acto licenciatorio,  caso en el cual para que proceda 
el reconocimiento de la responsabilidad extrapatrimonial, que pretendan serán 
necesario probar que su conducta dentro del trámite de expedición del acto no 
llevó a que naciera viciado o adoleciera de alguna irregularidad.  
 
Al inicio enunciamos también que los llamados “terceros”, pueden figurar como 
afectados por los daños que genera la expedición de la licencia irregular, toda vez 
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que si bien, sobre ellos no recae la titularidad de la licencia, a éstos se les hacen 
extensivos sus efectos. Así serian definidos como terceros habilitados para 
pretender la declaratoria y reconocimiento del daño; aquellos que resultaron 
beneficiados de manera indirecta del “derecho a construir” a su favor.  Y en este 
evento encontraremos por ejemplo a los  compradores de viviendas o a los 
compradores de unidades estructuralmente independientes. Y en general, todo 
aquel que demuestre efectivamente la causación de un daño proveniente de la 



































3. CAPITULO TERCERO 
3.1. LAS PERSONAS PÚBLICAS LLAMADAS A RESPONDER POR LOS 
DAÑOS DERIVADOS DE LA EXPEDICIÓN ILEGAL DE LICENCIAS 
URBANÍSTICAS 
 
La constitución política de 1991, establece una premisa general de la cual 
necesariamente debe partir este capítulo, sintetizada en que: “Es deber del Estado 
velar por la protección de la integridad del espacio público y por su destinación al 
uso común, el cual prevalece sobre el interés particular. Las entidades públicas 
participarán en la plusvalía que genere su acción urbanística y regularán la 
utilización del suelo y del espacio aéreo urbano en defensa del interés común”66. 
Este precepto contiene una obligación que en principio podría considerarse 
abstracta y de contenido de general que se manifiesta en las responsabilidades 
endilgadas a los entes territoriales, quienes como unidades básicas del Estado, 
dentro de la órbita de sus competencias deben  regular la organización del 
territorio a su cargo y, en ello la utilización del suelo y del espacio aéreo.  
En este sentido, la jurisprudencia del máximo órgano de lo contencioso 
administrativo ha señalado que “El control del desarrollo urbanístico corresponde a 
la administración municipal, que además de estar obligada a proferir los actos 
generales relacionados con el ordenamiento territorial, cuenta con los poderes 
suficientes para impedir que se desarrolle un proyecto de urbanización que no 
cumpla con las disposiciones legales”67. 
Así, es claro que existe una función pública de ordenación del territorio a cargo de 
los entes municipales, quienes a su vez la desarrollan y la regulan a través de la 
adopción de planes  de los planes de ordenamiento territorial, sus normas 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
66 Constitución Política de Colombia. Artículo 82. Es deber del Estado velar por la protección de la 
integridad del espacio público y por su destinación al uso común, el cual prevalece sobre el interés 
particular. Las entidades públicas participarán en la plusvalía que genere su acción urbanística y 
regularán la utilización del suelo y del espacio aéreo urbano en defensa del interés común.  
67 Consejo de Estado. sentencia del 13 de julio de 2000, C. P. Ricardo Hoyos Duque, acción 
popular, radicación 060. 
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complementarias y la expedición de decisiones administrativas (licencias 
urbanísticas), que contienen las facultades de intervención administrativa que les 
ha sido atribuida, a fin de hacer efectiva su actuación en el ordenamiento del 
territorio y  la intervención en los usos del suelo. Como ejecutores de la norma que 
les impone la obligación de ser los guardianes de la  de la actividad urbanística 
que se desarrolla dentro del espacio geográfico a su cargo.68 
 
Luego entonces, en el desarrollo de esa función, con el propósito preservar el 
cumplimiento tanto de derechos individuales como colectivos, los entes 
municipales, tendrán en primera instancia la responsabilidad de ejercer el control, 
sobre todos los tipos de edificaciones  y el uso que se les de a los suelos dentro 
de su expansión territorial, debiendo  hacer cumplir los requisitos establecidos en 
la ley para el otorgamiento de las licencias de urbanismo y construcción, puesto 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
68“La función pública del ordenamiento del territorio municipal o distrital se ejerce mediante la 
acción urbanística de las entidades distritales y municipales, referida a las decisiones 
administrativas y a las actuaciones urbanísticas que les son propias, relacionadas con el 
ordenamiento del territorio y la intervención en los usos del suelo. Son acciones urbanísticas, entre 
otras: - clasificar el territorio en suelo urbano, rural y de expansión urbana; - localizar y señalar las 
características de la infraestructura para el transporte, los servicios públicos domiciliarios, la 
disposición y tratamiento de los residuos sólidos, líquidos, tóxicos y peligrosos y los equipamientos 
de servicios de interés público y social; - determinar espacios libres para parques y áreas verdes 
públicas, en proporción adecuada a las necesidades colectivas; y - dirigir y realizar la ejecución de 
obras de infraestructura para el transporte, los servicios públicos domiciliarios y los equipamientos 
públicos, directamente por la entidad pública o por entidades mixtas o privadas, de conformidad con 
las leyes (art. 8 ibídem). Para desarrollar el proceso de ordenamiento del territorio municipal, la Ley 
388 de 1997 prevé un instrumento básico denominado Plan de Ordenamiento Territorial, el cual 
consiste en un conjunto de objetivos, directrices, políticas, estrategias, metas, programas, 
actuaciones y normas adoptadas para orientar y administrar el desarrollo físico del territorio y la 
utilización del suelo (art. 9). Este Plan debe contemplar tres componentes: i) el componente general 
del plan, el cual estará constituido por los objetivos, estrategias y contenidos estructurales de largo 
plazo; ii) el componente urbano, el cual estará constituido por las políticas, acciones, programas y 
normas para encauzar y administrar el desarrollo físico urbano; y iii) el componente rural, el cual 
estará constituido por las políticas, acciones, programas y normas para orientar y garantizar la 
adecuada interacción entre los asentamientos rurales y la cabecera municipal, así como la 
conveniente utilización del suelo (art. 11)”.  Consejo de Estado, Sección Primera, Expediente: 




que  son éstos los actos administrativos, a través de los cuales materializa la 
función que le es encomendada por la constitución y la ley.  
 
Claro lo anterior, conforme la normativa vigente y el sistema de responsabilidad 
extrapatrimonial que se quiere plantear en este escrito, en este tercer capitulo 
estudiaremos si los daños antijurídicos que puedan configurarse por el actuar 
administrativo, que implica la expedición del acto licenciatario, son responsabilidad 
exclusiva de los entes territoriales, con ocasión de la titularidad que les asigna la 
ley para cumplir tal función o, si por el contrario, la misma es compartida con el 
agente denominado curador urbano, quien presta el servicio público por la 
delegación de la función que ejerce, en virtud de la figura de la descentralización 
por colaboración o incluso del Estado mismo, representado por  el ente de 
vigilancia y control de los curadores, esto es,  la Superintendencia de Notariado y 
Registro.  
 
3.2. EL MUNICIPIO COMO TITULAR DE LA FUNCIÓN DE EXPEDICIÓN DE 
LICENCIAS. 
 
Con la promulgación de la ley 9 de 1989, surgió una nueva concepción de la 
planificación, que incidió en el control urbanístico, propugnando una intervención 
más decidida del Estado en la actividad urbanizadora, con obligaciones 
específicas entorno a  la planificación del desarrollo Municipal, a cargo de las 
entidades territoriales, como una manera de organizar el territorio a nivel nacional 
a partir de esta unidad básica estructural.  
 
De manera que, de acuerdo a la cantidad de habitantes asentados en el territorio 
Municipal, esta ley asignó en las autoridades municipales la obligación de formular 
planes de desarrollo de conformidad con la política Nacional y Departamental.  
 
Estas obligaciones, encontraron soporte en el denominado principio de autonomía 
territorial, a través del cual el constituyente de 1991, garantizó a las entidades 
61 
	  
territoriales, la posibilidad de que pudieran gestionar de forma autónoma sus 
intereses, esto es, a través de las prerrogativas  contenidas en el artículo 287, 
constitucional, las cuales se sustraen de manera general a gobernarse por 
autoridades propias, ejercer las competencias que le correspondan, la 
administración de sus recursos, el establecimiento de los tributos a través de los 
cuales puedan cumplir el ejercicio de sus funciones y finalmente a la participación 
en las rentas nacionales.69   
Así, en desarrollo de esta autonomía territorial70 y, la posibilidad de ejercer las 
competencias asignadas por la ley y los mandatos constitucionales contenidos en 
los artículos 311 y 313 a través de los cuales se dispuso que “al Municipio como 
entidad fundamental de la división político administrativa del Estado, le 
corresponde, entre otros (…) ordenar el desarrollo de su territorio” y, a los 
concejos municipales y distritales por su parte “reglamentar los usos del suelo, 
dentro de los límites fijados por la ley, además de vigilar y controlar las actividades 
relacionadas con la construcción y enajenación de inmuebles destinados a la 
vivienda”, respectivamente. Se reiteró la función de ordenamiento territorial y la 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
69  “se tiene que el artículo 287 C.P. reitera que las entidades territoriales gozan de autonomía para 
la gestión de sus intereses.  Sin embargo, el mismo texto señala que ese grado de autonomía está 
circunscrito a los límites previstos en la Constitución y la ley.  Este grado de autonomía se expresa, 
entre otras facetas, en los derechos de las entidades territoriales a (i) gobernarse por autoridades 
propias; (ii) ejercer las competencias que les correspondan; (iii) administrar los recursos y 
establecer los tributos necesarios para el cumplimiento de sus funciones; y (iv) participar en las 
rentas nacionales. // Nótese que la Carta Política refiere a derechos, como la categoría teórica que 
agrupa los anteriores ámbitos constitucionalmente protegidos de las entidades territoriales.  A 
partir de esta consideración, la jurisprudencia de esta Corte ha considerado, tanto que esos 
derechos son exigibles judicialmente, entre otros mecanismos a través de la acción pública de 
inconstitucionalidad, como que los mismos conforman el núcleo esencial del grado de autonomía 
de los entes territoriales, el cual opera como límite a la actividad legislativa referida a la definición 
concreta de las competencias de esos entes.” Corte Constitucional, Sentencia C-889 de 30 de 
octubre de 2012. M. P. Luís Ernesto Vargas Silva. 
70 Para la Corte, “el núcleo esencial de la autonomía está constituido en primer término, por aquellos 
elementos indispensables a la propia configuración del concepto, y especialmente por los poderes 
de acción de que gozan las entidades territoriales para poder satisfacer sus propios intereses. En 
segundo lugar encontramos, la inviolabilidad por parte del legislador, de la facultad de las entidades 
territoriales de gobernarse por autoridades propias. Debe protegerse el derecho de cada entidad 
territorial a autodirigirse en sus particularidades a través del respeto de la facultad de dirección 
política que ostentan”. C-149 de 4 de marzo de 2010. M. P. Jorge Iván Palacio Palacio.  
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reglamentación del uso del suelo a cargo de las autoridades municipales y 
distritales. 
Luego en aplicación de estas normas constitucionales y legales en coordinación 
con el principio de autonomía territorial y la gestión de interés propios en materia 
urbanística,71 fue dictada la ley orgánica 152 de 1994, por la cual se adoptó el Plan 
Nacional de Desarrollo, que en su artículo 4172, estableció dos mecanismos básico 
de planificación para las ciudades, siendo determinados como Plan de Desarrollo 
Municipal y Plan de Ordenamiento Territorial. 
 
Y conforme a las directrices anteriores, en desarrollo de los postulados de la ley 
152, se expidió la ley 388 de 1997, a través de la cual el Gobierno Nacional, entre 
otras cosas, armonizó y actualizó las disposiciones contenidas en la ley 9 de 1989, 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
71En tal sentido, el juez constitucional en sentencia C- 535 de 16 de octubre de 1996, M. P. 
Alejandro Martínez Caballero, consideró que: “la autonomía debía entenderse como la capacidad 
de que gozan las entidades territoriales para gestionar sus propios intereses, dentro de los límites 
de la Constitución y la ley, lo cual quiere decir que si bien, por un lado, se afirman los intereses 
locales, se reconoce, por otro, “la supremacía de un ordenamiento superior, con lo cual la 
autonomía de las entidades territoriales no se configura como poder soberano sino que se explica 
en un contexto unitario.” En esa misma providencia se señaló que “por un lado, el principio de 
autonomía debe desarrollarse dentro de los límites de la Constitución y la ley, con lo cual se 
reconoce la posición de superioridad del Estado unitario, y por el otro, el principio unitario debe 
respetar un espacio esencial de autonomía cuyo límite lo constituye el ámbito en que se desarrolla 
esta última”. También ha precisado la jurisprudencia constitucional el papel que le corresponde 
cumplir al legislador en la configuración de los ámbitos de la autonomía regional, indicando que 
ésta se encuentra integrada por “el conjunto de derechos, atribuciones y facultades reconocidas en 
la Carta Política a las entidades territoriales y a sus autoridades, para el eficiente cumplimiento de 
las funciones y la prestación de los servicios a su cargo.”   
72 Artículo 41º.- Planes de acción en las entidades territoriales. Con base en los planes generales 
departamentales o municipales aprobados por el correspondiente Concejo o Asamblea, cada 
secretaría y departamento administrativo preparará, con la coordinación de la oficina de planeación, 
su correspondiente plan de acción y lo someterá a la aprobación del respectivo Consejo de Gobierno 
departamental, distrital o municipal. En el caso de los sectores financiados con transferencias 
nacionales, especialmente educación y salud, estos planes deberán ajustarse a las normas legales 
establecidas para dichas transferencias. 
Para el caso de los municipios, además de los planes de desarrollo regulados por la presente Ley, 
contarán con un plan de ordenamiento que se regirá por las disposiciones especiales sobre la 
materia. El Gobierno Nacional y los departamentos brindarán las orientaciones y apoyo técnico para 
la elaboración de los planes de ordenamiento territorial. Ley 152 de 1994, consultada en 
www.alcaldiadebogotá.gov.co, el 12 de julio de 2015.  
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con las nuevas normas establecidas en la Constitución Política, la Ley Orgánica 
del Plan de Desarrollo, la Ley Orgánica de Áreas Metropolitanas y la Ley por la 
cual se creó el Sistema Ambiental. Estableciendo mecanismos que permitieron a 
los municipios, en ejercicio de su autonomía, promover el ordenamiento de su 
territorio, el uso equitativo y racional del suelo, la preservación y defensa del 
patrimonio ecológico y cultural localizado dentro de su ámbito territorial y la 
prevención de desastres en asentamientos de alto riesgo, así como la ejecución 
de acciones urbanísticas eficientes.  
 
Dentro de este contexto, nació el ordenamiento territorial como, “la comprensión 
de un conjunto de acciones político-administrativas y de planificación física 
concertadas, emprendidas por los municipios o distritos y áreas metropolitanas, en 
ejercicio de la función pública que les compete, dentro de los límites fijados por la 
Constitución y las leyes, en orden a disponer de instrumentos eficientes para 
orientar el desarrollo del territorio bajo su jurisdicción y regular la utilización, 
transformación y ocupación del espacio, de acuerdo con las estrategias de 
desarrollo socioeconómico y en armonía con el medio ambiente y las tradiciones 
históricas y culturales”73. Constituyéndose así mismo, en una función pública que 
se ejerce “mediante la acción urbanística de las entidades distritales y 
municipales, referida a las decisiones administrativas y a las actuaciones 
urbanísticas que les son propias, relacionadas con el ordenamiento de su territorio 
y la intervención en los usos del suelo”74. 
 
Por disposición legal, entonces, todas las acciones urbanísticas75 que pueden 
adelantar las autoridades para llevar a cabo el ordenamiento territorial “deberán 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
73 L. 388/97. Art. 5o 
74Definición contenida en el artículo 8º de la Ley 388 de 1997. 
75 L. 388/97. Art.8º. (…) Son acciones urbanísticas, entre otras: 1. Clasificar el territorio en suelo 
urbano, rural y de expansión urbana. 2. Localizar y señalar las características de la infraestructura 
para el transporte, los servicios públicos domiciliarios, la disposición y tratamiento de los residuos 
sólidos, líquidos, tóxicos y peligrosos y los equipamientos de servicios de interés público y social, 
tales como centros docentes y hospitalarios, aeropuertos y lugares análogos. 3. Establecer la 
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estar contenidas o autorizadas en los planes de ordenamiento territorial o en los 
instrumentos que los desarrollen o complementen, dentro de los términos 
previstos en la ley 388 de 1997”.76  
 
El plan de ordenamiento territorial, es el “instrumento básico para desarrollar el 
proceso de ordenamiento del territorio municipal y, se define como el conjunto de 
objetivos, directrices, políticas, estrategias, metas, programas, actuaciones y 
normas adoptadas para orientar y administrar el desarrollo físico del territorio y la 
utilización del suelo”77. 
 
Con herramientas que lo desarrollan y lo complementan concebidos como planes 
parciales, previstos en el artículo 19 de la Ley 388 de 199778, que permiten que los 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
zonificación y localización de los centros de producción, actividades terciarias y residenciales, y 
definir los usos específicos, intensidades de uso, las cesiones obligatorias, los porcentajes de 
ocupación, las clases y usos de las edificaciones y demás normas urbanísticas. 4. Determinar 
espacios libres para parques y áreas verdes públicas, en proporción adecuada a las necesidades 
colectivas. 5. Determinar las zonas no urbanizables que presenten riesgos para la localización de 
asentamientos humanos, por amenazas naturales, o que de otra forma presenten condiciones 
insalubres para la vivienda. 6. Determinar las características y dimensiones de las unidades de 
actuación urbanística, de conformidad con lo establecido en la presente ley. 7. Calificar y localizar 
terrenos para la construcción de viviendas de interés social. 8. Calificar y determinar terrenos como 
objeto de desarrollo y construcción prioritaria. 9. Dirigir y realizar la ejecución de obras de 
infraestructura para el transporte, los servicios públicos domiciliarios y los equipamientos públicos, 
directamente por la entidad pública o por entidades mixtas o privadas, de conformidad con las 
leyes. 10. Expropiar los terrenos y las mejoras cuya adquisición se declare como de utilidad pública 
o interés social, de conformidad con lo previsto en la ley. 11. Localizar las áreas críticas de 
recuperación y control para la prevención de desastres, así como las áreas con fines de conservación 
y recuperación paisajística. 12. Identificar y caracterizar los ecosistemas de importancia ambiental 
del municipio, de común acuerdo con la autoridad ambiental de la respectiva jurisdicción, para su 
protección y manejo adecuados. 13. Determinar y reservar terrenos para la expansión de las 
infraestructuras urbanas. 14. Todas las demás que fueren congruentes con los objetivos del 
ordenamiento del territorio.  
76 L. 388/97. Art. 8º. Parágrafo. 
77 L. 388/97. Art. 9º. 
78 Artículo 19. Planes Parciales. Los planes parciales son los instrumentos mediante los cuales se 
desarrollan y complementan las disposiciones de los planes de ordenamiento, para áreas 
determinadas del suelo urbano y para las áreas incluidas en el suelo de expansión urbana, además de 
las que deban desarrollarse mediante unidades de actuación urbanística, macroproyectos u otras 
operaciones urbanas especiales, de acuerdo con las autorizaciones emanadas de las normas 
urbanísticas generales, en los términos previstos en la presente ley. 
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Municipios cumplan con una de las funciones consagradas en la ley 1551 de 
201279, dirigidas a ordenar el desarrollo de su territorio y, la construcción de obras 
que demanden el progreso Municipal, formulando a través del plan de 
ordenamiento Territorial el uso eficiente del suelo en sus dimensiones rurales y 
urbanas. 
 
Ello deja claramente establecido que la  planeación urbana y territorial 
encaminada a la creación de espacios públicos y privados, en primer orden y por 
disposición de las normativa de orden Constitucional y legal está a cargo de las 
autoridades de Planeación Municipales o Distritales, (entiéndase como tales: el 
alcalde, la secretaría – departamento u oficina de planeación, el concejo de 
gobierno municipal o distrital –según sea el caso- y, las demás secretarías que 
intervengan directamente, de conformidad con las funciones encargadas por el 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
79 Ley 1551 de 2012, Artículo  6°. El artículo 3° de la Ley 136 de 1994 quedará así: Artículo 3°. 
Funciones de los municipios. Corresponde al municipio: 
1. Administrar los asuntos municipales y prestar los servicios públicos que determine la ley. 
2. Elaborar los planes de desarrollo municipal, en concordancia con el plan de desarrollo 
departamental, los planes de vida de los territorios y resguardos indígenas, incorporando las 
visiones de las minorías étnicas, de las organizaciones comunales y de los grupos de población 
vulnerables presentes en su territorio, teniendo en cuenta los criterios e instrumentos definidos por 
la Unidad de Planificación de Tierras Rurales y Usos Agropecuarios –UPRA–, para el 
ordenamiento y el uso eficiente del suelo rural, los programas de desarrollo rural con enfoque 
territorial, y en armonía con el Plan Nacional de Desarrollo, según la ley orgánica de la materia. 
Los planes de desarrollo municipal deberán incluir estrategias y políticas dirigidas al respeto y 
garantía de los Derechos Humanos y del Derecho Internacional Humanitario; 
3. Promover el desarrollo de su territorio y construir las obras que demande el progreso municipal. 
Para lo anterior deben tenerse en cuenta, entre otros: los planes de vida de los pueblos y 
comunidades indígenas y los planes de desarrollo comunal que tengan los respectivos organismos 
de acción comunal. 
(…)…  
9. Formular y adoptar los planes de ordenamiento territorial, reglamentando de manera específica 
los usos del suelo en las áreas urbanas, de expansión y rurales, de acuerdo con las leyes y teniendo 
en cuenta los instrumentos definidos por la UPRA para el ordenamiento y el uso eficiente del suelo 
rural. Optimizar los usos de las tierras disponibles y coordinar los planes sectoriales en armonía 
con las políticas nacionales y los planes departamentales y metropolitanos. Los Planes de 
Ordenamiento Territorial serán presentados para revisión ante el Concejo Municipal o Distrital 
cada 12 años. 
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municipio o el distrito80), quienes en suma detentan la responsabilidad primaria de 
organizar el territorio dentro del cual se expande la municipalidad a su cargo y 
regular dentro del asentamiento geográfico con división de suelos, la actividad 
urbanizadora81. 
 
Lo cual implica que además de cumplir con funciones que se suscriben a la 
planeación del ordenamiento urbano y luego de la adopción de esa planeación, 
como consecuencia inmediata, asegurar la correcta expedición de las licencias 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
80 1. El Alcalde. Por ser la Primera autoridad administrativa municipal, es quien debe impartir las 
directrices de acuerdo con las normas legales y su programa de gobierno, a los funcionarios y 
dependencias para llevar a cabo todas las actividades necesarias que permitan materializar las 
políticas y hacer posible cada proyecto.  
El Alcalde es autoridad administrativa tanto a la hora de elaborar la planeación como al cumplir con 
la ejecución de la misma, actividad que en los municipios o distritos con una gran población, suele 
siempre desarrollarse por medio de la secretaría o departamento de Planeación. 
2. La Secretaría de Planeación. Es la dependencia municipal o distrital por excelencia, encargada de 
apoyar toda la actividad de la planeación, tanto en la formulación como en la ejecución, que en 
términos concretos corresponde a la elaboración de los estudios técnicos, la formulación de planes, 
las revisiones y ajustes a los mismos, la expedición de licencias urbanísticas (para el caso de los 
municipios con una población inferior a los 100.000 habitantes), el seguimiento a las políticas 
públicas  y la evaluación de las mismas, entre otras funciones determinadas por la ley o el 
respectivo acuerdo municipal.  
La Secretaría de Planeación, generalmente, es también quien asesora al Alcalde sobre las políticas 
del ordenamiento territorial y sobre los aspectos o elementos que le competen. 
3. El Consejo Municipal o Distrital. Las Corporaciones Públicas ya sean de nivel Departamental 
(Asambleas) o municipal (Concejos), tienen la función de aprobar mediante ordenanza o acuerdo, 
tanto el plan de Desarrollo como el de Ordenamiento Territorial o las reformas y ajustes que se 
hagan a los mismos.  
4. El Consejo de Gobierno. En las entidades territoriales, según la ley 152 de 1994, debe existir un 
Consejo de Gobierno que cumpla con las funciones de asesoría y consulta en los procedimientos de 
formulación y ejecución de la planeación.  
Los Consejos de Gobierno se conforman con funcionarios de la misma administración. Solarte 
Portilla, Pedro Antonio, Ordenamiento Territorial y Derecho Urbano, Bogotá, Editorial Leyer, 
Segunda Edición. Páginas 182 y 183.  
81“El Municipio es la primera autoridad en materia urbanística... los Municipios tienen expresas 
competencias para imponer sanciones y adelantar procedimientos en contra de los responsables de 
la construcción de obras sin licencia o sin el cumplimiento de los parámetros que determina el Plan 
de Ordenamiento Territorial respectivo. Igualmente, la citada ley establece que los establecimientos 
de comercio que no cumplan las normas referentes al uso del suelo serán objeto, en lo pertinente, de 
los procedimientos y sanciones previstas en la Ley 232 de 1995... el artículo 101 de la citada ley, le 
confiere a los Alcaldes la facultad indelegable de vigilar el cumplimiento de las normas urbanísticas 
por parte de los curadores”.  Consejo de Estado, Sección Primera, 29 de abril de 2015; 
Expediente:2011-00329-01(AP).   
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urbanísticas, a través de las cuales se pueda concretar ese ordenamiento 
mediante la creación y construcción de espacios públicos y privados que permitan 
desarrollar las distintas actividades urbanizadoras en las ciudades. 
 
De manera que teniendo al Plan de Ordenamiento Territorial, como elemento 
central de planificación de la ciudad y el  ejercicio de la acción urbana que en ella 
se desarrolla, es evidente que las Licencias Urbanísticas82, siendo concebidas 
como el acto administrativo de carácter particular y concreto83, por medio del cual 
se autoriza específicamente a adelantar obras de urbanización que llevan a la 
ciudadanía a tener acceso, como se dijo antes, a la creación de espacios públicos 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
82Definición contenida en el artículo 182 del Decreto – ley 019 de 2012, que modificó el artículo 99 
de la ley 388 de 1997. Complementario de los lineamientos establecidos Decreto 1469 de 30 de 
abril de 2010, sobre el cual distinguimos lo señalado en el  artículo 4º (el cual aparece vigente, sin 
derogatoria expresa, en punto a la sujeción de éstas a los planes de ordenamiento territorial y la 
convergencia entre éstos y las leyes que en torno a la materia regulan la materia urbanística en 
Colombia así: “la Licencia Urbanística: Es la autorización previa para ejecutar en uno o varios 
predios localizados en suelo urbano, la creación de espacios públicos y privados, así como las vías 
públicas y la ejecución de obras de infraestructura de servicios públicos domiciliarios que permitan 
la adecuación, dotación y subdivisión de estos terrenos para la futura construcción de edificaciones 
con destino a usos urbanos, de conformidad con el Plan de Ordenamiento Territorial, los 
instrumentos que lo desarrollen y complementen, las leyes y demás reglamentaciones que expida el 
Gobierno Nacional. 
Las licencias de urbanización concretan el marco normativo general sobre usos, edificabilidad, 
volumetría, accesibilidad y demás aspectos técnicos con base en el cual se expedirán las licencias de 
construcción para obra nueva en los predios resultantes de la urbanización. Con la licencia de 
urbanización se aprobará el plano urbanístico, el cual contendrá la representación gráfica de la 
urbanización, identificando todos los elementos que la componen para facilitar su comprensión, 
tales como: afectaciones, cesiones públicas para parques, equipamientos y vías locales, áreas útiles 
y el cuadro de áreas en el que se cuantifique las dimensiones de cada uno de los anteriores 
elementos y se haga su amojonamiento. Parágrafo. La licencia de urbanización en suelo de 
expansión urbana sólo podrá expedirse previa adopción del respectivo plan parcial”. 
83 “La licencia se constituye y confiere mediante un acto administrativo que otorga derechos al 
titular de la misma, con el fin de que pueda adelantar ciertas obras y ejecuciones en un tiempo 
determinado y bajo unas normas establecidas.  
Según el literal a) del artículo 5º del Decreto 151 de 1998, el otorgamiento de la licencia determina 
la adquisición de los derechos de construcción y desarrollo, ya sea de parcelar, urbanizar o construir 
en los predios objeto de la misma, en los términos y condiciones expresados en la respectiva 
licencia.  
Las normas son insistentes en señalar que el otorgamiento de una licencia o conlleva 
pronunciamiento alguno acerca de la titularidad de derechos reales no de la posesión sobre el 
inmueble o inmuebles objeto de ella”. Solarte Portilla, Pedro Antonio, Ordenamiento Territorial y 
Derecho Urbano, Bogotá, Editorial Leyer, Segunda Edición. Pág. 389.  
68 
	  
y privados y a la ejecución de obras de infraestructura en materia vial y de 
servicios públicos domiciliarios, deban estar sujetas al plan de ordenamiento y, a 
los instrumentos que lo desarrollen y complementen. 
 
Luego entonces,  teniendo en cuenta que el otorgamiento de la licencia 
urbanística, como la ley lo trae, implica la adquisición de derechos que habilitan el 
desarrollo de la construcción en los términos y condiciones contenidos en el acto 
administrativo respectivo, así como la certificación del cumplimiento de las normas 
y demás reglamentaciones en que se fundamenta y, conlleva la autorización 
específica sobre uso y aprovechamiento del suelo en tanto esté vigente o cuando 
se haya cumplido con todas las obligaciones establecidas en la misma; es claro 
que deban ser expedidas en principio por la autoridad municipal, toda vez que es a 
ella a quien de acuerdo a las obligaciones constitucionales y legales citadas al 
inicio de este capítulo, le corresponde la guarda general del ordenamiento de su 
territorio.  
 
No obstante, por designación de la ley, la competencia para el otorgamiento de 
estos actos no se encuentra atribuido de manera exclusiva en dichas autoridades, 
si no que se contrae a una facultad compartida con el curador urbano 84 , 
funcionario en quien se ha delegado esta potestad, para ser ejercida en los entes 
territoriales en los cuales dicha función no recaiga de manera expresa sobre la 
autoridad municipal o distrital competente, quien en todo caso no se desprende de 
la obligación general, pues detenta el control urbano en la municipalidad.  
 
De manera específica,  esta potestad se encuentra contenida en el artículo el 
artículo 2.2.6.1.4.11 del Decreto Único Reglamentario 1077 de 2015, modificado 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
84 El curador urbano, conforme al artículo 101 de la Ley 388 de 1997.- Modificado por el art. 9 de la 
Ley 810 de 2003, es un particular que cumple funciones públicas, que siendo así, no solamente le 
compete estudiar, tramitar y expedir licencias de urbanismo o de construcción, a petición del 
interesado, sino también observar el orden jurídico en general, más aún cuando sus funciones deben 
estar acordes con los planes de ordenamiento territorial, los cuales en orden de jerarquía, 
necesariamente deben estar en armonía con la Constitución y la ley. 
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por el articulo 14 del Decreto 1203 de 2017, 14, norma  enfática en afirmar que el 
control urbano es una competencia asignada a los alcaldes municipales o 
distritales y tiene el propósito principal de velar por el cumplimiento de las normas 
urbanísticas establecidas en los planes de ordenamiento territorial y en las 
licencias de urbanización que ya han sido expedidas.  
En tal sentido, precisa que “Corresponde a los alcaldes municipales o distritales 
por conducto de los inspectores de policía rurales, urbanos y corregidores, de 
conformidad con lo dispuesto en la Ley 1801 de 2016 (Código de Policía) o la 
norma que la modifique, adicione o sustituya, ejercer la vigilancia y control durante 
la ejecución de las obras, con el fin de aplicar las medidas correctivas para 
asegurar el cumplimiento de las licencias urbanísticas y de las normas contenidas 
en el Plan de Ordenamiento Territorial, sin perjuicio de las facultades atribuidas a 
los funcionarios del Ministerio Pública y de las veedurías en defensa tanto del 
orden jurídico, del ambiente y del patrimonio y espacios públicos, como de los 
intereses colectivos y de la sociedad en general”.  
Por su parte el Decreto – Ley  019 de 201285, al referirse a los documentos que 
deben acompañar a la solicitud de expedición de licencias urbanísticas en su 
trámite, prevé que a los entes territoriales, les compete bien sea directamente 
desde la administración o por medio de los curadores urbanos, revisar el 
cumplimiento de los requisitos y aprobar o negar las licencias, facultad que bajo 
ningún pretexto, debe confundirse con la que tiene el Municipio o Distrito, para 
establecer las normar urbanas y técnicas sobre usos, edificaciones, volumetría, 
entre otros, las cuales deben ser observadas por el curador o la autoridad de 
planeación al momento de la expedición de la respectiva licencia.  
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
85 Artículo 182, Decreto 19 de 2012… ( )… “7.  El Gobierno Nacional establecerá los documentos 
que deben acompañar las solicitudes de licencia y la vigencia de las licencias, según su clase. En 
todo caso, las licencias urbanísticas deberán resolverse exclusivamente con los requisitos fijados 
por las normas nacionales que reglamentan su trámite, y los municipios y distritos no podrán 
establecer ni exigir requisitos adicionales a los allí señalados”. 
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No obstante, tratándose de solicitudes de licencias de construcción y sus 
modalidades, el curador urbano o la autoridad municipal o distrital competente 
encargada del estudio, trámite y expedición de las licencias urbanísticas, al 
momento de la radicación deberá́ verificar que los documentos que acompañan la 
solicitud contienen la información básica que se señala en el Formato de Revisión 
e Información de Proyectos adoptado por el Ministerio de Vivienda, Ciudad y 
Territorio mediante la Resolución 0931 de 2012 o la norma que la adicione, 
modifique o sustituya.  
De acuerdo con esta categorización, los curadores urbanos y la autoridad 
municipal o distrital encargada del estudio, trámite y expedición de las licencias 
procederán a realizar la revisión técnica, jurídica, estructural, urbanística y 
arquitectónica de los proyectos objeto de solicitud, en los términos del presente 
Capítulo y dentro de los plazos Indicativos de que trata el artículo 2.2.6.1.2.3.2 del  
decreto 1077 de 2015 
 
En este último aspecto, la ley86 es reiterativa al manifestar que en punto a las 
construcciones que se adelanten en el territorio de la República, corresponde a las 
oficinas o dependencias distritales o municipales encargadas de conceder las 
licencias de construcción, la exigencia y vigilancia de su cumplimiento. Precisando 
enfáticamente que “éstas se abstendrán de aprobar los proyectos o planos de 
construcciones que no cumplan con las normas señaladas en esta Ley o sus 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
86 Decreto ley 19 de 2012, artículo  183. El artículo 2 de la ley 400 de 1997, quedará así: 
"artículo 2. alcance. las construcciones que se adelanten en el territorio de la república deberán 
sujetarse a las normas establecidas en la presente ley y en las disposiciones que la reglamenten. 
corresponde a las oficinas o dependencias distritales o municipales encargadas de conceder las 
licencias de construcción, la exigencia y vigilancia de su cumplimiento. estas se abstendrán de 
aprobar los proyectos o planos de construcciones que no cumplan con las normas señaladas en esta 
ley o sus reglamentos. 
la construcción deberá sujetarse estrictamente al correspondiente proyecto o planos aprobados. 
parágrafo 
En todo caso, salvo disposición legal en contrario, las autoridades municipales y distritales no 
podrán expedir ni exigir el cumplimiento de normas técnicas o de construcción diferentes a las 






En este orden de ideas, se advierte que la normativa, hasta aquí transcrita deja 
entrever la obligación expresa que tienen los Municipios, en punto a la 
organización del territorio y de suyo la coordinación de toda la actividad 
urbanizadora a su cargo, con el ejercicio de dos competencias determinantes que 
se sintetizan por un lado en la expedición de las licencias urbanísticas en los 
casos en los que la ley determina que deben hacerlo de manera directa, radicando 
dicha competencia en las Secretarias de Planeación. Y por el otro ejerciendo el 
control urbano posterior, sobre la actividad que desarrolla la oficina de planeación 
que ha proferido la respectiva licencia.  
Ello significa entonces que las entidades territoriales comportan de manera 
integral, la titularidad en la función de expedir las licencias de urbanización dentro 
del perímetro geográfico a su cargo, por vía directa e indirecta,  toda vez que  es a 
través de tal acto que se materializan las decisiones particulares y concretas que 
hacen posible un crecimiento ordenado del territorio municipal, de suerte que, en 
los eventos en los cuales éstos se encuentren afectados por vicios que afecten su 
contenido, en primera instancia serian las entidades municipales las llamadas a 
responder por los daños que provengan de su anulación “la responsabilidad de los 
municipios encargados de expedir las licencias de construcción abarcaba desde el 
momento en que el interesado requiera la licencia, hasta que concluya la obra”87.   
Esta Responsabilidad, atribuida a los municipios, proviene de la función legítima 
de expedición de los citados actos administrativos. No obstante,  en cada caso 
particular deberá estudiarse hasta que punto se materializaron las acciones 
negativas o positivas que determinaron la anulación o revocatoria de la licencia y 
la actuación desplegada por la entidad en el proceso de su  expedición a fin de 





que pueda o no atribuírsele la obligación de reparar los daños antijurídicos 
originados por tal causa.  
3.3. LA POSIBILIDAD DE “DELEGACIÓN” DE LA FUNCIÓN 
ADMINISTRATIVA A UN PARTICULAR. 
 
Los artículos 1º y 82 del Código Contencioso Administrativo de 1984, 
establecieron la posibilidad de que los particulares ejercieran funciones 
administrativas, luego esta prerrogativa,  encontró eco en los artículos 123 y 210 
de la Constitución Política de 1991, en la que también se afirmó que “los 
particulares pueden cumplir funciones administrativas”. Hasta llegar a ser 
consagrada nuevamente en el actual  Código de Procedimiento Administrativo y 
de lo Contencioso Administrativo ley 1437 de 2011, el cual entró en vigencia el 2 
de julio de 2012, que también la incluyó en sus artículos 2º 88  y 10489. 
Dicho lo anterior y en punto al tema que nos interesa, se tiene que tanto la ley 
como la constitución permiten que los particulares cumplan funciones públicas, 
bajo el rótulo del principio de la denominada descentralización por colaboración, 
como figura soportada dentro del deber contenido en el artículo 2º Constitucional, 
según el cual la persona y el ciudadano deben… “participar en la vida económica, 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
88Artículo  2°. Ámbito de aplicación. Las normas de esta Parte Primera del Código se aplican a 
todos los organismos y entidades que conforman las ramas del poder público en sus distintos 
órdenes, sectores y niveles, a los órganos autónomos e independientes del Estado y a los 
particulares, cuando cumplan funciones administrativas. A todos ellos se les dará el nombre de 
autoridades. 
Las disposiciones de esta Parte Primera no se aplicarán en los procedimientos militares o de policía 
que por su naturaleza requieran decisiones de aplicación inmediata, para evitar o remediar 
perturbaciones de orden público en los aspectos de defensa nacional, seguridad, tranquilidad, 
salubridad, y circulación de personas y cosas. Tampoco se aplicarán para ejercer la facultad de libre 
nombramiento y remoción. 
Las autoridades sujetarán sus actuaciones a los procedimientos que se establecen en este Código, 
sin perjuicio de los procedimientos regulados en leyes especiales. En lo no previsto en los mismos 
se aplicarán las disposiciones de este Código”. 
89Artículo 104. De la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo. “La Jurisdicción de lo 
Contencioso Administrativo está instituida para conocer, además de lo dispuesto en la Constitución 
Política y en leyes especiales, de las controversias y litigios originados en actos, contratos, hechos, 
omisiones y operaciones, sujetos al derecho administrativo, en los que estén involucradas las 
entidades públicas, o los particulares cuando ejerzan función administrativa.” 
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política, administrativa y cultural de la Nación”. 
3.3.1. El curador urbano y la Descentralización por colaboración 
 
El gobierno expidió el decreto 2150 de 199590, a través del cual se creó por vez 
primera, la figura del curador urbano, concebido como un particular encargado de 
estudiar, tramitar y expedir las licencias de urbanismo o de construcción, a petición 
del interesado en adelantar proyectos de urbanización o de edificación en las 
zonas o áreas de la ciudad que la administración municipal le haya determinado 
como de su jurisdicción.  
Hoy día, esta figura se encuentra regulada en el artículo 9º de la Ley 810 de 2003, 
(modificatorio del artículo 101 de la Ley 388 de 1997) que señala: 
“El curador urbano es un particular encargado de estudiar, tramitar y expedir 
licencias de parcelación, urbanismo, construcción o demolición, para el loteo o 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
90 Sala de Consulta y Servicio Civil. Consejero Ponente: Gustavo Aponte Santos. Bogotá D.C., tres 
(3 de febrero de 2005). Referencia: Radicación número 1.624. “(…) Con el fin de descongestionar 
las Oficinas de Planeación Municipal el Decreto ley 1250 de 1995, por el cual se reformaron 
normas, procedimientos y trámites en la administración pública, incorporó por primera vez al 
derecho urbano, la figura del curador urbano, que es un particular encargado de dar fe acerca del 
cumplimiento de las normas urbanísticas y de edificación vigentes en los distritos o municipios y de 
expedir las licencias de urbanismo o de construcción a solicitud de parte.  
Mediante la ley 388 de 1997 modificatoria de la ley 9 de 1989, se le otorgó a esta figura una 
cobertura más amplia, al establecer la posibilidad de que en los Municipios con una población 
menor a 100.000 mil habitantes puedan designarse curadores urbanos encargados de las funciones 
de licenciamiento.  
De los antecedentes legislativos, vale la pena destacar que la finalidad de crear la figura del 
curador urbano fue la de encargar  a un particular calificado la responsabilidad de realizar una 
función pública hasta ese entonces atribuida, a las oficinas de Planeación Municipal y Distrital.  
Durante el trámite legislativo del proyecto, al respecto se expuso:  
“Esta especie de notario habrá de contar con un gran grupo interdisciplinario a su alcance 
integrado por diversos profesionales que representen diversos intereses que de alguna u otra forma 
puedan verse comprometidos con la función principal del curador, a saber la expedición de 
licencias de urbanismo y construcción. 
“Esta figura de los curadores urbanos que busca delegar en particulares la función de otorgar 
licencias de construcción, con el fin de que las oficinas de planeación se puedan concentrar en las 
funciones de planeación propiamente dichas, se complementa levemente en el pliego de 
modificaciones, en el sentido de precisar que este particular liderará un equipo interdisciplinario, 
en el que necesariamente debe incluirse un arquitecto y un ingeniero”. 
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subdivisión de predios a petición del interesado en adelantar proyectos de 
parcelación, urbanización, edificación, demolición o de loteo o subdivisión de 
predios, en las zonas o áreas del municipio o distrito que la administración 
municipal o distrital le haya determinado como de su jurisdicción.  
La curaduría urbana implica el ejercicio de las funciones públicas para la 
verificación del cumplimiento de las normas urbanísticas y de edificación vigentes 
en el distrito o municipio, a través del otorgamiento de licencias de urbanización y 
de construcción”.  
Del  contenido de la disposición trascrita, a nuestros días, igual como ocurrió en la 
norma que lo creó, se advierte que la función pública ejercida por el curador 
urbano, continúa siendo la  de verificar 91  el cumplimiento de las normas 
urbanísticas y de edificación vigentes en el distrito o municipio, a través del 
otorgamiento de licencias de urbanización o de construcción.  
Función que en la práctica ejecuta al confrontar las normas urbanísticas y de 
edificación distritales o municipales vigentes en su jurisdicción, con la 
documentación que presentan los usuarios que solicitan el otorgamiento de 
licencias, a fin de que les sea permitido el desarrollo de proyectos urbanísticos y 
de construcción; sin que puedan realizar otro tipo de funciones que no le hayan 
sido atribuidas por la ley. 
Ello nos llevaría a afirmar que la función pública ejercida por el curador 
corresponde en el plano del derecho urbano, a la situación de un particular92 a 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
91 Según el Diccionario de la real academia española (DRAE), el verbo transitivo “verificar” 
significa “comprobar o examinar la verdad de una algo”. Consultado en http://www.rae.es/. Versión 
electrónica edición del tricentenario, última actualizada. ©Real Academia Española, 2016.  
92 “Los particulares pueden cumplir funciones administrativas en las condiciones que señale la ley, 
siendo una posibilidad reconocida y avalada constitucional y legalmente, que en el caso de las 
personas jurídicas, no implica mutación en la naturaleza de la entidad a la que se le atribuye la 
función, que conserva inalterada su condición de sujeto privado sometido al régimen de derecho 
privado en lo atinente a la organización y desarrollo de las actividades anejas a su específica 
finalidad, pero que cuando son investidas de la facultad de ejercer funciones administrativas, 
participan de la naturaleza administrativa, en cuanto toca con el ejercicio de esas funciones, en cuyo 
desempeño ocupan la posición de la autoridad estatal gozando, por ende, de las prerrogativas del 
poder público y encontrándose, en consecuencia, sometidas a la disciplina del derecho público; de 
modo que los principios de igualdad, moralidad, eficacia, economía, celeridad, imparcialidad y 
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quien el ordenamiento jurídico le ha atribuido la misión de dar fe 93 , del 
cumplimiento de las normas urbanísticas y de edificación vigentes en los distritos o 
municipios y, con fundamento en ese papel, expedir las licencias de urbanismo o 
de construcción a solicitud de las partes interesadas. 
Y que teniendo en cuenta el carácter excepcional de las funciones que ejerce en 
condición de particular su actividad hace parte de la figura de la descentralización 
por colaboración94 que lo habilita para realizar una tarea que originalmente le 
compete al Estado, representado en estos casos por las células municipales, 
quienes como se explicó al inicio son quienes tiene la titularidad en la función de 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
publicidad que, según el artículo 209 Superior, guían el desarrollo de la función administrativa, les 
son por completo aplicables. Además, el régimen de derecho administrativo sujeta a la persona 
privada que cumple función administrativa a la consiguiente responsabilidad y le impone el 
despliegue de una actuación ceñida a lo expresamente autorizado y permitido para la consecución 
de la específica finalidad pública que se persigue; ello se erige en una garantía para el resto de los 
asociados y justifica la operancia de los controles especiales que, normalmente, se ubican en cabeza 
de la administración pública” Corte Constitucional C- 909 de 31 de octubre de 2007. M. P. Clara 
Inés Vargas Hernández.  
93 Consejo de Estado, sala de consulta y servicio civil. consulta 974 de 1997. “La licencia 
urbanística y de construcción la expiden, en los municipios y distritos con población superior a cien 
mil habitantes, el curador urbano encargado de dar fe del cumplimiento de las   normas aplicables y, 
en los municipios de población inferior, los alcaldes o secretarios de planeación.” 
94 Corte Constitucional, sentencia C-492- 1996. Magistrado Ponente. Dr. José Gregorio Hernández 
Galindo. Bogotá D.C. 26 de septiembre de 1996. Expediente. D-1279. (…) Particulares en ejercicio 
de función Pública: “Una de las formas de descentralización es la denominada "por colaboración", 
que vincula a los particulares al servicio público, en búsqueda de la eficiencia, la celeridad y la 
economía -también principios que inspiran la actividad de la administración- y como una manera 
de asegurar la participación de aquéllos en la vida de la comunidad. Esa participación no puede 
estar exenta de requisitos ni de cautelas acerca de la idoneidad de quienes, siendo particulares, 
cumplan ciertas funciones públicas. La vinculación de los particulares a una función antes 
confiada tan sólo a la entidad pública implica la eliminación de trámites innecesarios” (…). En 
este mismo sentido la Corte se ha pronunció mediante sentencia C- 1040-2007. Magistrado 
Ponente. Dr. Marco Gerardo Monroy Cabra. Bogotá 4 de diciembre de 2007. Expediente OP-096. 
(…) “La Corte ha sostenido que la descentralización por colaboración permite al Estado 
desagregar del catálogo de sus funciones, aquellas que por razones presupuestales o de eficiencia 
le resultaría más oneroso ofrecer directamente. La asignación de ciertas funciones públicas a los 
particulares implica la dejación de la responsabilidad por el manejo de los recursos necesarios 
para la prestación del servicio, responsabilidad que se traslada al particular que asume dicho 
compromiso. Así, por razones de eficiencia administrativa se busca  el traslado de las competencias 
y funciones estatales hacia los beneficiarios del servicio y el acceso a su ejecución de personas que 
posean medios técnicos o especiales conocimientos en la gestión empresarial (…)”.  
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organizar el territorio95.  
Luego entonces, como consecuencia de la descentralización por colaboración y en 
virtud de la delegación municipal96 o distrital, las decisiones de los curadores, 
tienen el carácter de auténticos actos administrativos que sin desconocer la 
subordinación directa al interés público97, tratándose de licencias de urbanismo o 
de construcción consagran a favor del titular del derecho de dominio, el ejercicio 
del derecho de edificación sobre el suelo del cual es dueño, quedando legitimado 
para realizar el acto de edificación o uso del suelo en ellas autorizado98.  
Se tiene que la delegación de funciones que detenta el curador urbano en ejercicio 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
95 En sentencia C-1040 de 4 de diciembre de 2007. M. P. Marco Gerardo Monroy Cabra, la H. Corte 
Constitucional sostuvo que: “la descentralización por colaboración permite al Estado desagregar 
del catálogo de sus funciones, aquellas que por razones presupuestales o de eficiencia le resultaría 
más oneroso ofrecer directamente. La asignación de ciertas funciones públicas a los particulares 
implica la dejación de la responsabilidad por el manejo de los recursos necesarios para la 
prestación del servicio, responsabilidad que se traslada al particular que asume dicho compromiso. 
Así, por razones de eficiencia administrativa se busca  el traslado de las competencias y funciones 
estatales hacia los beneficiarios del servicio y el acceso a su ejecución de personas que posean 
medios técnicos o especiales conocimientos en la gestión empresarial”. Cf. C- 909  
96 “Mediante el fenómeno de la descentralización el Estado se desprende de específicas  funciones, 
asignándolas a las entidades periféricas para que estas las ejerzan autónomamente, mediante la toma 
de decisiones necesarias para su planteamiento y ejecución. Dentro de este contexto, el ente 
adquiere no sólo la posibilidad de administrarse, si no también de gobernarse… […] las entidades 
territoriales, pueden tener autonomía pero no soberanía: aquella es una especie de esta; las entidades 
territoriales se predican como componentes de un Estado dentro del cual se incluyen como 
fundamentales piezas de su engranaje y del cual deben acatar las decisiones generales.  Se habla de 
que la autonomía  del municipio o del departamento de unas necesidades locales propias que 
implican políticas autónomas para su tratamiento”. Santofimio Gamboa, Jaime Orlando, Tratado de 
Derecho Administrativo, Introducción a los conceptos de la administración pública y el derecho 
administrativo, Tomo I, 3ª edición, universidad Externado de Colombia, 2007. Pág. 413-414.  
97 En lo que tiene que ver con la subordinación de las licencias urbanísticas al interés público o 
social, consultar Sentencia 2 de diciembre de 1999, Consejo de Estado, Sección Primera, expediente 
5692. C.P. Dr. Juan Alberto Polo Figueroa.  
98“[…] La licencia constituye en el beneficiario de la misma un verdadero derecho, que ya no puede 
ser desconocido por la administración (mientras aquélla esté en vigor), en virtud del principio de 
irrevocabilidad de los actos favorables, más que en los supuestos tasados en que así lo permite el 
ordenamiento jurídico[…]”. Luciano Parejo Alfonso. “La ordenación del territorio y el urbanismo”, 
en Luciano Parejo Alfonso, Antonio Jiménez Blanco y Luis Ortega Álvarez. Manual de derecho 
administrativo, vol. 2, 4.a ed., Barcelona, Ariel, 1996.  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de la descentralización por colaboración99, es una actividad propia de los entes 
municipales a quienes la ley le otorgó la posibilidad de trasladar  en ellos, la 
responsabilidad de verificación del cumplimiento de la normatividad urbana;  
control que les corresponde en primer orden por tratarse de normas de utilidad 
pública o de orden público. 
Sin embargo, las curadurías se encuentran sometidas a límites legales y 
reglamentarios que denotan que, a pesar de existir una delegación de funciones 
en materia urbana a su cargo, sus actuaciones no son ejercidas de manera 
omnímoda, toda vez que continúan sometidas a la vigilancia de los Alcaldes 
Municipales o las secretarias de planeación, quienes ejecutan materialmente esta  
potestad a través del control de legalidad posterior que efectúan sobre los actos 
administrativos que ellos expiden esto es, las licencias urbanísticas o de 
construcción100. El curador debe actuar de acuerdo a lo consignado en los planes 
de ordenamiento territorial y sus normas complementarias.  
3.2.2. Vigilancia y control de la función. 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
99 En relación con la actividad notarial como una expresión de la descentralización por 
colaboración, actividad que guarda relación con la desempeñada por las curadurías urbanas ha 
dicho la Corte que “esta se presenta en los casos en que el Estado decide acudir al apoyo de los 
particulares para el desempeño de algunas de sus funciones, cuando su manejo exige el concurso 
de personas con una formación especializada, de quienes no siempre dispone la administración, o 
cuando los costos y el esfuerzo organizativo que requiere el montaje de una estructura técnica 
adecuada para llevar a cabo la prestación del servicio especial, resulta fiscalmente onerosa y 
menos eficiente, que la opción de utilizar el apoyo del sector privado. Mediante esta forma de 
descentralización “el Estado soluciona la atención de una necesidad pública, por fuera del 
esquema tradicional de atribuir a un organismo público el manejo de la función que exige el 
cumplimiento de un determinado cometido. Por eso, bien se ha dicho, que ¨la descentralización por 
colaboración viene a ser una de las formas del ejercicio privado de las funciones públicas¨. 
Sentencia C- 863 de 25 de octubre de 2012. M.P. Luis Ernesto Vargas Silva.  
100 “En ejercicio de la delegación por colaboración, la Administración Pública por vía legal, delega 
en los Curadores Urbanos la función pública para la verificación del cumplimiento de las normas 
urbanísticas y de edificación vigentes, y ello, a través del otorgamiento de licencias de parcelación, 
urbanización, subdivisión y construcción. El curador urbano siempre está sujeto a la administración 
y así se lee también de los artículos que definen su función y naturaleza. Lo anterior quiere decir 
que al Curador Urbano, le está específicamente encomendado velar por el cumplimiento de las 
normas urbanísticas y de edificación vigentes, pero sólo en los eventos en que los particulares se lo 
soliciten por medio de trámite de una licencia urbanística”.  Parra Quirós, Fernando, El Curador 




La Ley 1796 de 2016 o ley de vivienda segura, en armonía con Decreto 1203 de 
2017, articulo 20.  Asignó a la Superintendencia de Notariado y Registro las 
funciones de Inspección, Vigilancia y Control a la función que prestan los 
curadores, así como la aplicación del Régimen Disciplinario Especial, sin perjuicio 
del poder preferente que para ellas, repose sobre la procuraduría general de la 
Nación, disponiendo para el ejercicio de dichas funciones de la creación de la 
Superintendencia Delegada para Curadores Urbanos. 
 
Así, en su articulo 20 la ley 1796 de 2016, señaló de manera expresa lo siguiente:  
 
“Artículo 20. Funciones de la Superintendencia de Notariado y Registro. 
Además de las funciones previstas en la ley, serán atribuciones de la 
Superintendencia de Notariado y Registro en relación con los curadores 
urbanos las siguientes: 
 
1. Fijar las directrices del concurso para la designación de curadores urbanos, 
en cuanto a, entre otros, la forma de acreditar los requisitos, la fecha y lugar de 
realización del concurso y el cronograma respectivo. 
2. Tramitar y hacer seguimiento a las peticiones, quejas y reclamos que 
formulen los usuarios en relación con el servicio de los curadores urbanos. 
3. En cualquier momento, de manera oficiosa o a petición de las entidades de 
control, adelantar los procesos disciplinarios a los curadores urbanos, a través 
de la Superintendencia Delegada para Curadores Urbanos, según lo dispuesto 
en la presente ley. 
4. Imponer sanciones a los curadores urbanos, sin perjuicio del poder 
preferente de la Procuraduría General de la Nación en asuntos disciplinarios. 
En primera instancia por la Superintendencia Delegada para Curadores 
Urbanos y en segunda instancia por el Superintendente de Notariado y 
Registro. 
5. Realizar visitas generales y/o especiales a los curadores urbanos, en materia 
de vigilancia preventiva. 
6. Ordenar medidas necesarias para subsanar o prevenir irregularidades o 
situaciones anormales. 
7. Solicitar información y realizar visitas de inspección”. Cursivas Ex Texto.  
 
 
Con el objeto de cumplir la funciones indicadas en la norma,  el Súper Intendente 
de Notariado y Registro, expidió la Resolución No.8103 de 12 de julio de 2018101, 
a través de la cual se impartieron una serie de lineamientos tendientes a implantar 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
101 Se incluye como documento anexo a este escrito, en 6 folios.   
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medidas destinadas a optimizar el servicio prestado por los curadores, dar 
publicidad y establecer herramientas  idóneas para el control y seguimiento de su  
actividad,  a fin de garantizar el principio de seguridad jurídica y legalidad, que es 
lo que en sentido literal busca proteger la ley 1796 de 2016; a través de la cual el 
legislador consagró medidas enfocadas a la protección del comprador de vivienda, 
el incremento de seguridad en las edificaciones y fortalecimiento de la función 
pública que ejercen los curadores urbanos en el territorio Nacional.  
 
Así, decidió la Súper Intendencia implementar y poner en funcionamiento, un 
desarrollo tecnológico que lleve la trazabilidad y permita a verificar en tiempo real 
el estado y las condiciones de las licencias otorgadas por las diversas curadurías 
del país buscando con ello que los curadores, notarios, registradores y distintas 
entidades públicas, entes de control urbano y ciudadanos interesados, puedan 
hacer seguimiento sobre los licenciamientos urbanísticos de la actividad propia de 
los curadores.  A través de un modulo generado en la plataforma de la entidad 
denominado Sistema  Integrado de Servicio y Gestión  - SISG-  
 
Se adoptó así lo que hoy se conoce como el modulo que denominó “Repositorio 
de licencias Urbanísticas”  en el debe reposar toda la información relacionada con 
las licencias urbanísticas y los actos de reconocimiento de edificaciones expedidos 
a partir del 1º de enero de 2018.  
 
Por medio de lo dispuesto en la resolución 8103, la Súper Intendencia, en ejercicio 
de su función introdujo un cambio significativo dentro del proceso de inspección y 
vigilancia a los curadores que se venía desarrollando en Colombia, a cargo de lo 
los alcaldes municipales o distritales y algunas secretarias de planeación.  
 
A nuestro modo de ver, la función endilgada por la ley 1796 a la súper intendencia, 
con la expedición de la resolución 8103, se hizo extensiva a las Notarías y a las 
Oficinas de Registros de Instrumentos Públicos, pues en ella, la súper señaló en 
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punto al tema,  que cuando quiera que los funcionarios a cargo de estas 
entidades, alguna irregularidad o inconsistencia dentro del trámite de actos 
licenciatarios sobre los cuales deba operar el otorgamiento de algunos de los 
actos,  para el caso del las notarias deberá suspender el trámite y ponerlo en 
conocimiento de la Súper Intendencia de notariado y Registro delegada para 
curadores urbanos para lo de su competencia y a la oficina jurídica con el objeto 
de coadyuvar la denuncia realizada,  guardando la custodia de los documentos , 
procediendo conforme a lo dispuesto en el articulo 67 de la ley 906 de 2004.102   
 
En el caso de los registradores de Instrumentos Públicos, sostuvo que una vez 
realice la revisión de los documentos que acompañan a las escrituras públicas que 
versen sobre actos que deban ser protocolizados que tengan que ver con licencias 
urbanísticas y actos de reconocimiento de edificaciones,  evidenciada en el 
proceso de verificación alguna inconsistencia procederá a la suspensión del 
tramite, observando el procedimiento indicado de guarda de custodia y denuncia 
conforme lo estipula el articulo 67 citado.    
 
3.2.3. El Ministerio de vivienda y el Seguimiento a la función del Curador Urbano.   
 
Es función del Ministerio de vivienda ciudad y territorio, hacer seguimiento de los 
curadores urbanos a fin de orientar y apoyar su adecuado funcionamiento al 
interior de las administraciones municipales.  En desarrollo de tal función puede 
recomendar a los alcaldes municipales o distritales la creación y designación de 
nuevas curadurías urbanas e informar a los alcaldes y demás entidades 
competentes de control, sobre la ocurrencia de situaciones que ameriten 
investigaciones a los curadores por presuntas faltas cometidas en el desarrollo de 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
102 Artículo 67. Deber de Denunciar. Toda persona debe denunciar a la autoridad los delitos de cuya 
comisión tenga conocimiento y que deban investigarse de oficio. 
El servidor público que conozca de la comisión de un delito que deba investigarse de oficio, iniciará 
sin tardanza la investigación si tuviere competencia para ello; en caso contrario, pondrá 
inmediatamente el hecho en conocimiento ante la autoridad competente. Consultado en 




sus funciones103.  
3.4. LA RESPONSABILIDAD DEL “AGENTE” CURADOR URBANO. 
 
En los términos de la responsabilidad patrimonial del estado, producto de la 
prestación de un servicio público, conforme la normativa vigente se tiene que 
existe una responsabilidad que proviene de la institución (administración pública) 
frente a la responsabilidad en la que puede incurrir el agente (curador urbano), por 
la falla en la prestación del servicio, producto de la expedición irregular de las 
licencias urbanísticas o de construcción y, que ésta puede predicarse respecto de 
uno de los dos prestadores del servicio o de manera conjunta dada la 
complementariedad de la función desempeñada en torno al procedimiento que 
rodea tanto la expedición del acto de licenciamiento urbanístico como su control 
posterior.   
  
Así, la autoridad municipal, acompañada de sus dependencias de planeación 
deberán responder por la seguridad jurídica que entraña el cumplimiento de la 
normatividad urbana, con ayuda de un servidor104 al que la ley ha denominado 
como curador urbano, particular que tal como se ha venido explicando a lo largo 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
103 Ver articulo 2.2.6.6.7.3. Decreto 1077 de 2015.  
104 Que si bien, no se encuentra dentro de la clasificación que recoge el trascrito 123 Constitucional, 
bajo el rotulo de servidor público en estricto sentido, toda vez que no lo enmarca detalladamente, lo 
cierto es que, respecto a esta figura y la manera como ha sido concebida, podemos afirmar que su 
calificación de “servidor público” se la otorga el legislador, de acuerdo a la función que fueron 
llamados a realizar y con las consecuencias jurídicas producto de la omisión  o el defectuoso 
cumplimento de tal función, haciéndolo responsable frente al daño que de ella se derive, con ello, 
podríamos decir que se está en presencia de un “servidor público de carácter especial”, dado que es 
la ley quien lo categoriza en virtud de la naturaleza de la función.  La H. Corte Constitucional, al 
referirse a la condición de servidor publico que pueden adquirir algunas personas al servicio del 
Estado, ha fijando una posición que se sustrae a lo siguiente “Lo que coloca a un particular en la 
condición de servidor público, no es concretamente el vínculo que surge de la relación, importante 
o no, con el Estado, sino la naturaleza de la función que se le atribuye por ministerio de la ley, la 
cual fija la índole y alcance de la relación jurídica. (…) En consecuencia, cuando el particular es 
titular de funciones públicas, correlativamente asume las responsabilidades públicas, con todas las 
consecuencias que ella conlleva, en los aspectos civiles y penales e incluso disciplinarios, según lo 
disponga el legislador” Corte constitucional, sentencia C-563, Referencia Expediente. D-1989, 
Magistrados Ponentes Dr. Antonio Barrera Carbonell y Carlos Gaviria Díaz, Santa Fe de Bogotá, 7 
de octubre de 1998.  
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de este escrito, tiene la misión de verificar a través de la expedición de las 
diferentes licencias, que la normativa urbana y de edificación vigente en el distrito 
o municipio sea cumplida por el asociado municipal en salvaguarda, entre otros 
elementos, del plan de ordenamiento territorial. 
 
Si se tiene en cuenta el hecho de que la titularidad de la función correspondiente a 
la prestación del servicio público de ordenación del territorio y su control a través 
de la expedición de los diferentes  actos licenciatarios, es competencia exclusiva 
de la institución por disposición legal y constitucional, como lo advertimos al inicio 
y, que la misma es compartida con un particular colaborador de la administración, 
sin que la administración se exonere de  ella, en tanto lo que delega es su 
ejercicio105, será  la entidad territorial la llamada a responder por los daños que en 
ejercicio de la función configuren la responsabilidad patrimonial del Estado.  
 
En este orden, en principio la institución sería la legitimada en la causa pasiva, 
para comparecer en un eventual juicio administrativo, por falla en la prestación del 
servicio, dentro de la competencia que les asigna la ley destinada a “ejercer la 
inspección y vigilancia sobre la prestación de este servicio público” 106 delegado en 
el curador, que puede surgir ya sea porque la institución omitió o retardó la 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
105 “Puede decirse que permitir que un particular asuma una responsabilidad o potestad pública no 
implica incorporarlo a la estructura de la Administración, por lo que la explicación de la posible 
responsabilidad del Estado no se debe a un argumento de carácter organizativo, sino más bien a una 
realidad jurídica básica: la titularidad de la tarea o función desplegada no deja de pertenecer a la 
persona jurídica de referencia, pues al privado sólo se le transfiere el ejercicio; por ello, ante un 
daño antijurídico que se derive de tal actividad, se acude a la lógica de la responsabilidad 
institucional, pues en estos casos el ciudadano ve en el privado una manifestación misma del poder 
público”. Rincón Córdoba, Jorge Iván, La Responsabilidad extracontractual de Estado, XVI 
Jornadas internacionales de derecho administrativo, articulo: “Límites orgánicos de la 
responsabilidad del Estado”, universidad Externado de Colombia, septiembre de 2015. Pág. 159. 
106 “La no titularidad del Estado respecto de la actividad no implica ausencia de responsabilidad. 
[…] El poder público no se aparta de la actividad adelantada por los operadores, cambia la función, 
la administración propietaria de los medios se transforma en una que incide directamente en la 
actividad de los privados mediante competencias de regulación económica y el efectivo ejercicio de 
una función de control y vigilancia”.  Consejo de Estado, Sección Tercera, Sentencia de fecha 1º de 
noviembre de 2012, Exp. 1999-0002-04(AG) 
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inspección y vigilancia que debe ejercer sobre la actuación del agente107 y tal 
conducta, consecuencialmente ocasionó un daño a los usuarios, caso en el cual si 
se probaré la existencia de una relación de causalidad entre la falta de vigilancia y 
el daño causado, será la administración municipal la que responderá conforme al 
artículo 90 constitucional.  
 
No obstante, producto de la evolución jurisprudencial el curador urbano, pese a no 
contar las curadurías urbanas con personería jurídica para ser demandadas, el 
curador a titulo personal con ocasión de la responsabilidad que por el ejercicio de 
una función publica  le impone la ley, articulo 75 decreto 1469 de 2010, compilado 
en el articulo 2.2.6.6.1.3 del Decreto 1077 de 2015, puede hacer parte del 
proceso, a fin de que dentro del juicio administrativo se haga un estudio juicio de 
valoración sobre la legitimidad de su actuación dentro del trámite que dio vida al 
acto licenciatario irregular 108. 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
107 “La actividad administrativa puede ser por acción u omisión. Por ello se ha condenado a la 
administración municipal cuando incumple los deberes de inspección urbanística”. Parada Ramón, 
Derecho Administrativo II Régimen Jurídico de la actividad administrativa, Open ediciones 
universitarias, S.L. 21ª edición, Madrid 2014, pág. 518. 
108 El Consejo de Estado, en sentencia del 16 de marzo de 2012, Radicación número: 05001-23-31-
000-2004-07113-01(AP). Consejera Ponente: María Claudia Rojas Lazo: con el objeto de proteger 
el desarrollo urbanístico ordenado y en defensa de la calidad de vida de los habitantes, atribuyó 
responsabilidad a Inversiones Ónix Ltda, las Curadurías Urbanas Segunda y Tercera de Medellín y 
al Municipio de Medellín por la vulneración de derechos colectivos, señalando que: “Es de resaltar, 
que para la Sala resulta inconcebible que el Municipio de Medellín, durante todo el proceso niegue 
la responsabilidad que tiene como primera autoridad del Municipio encargada de vigilar y velar el 
cumplimiento de las normas urbanísticas. Pues como superior jerárquico de los curadores urbanos le 
compete ejercer control de legalidad sobre las licencias de construcción que ellos expiden en uso de 
sus facultades legales”. Así mismo, ordenó a “la Alcaldía de Medellín a través del DAP, adelantar 
el proceso sancionatorio pertinente contra Inversiones Onix Ltda y las Curadurías Urbanas Segunda 
y Tercera de Medellín de conformidad con la Ley 810 de 2003” (Consejo de Estado, 2012). Y 
conminó a la Alcaldía de Medellín a evitar omisiones en cuanto al control y vigilancia del 
cumplimiento de las normas pertinentes, exhortándola a que: (...) en lo sucesivo no olvide su 
responsabilidad como primera autoridad del ente territorial que tiene dentro de sus funciones las de 
vigilar y velar el cumplimiento de las acciones urbanísticas de acuerdo a la normatividad vigente, y 
adelante las acciones policivas y sancionatorias necesarias contra los curadores urbanos y 
urbanizadores que las incumplan”. 
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En torno a la capacidad que tienen las curadurías y los curadores  para hacer 
parte de un proceso, el Consejo de Estado en providencia de 12 de junio de 
2017109, señaló:  
"Al respecto se tiene que la Ley 388 de 1997, modificada por la Ley 810 de 
2003, definió en su artículo 101 la figura del curador urbano como un particular 
encargado de tramitar y expedir licencias de urbanismo o construcción.  
Por su parte, el Decreto 1469 de 2010 "Por el cual se reglamentan las disposiciones 
relativas a las licencias urbanísticas; al reconocimiento de edificaciones; a la función 
pública que desempeñan los curadores urbanos y se expiden otras disposiciones", 
en sus artículos 74 y 75 reiteró las funciones del curador urbano y estableció́ su 
responsabilidad en los siguientes términos:  
"Artículo 74. Naturaleza de la función del curador urbano. El curador urbano ejerce 
una función pública para la verificación del cumplimiento de las normas 
urbanísticas y de edificación vigentes, a través del otorgamiento de licencias de 
parcelación, urbanización, subdivisión y de construcción".  
Artículo 75. Autonomía y responsabilidad del curador urbano. El curador urbano es 
autónomo en el ejercicio de sus funciones y responsable disciplinaria, fiscal, 
civil y penalmente por los daños y perjuicios que causen a los usuarios, a 
terceros o a la administración pública en el ejercicio de su función pública"  
(...) 
En ese sentido, el artículo 75 del referido Decreto 1469 de 2010 indica la autonomía 
de los curadores urbanos en el ejercicio de sus funciones y la responsabilidad en 
cabeza de los mismos por los daños o perjuicios que causen a los usuarios, terceros 
o a la administración pública. Por lo tanto, teniendo en cuenta que las curadurías 
urbanas carecen de personería jurídica recae en el curador urbano la 
responsabilidad que surja de dichas actuaciones. (Resaltos del texto original) 
Lo anterior, sin perjuicio de que  en los eventos en los que el curador no sea 
vinculado al  proceso por el pretensor o habiendo sido llamado en garantía por la 
entidad sin lograr su comparecencia y la administración pública resulte vencida en 
juicio. En  forma subsiguiente,  pueda repetir las sumas de dinero que en una 
eventual condena deba reconocer al perjudicado con la prestación del servicio, en 
contra del curador, siempre que se pueda advertir que éste hubiese obrado o 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
109  Radicación número: 05001-23-33-000-2016-00151-01(57787). Consejero ponente: Hernán 
Andrade Rincón.  
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dejado de hacer lo que le correspondía legalmente, con dolo o culpa grave y es 
aquí donde finalmente se cumple el contenido del artículo 75 del decreto 1469 de 
2010, compilado en el decreto 1077 de 2015110 
 
Como quiera que con la  expedición la ley 1796 de 2016, se le asignó a la Súper 
Intendencia de Notariado y Registro a través de su delgada para las curadurías,  la 
vigilancia y control de la función que ejercen las curadurías, como quiera que esta 
ley entro en vigencia a partir del 13 de julio de 2017, en términos de 
responsabilidad extra patrimonial del Estado, por su parte, le sería exigible, 
entonces, responder por los daños derivados de la función de Inspección y 
vigilancia a las función que desarrolla la curaduría, siempre y cuando se 
demuestre que en su ejercicio tuvo la oportunidad de verificar el incumplimiento de 
las exigencias contenidas en la licencia urbanística que  han sido  expedidas luego 
de su entra en vigencia, sin que ello releve a las entidades municipales o 
distritales de su responsabilidad, pues como se ha insistido son ellas quienes tiene 
la titularidad de la función de ordenación del territorio y la facultad sancionatoria en 
materia urbanística. 
 
Lo dicho hasta aquí nos permite concluir que la responsabilidad patrimonial del 
estado, producto de la prestación del  servicio público de expedición de licencias 
urbanísticas y de construcción, existe una responsabilidad que proviene de la 
institución (administración pública y/o del órgano de vigilancia y control) frente a la 
responsabilidad personal en la que puede incurrir el agente (curador urbano), por 
la falla en la prestación del servicio a su cargo. Y que ésta puede reclamarse 
respecto de los tres prestadores del servicio, en razón a que todos participan de 
manera activa en cada una de las etapas que anteceden y  preceden la emisión 
del acto administrativo que contiene a la licencia urbanística.  
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
110 Artículo 2.2.6.6.1.3 . Autonomía y responsabilidad del curador urbano. “El curador urbano es 
autónomo en el ejercicio de sus funciones y responsable disciplinaria, fiscal, civil y penalmente por 
los daños y perjuicios que causen a los usuarios, a terceros o a la administración pública en el 
ejercicio de su función pública”. 
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3.5. La responsabilidad del ente de control por la falla en la vigilancia y 
control de las curadurías urbanas (Superintendencia de notariado y registro) 
 
En este título se plantea el interesante tema de la responsabilidad de la 
administración por omisión en la vigilancia a los curadores urbanos, 
concretamente en relación con el cumplimiento de la obligación que ejercen las 
entidades territoriales, sobre estos particulares,  que se concreta en  la 
supervisión, seguimiento y control111 en la expedición de licencias urbanísticas112, 
a fin de asegurarse que éstas cumplan los requisitos establecidos tanto en los 
planes de ordenamiento territorial como en la normativa urbana en general.  
 
Facultad que deberá ser ejercida en debida forma a efectos de que no cause 
ningún tipo de perjuicios a los usuarios que acuden a la administración a solicitar 
una licencia de urbanización, en sus distintas modalidades, como tampoco a los 
terceros que podrían verse afectados con su expedición, en los eventos en los que 
estos actos de fe pública, se profieran de manera irregular,  caso en  el cual de 
llegarse a demostrar la falta de diligencia de la administración, ésta será la 
legitimada en la causa, para acudir al resarcimiento del daño provocado. 
 
De suerte que a efectos de verificar si como se dijo le asiste o no responsabilidad 
a  la administración proveniente de la omisión en la vigilancia113 de la función que 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
111 “El control es la actividad que permite comprobar la adecuada actuación de la administración a 
las normas y fines establecidos en el ordenamiento jurídico”. Parada Ramón, Derecho 
Administrativo I, Introducción, Organización Administrativa y Empleo Público,  Open Ediciones 
Universitarias 24ª edición, Madrid 2004, pág. 127. 
112 Sobre las funciones de inspección y vigilancia de la actividad urbanizadora a cargo de las 
autoridades municipales o distritales, pueden consultarse la sentencia de 29 de abril de 2015, Exp. 
2011-00329-01. Sección Primera del Consejo de Estado, en la que se sostuvo que las funciones de 
inspección y vigilancia en materia urbana a cargo de las secretarías de gobiernos distritales tienen el 
carácter principal y autónomo.  
113 En punto a la responsabilidad del Estado producto de la omisión en la que eventualmente 
incurren las entidades públicas en la prestación de los servicios a su cargo, la Jurisprudencia del H. 
Consejo de Estado ha señalado que: “frente a supuestos en los cuales se analiza si procede declarar 
la responsabilidad del Estado como consecuencia de la producción de daños en cuya ocurrencia ha 
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desarrollan las curadurías, debe anotarse que tal como se ha indicado en el 
discurrir de este documento, al curador urbano le corresponde la función pública 
de verificar el cumplimiento de las normas urbanísticas, a través del otorgamiento 
de licencias urbanísticas o de construcción,  función que por orden legal expresa 
debe sujetarse a la autoridad municipal o distrital, al momento de efectuar el 
control urbano y a la Súper intendencia de Notariado y Registro a través de su 
delegada para las curadurías, quien a partir de la expedición de la ley  de vivienda 
segura,  es el ente encargado de vigilar y controlar el cumplimiento de la normativa 
urbana aplicada por  este particular y en este mismo sentido, le corresponde a 
estos funcionarios en su rol de colaboradores de la administración, informarle 
sobre el ejercicio del control urbanístico por ellos realizado a través de la 
expedición de las licencias de urbanización114, función que deberá canalizar a 
través de las correspondientes secretarías de planeación.  
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
sido determinante la omisión, por parte de una autoridad pública, en el cumplimiento de las 
funciones que el ordenamiento jurídico le ha atribuido, la Sala ha señalado que es necesario 
efectuar el contraste entre el contenido obligacional que, en abstracto, las normas pertinentes fijan 
para el órgano administrativo implicado, de un lado, y el grado de cumplimiento u observancia del 
mismo por parte de la autoridad demandada en el caso concreto, de otro. Ahora bien, una vez se ha 
establecido que la entidad responsable no ha atendido ⎯o lo ha hecho de forma deficiente o 
defectuosa⎯ al referido contenido obligacional, esto es, se ha apartado ⎯por omisión⎯ del cabal 
cumplimiento de las funciones que el ordenamiento jurídico le ha asignado, es menester precisar si 
dicha ausencia o falencia en su proceder tiene relevancia jurídica dentro del proceso causal de 
producción del daño atendiendo, de acuerdo con la postura que reiteradamente ha sostenido la 
Sala, a las exigencias derivadas de la aplicación de la teoría de la causalidad adecuada.  En el 
mismo sentido hasta ahora referido, es decir, en el de sostener que se hace necesaria la 
concurrencia de dos factores para que proceda la declaratoria de responsabilidad del Estado en 
estos casos ⎯la constatación de la ocurrencia de un incumplimiento omisivo al contenido 
obligacional impuesto normativamente a la Administración, de un lado, y la relación causal 
adecuada entre dicha omisión y la producción del daño, de otro. En suma, son dos los elementos 
cuya concurrencia se precisa para que proceda la declaratoria de responsabilidad administrativa 
por omisión, como en el presente caso: en primer término, la existencia de una obligación 
normativamente atribuida a una entidad pública o que ejerza función administrativa y a la cual 
ésta no haya atendido o no haya cumplido oportuna o satisfactoriamente; y, en segundo lugar, la 
virtualidad jurídica del eventual cumplimiento de dicha obligación, de haber interrumpido el 
proceso causal de producción del daño, daño que, no obstante no derivarse ⎯temporalmente 
hablando⎯ de manera inmediata de la omisión administrativa, regularmente no habría tenido 
lugar de no haberse evidenciado ésta”. Consejo de Estado, Sección Tercera, Sentencia del 8 de 
marzo de 2007, rad 27434. C.P. Mauricio Fajardo Gómez. 
114 Art. 64 Decreto 1468 de 2000, Parágrafo 1°. El reconocimiento se otorgará sin perjuicio de las 
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Luego entonces, por norma general el alcalde municipal o distrital debe controlar 
el cumplimiento de las normas urbanísticas y   seguimiento a la  actividad 
constructora autorizada por las licencias de construcción dentro del espacio 
territorial a su cargo en actividad coordinada con la Súper Intendencia de 
Notariado y Registro a través de su delegadas para las curadurías, a quien le 
compete ejercer la vigilancia y control de las  funciones del curador urbano 
encargado de verificar el cumplimiento de los requisitos que permiten el 
licenciamiento urbano, tal como claramente lo enseña el artículo 24 de la ley 1796 
de 2016 en armonía con el articulo 20 del Decreto 1203 de 2017.  Esto para las 
licencias que sean expedidas luego de la entrada en vigencia de la ley 1796.  
 
En esta medida, conforme el mandato expreso contenido en la norma es dable 
afirmar que existirá responsabilidad estatal por omisión cuando el Estado, en este 
evento representado por la entidad territorial o distrital  y por el ente de control y 
vigilancia , en ejercicio de las funciones atribuidas por el legislador, omitan 
antijurídicamente la realización de actos o hechos que, de haberse llevado a cabo, 
hubieren resultado razonablemente idóneos para evitar los daños que se origen, 
producto del actuar de la curaduría.  
 
Toda vez que de la confrontación de la norma citada líneas arriba con el artículo 
90 Constitucional, norma que soporta la existencia de la responsabilidad del 
Estado por omisión, en este caso en la función de vigilar la actuación del curador, 
se advierte que ésta entraña todos los elementos de la responsabilidad 
extracontractual del Estado, puesto que de ella surge el elemento subjetivo (la 
Administración Municipal, distrital o su delegado), un elemento funcional (ejercicio 
de las función de vigilancia y control), el presupuesto “omisión antijurídica” como 
(incumplimiento de la función legal – sintetizada en la supervisión y control de la 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
acciones penales, civiles y administrativas a que haya lugar. 
Los curadores urbanos deberán informar a las autoridades que ejerzan el control urbanístico de las 
solicitudes de reconocimiento de construcciones que les sean presentadas, a fin de que ellas 
adelanten los procedimientos e impongan las sanciones del caso. 
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actividad como tal), el presupuesto del daño (cuya configuración dependerá de lo 
que suceda en cada caso particular)  y el presupuesto de relación causal (actos o 
hechos que, de haberse llevado a cabo, hubieren resultado idóneos para evitar el 
daño). 
 
En este evento,  la responsabilidad administrativa claramente deviene, de una 
inactividad, sintetizada en un “no hacer”, dentro del marco de sus competencias 
ordinarias y  en su pasividad, dentro de los procedimientos establecidos a su 
cargo. 
 
En torno al deber de inspección, vigilancia y control de construcción de obras y 
urbanismo por parte del Estado, mediante sentencia de 5 de octubre de 2020,  
medio de control: Reparación Directa, Sección Tercera Sub Sección B, Consejero 
Ponente: Ramiro Pasos Guerrero, al decretar el reconocimiento de una omisión 
administrativa precisó:  
 
“Las competencias y facultades asignadas al Distrito y específicamente a las 
alcaldías locales se encuentran consagradas en las siguientes normas 
jurídicas […] De las referidas normas jurídicas la Sala concluye que resulta 
claro y evidente que el Distrito a través de la Alcaldía Local de Suba tenía la 
competencia y facultad de: i) Ejercer la función de inspección, vigilancia y 
control durante la ejecución de las obras con el fin de asegurar el 
cumplimiento de las licencias urbanísticas y de las normas contenidas en el 
Plan de Ordenamiento territorial. i) Conocer de los procesos relacionados 
con violación de las normas sobre construcción de obras y urbanismo e 
imponer las sanciones correspondientes ii) Disponer de oficio o a petición de 
parte, la medida policiva de suspensión inmediata de obras hasta que cesen 
las causas que hubieren dado lugar a la medida en relación a actuaciones 
urbanísticas que no acrediten la existencia de una licencia o que no se ajuste 
a ellas. Teniendo en cuenta estas competencias y facultades de la Alcaldía la 
Sala pasa a analizar según lo probado en el proceso si se incurrió en una 
omisión que haya transgredido el ordenamiento jurídico y, por lo tanto, haya 
generado una falla en el servicio. […] La Sala considera que el Distrito a 
través de la Alcaldía Local de Suba, omitió, por un lado, ejercer correcta y 
oportunamente la función de inspección, vigilancia y control urbano sobre la 
obra contigua al inmueble del demandante con el fin de asegurar el 
cumplimiento de la licencia de construcción y, por otro, no ejerció la facultad 
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de suspensión inmediata de la misma, pese que tuvo conocimiento de la 
violación de la licencia de construcción de manera temprana”. 
 
Así tratándose de licencias urbanísticas proferidas de manera irregular por el 
curador urbano en el ejercicio legítimo de su función, deberíamos sostener que se 
está ante un clara manifestación de la responsabilidad por omisión en la vigilancia 
de su función, puesto que la autoridad municipal, quien a pesar de haber delegado 
la función no se desprende totalmente de ella y además le asiste la obligación 
constitucional y legal de ejercer un control urbanístico posterior115 a la expedición 
de las licencias otorgadas por el curador, a través de cual deberá verificar todo el 
procedimiento adoptado por la curaduría.  
 
Igual al que le asiste al ente de Control y vigilancia  quien debe ser un vigía de la 
función desde el momento en el que inicia el tramite de la licencia a cargo del 
curador hasta que llega a su final, esto es, su concreción a través del acto 
administrativo habilitante, luego entonces, deberá ser garante de todo el proceso y 
examinar que las normas que soportaron tanto el proceso de expedición que 
precedió la concreción del acto, como las que le sirvieron de fundamento a su 
contenido no estuvieran en desacuerdo con las vigentes en la sección territorial a 
su cargo y se encontraran así mismo en concordancia con el objeto para el cual 




	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
115 Es pertinente dejar claro que no es función de las Curadurías Urbanas ejercer el control posterior 
a la expedición de las licencias. Las anomalías que se puedan presentar con ocasión de la 
construcción por posibles daños físicos o menoscabos en las propiedades vecinas, son atendidas por 
las Alcaldías locales o municipales, así lo determinó claramente el Decreto 2150 de 1995, quien en 
el artículo 61 determinó: “Corresponde a los alcaldes distritales o municipales directamente o por 
conducto de sus agentes, ejercer la vigilancia y control, durante la ejecución de las obras, con el 
fin de asegurar el cumplimiento de la licencia de construcción y de las demás normas y 
especificaciones técnicas contenidas en el plan de ordenamiento físico, sin perjuicio de las 
facultades atribuidas a los funcionarios del Ministerio Público y delas veedurías en defensa tanto 
del orden jurídico, del ambiente y del patrimonio y  espacios públicos, como de los intereses de la 
sociedad en general y los intereses colectivos..”  
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4. CAPITULO CUARTO 
4.1. FUNDAMENTOS DE LA DECLARACIÓN DE RESPONSABILIDAD DEL 
ESTADO 
La cláusula general de la responsabilidad extracontractual del Estado tiene como 
fundamento la determinación de un daño antijurídico causado a un administrado y, 
la imputación del mismo a la administración pública tanto por la acción, como por 
la omisión de un deber normativo.   
En este capítulo, a efectos de abordar el estudio de los fundamentos que rodean 
la declaración de  la Responsabilidad del Estado por la Expedición irregular de 
licencias urbanísticas; con lo hasta aquí estudiado, resulta oportuno precisar que 
se mirará desde el régimen subjetivo de falla del servicio, tomando como base la 
premisa fundamental de que para imputarle responsabilidad a la administración 
Municipal o Distrital116, quienes en este evento, actúan como entidades del sector 
descentralizado, en la prestación del servicio de  expedición de licencias 
urbanísticas, función que desarrolla en la mayoría de los casos  a través de los 
curadores urbanos, en asocio con las secretarias de planeación a su cargo. Es 
necesario que se cumplan dos requisitos a saber: i) que el daño causado al 
usuario, haya sido consecuencia de su actuación u omisión. 
 
Y ii) que la culpa o la falla producto de esa actividad administrativa pueda serle 
atribuido, por incumplimiento de la norma urbanística bien sea por vicios en la 
formación del acto por errores de fondo ocurridos en su expedición, por 
contravención al plan de ordenamiento territorial los cuales encajarían dentro de 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
116 Tomas Ramón Fernández, refiriéndose al tópico de la Responsabilidad de La Administración, ha 
señalado que, “el centro de gravedad del sistema no está ya, ciertamente, en la culpa, sino, en la 
lesión que la persona afectada por actividad de la Administración experimenta en su patrimonio sin 
justa causa alguna que los justifique. Es esto, la falta de justificación del perjuicio, lo que convierte 
a éste en una lesión resarcible. Ver Responsabilidad del Estado, página 15. Departamento de 
Publicaciones de la Facultad de derecho de la universidad de Buenos Aires. Edit. Rubinzal-Culzoni. 
1ª reimpresión 2011. 
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los supuestos de la expedición del acto de licencia sin el lleno de los requisitos de 
ley, la falta de cumplimiento de la normativa urbana traducida en la omisión en la 
vigilancia a la curaduría y, la que deviene de las interpretaciones de la norma 
urbana  a cargo de las Secretarías de Planeación. 
 
4.1.1. Falla del servicio por la inobservancia de las normas que regulan la 
expedición de licencias urbanísticas 
 
En el Derecho Colombiano, la falla del servicio corresponde al régimen de 
responsabilidad subjetiva, donde predomina la culpa de la administración por 
extralimitación de funciones, retardo en el cumplimiento de obligaciones, 
obligaciones cumplidas en forma tardía o defectuosa, o por el incumplimiento de 
obligaciones a cargo del Estado. “Son entonces acciones u omisiones que se 
predican de la administración y que en su funcionamiento, resultan en cualquiera 
de aquellas irregularidades generadoras de daños imputables al Estado, régimen 
tradicional en constante evolución, al margen de la responsabilidad objetiva 
reconocida positivamente en la norma superior consignada en el artículo 90 de la 
Constitución Política”.117 
 
Bajo esta óptica entonces, debe decirse que la noción de funcionamiento anormal, 
no está tan solo conformada por los comportamientos ilícitos de la administración, 
si no que “la anormalidad comprende también, el funcionamiento objetivamente 
culpable del servicio público, aquel que se sitúa por debajo de los niveles legales 
socialmente exigibles” 118 
 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
117 Consejo de Estado Sala de lo Contencioso Administrativo Sección Tercera, sentencia febrero 24 
de 2005, Exp. 85001-23-31-000-1993-000074-01(14170), C. P. Ramiro Becerra.  
118 “Lo anormal es todo lo que se aparta de aquello que habitualmente se encuentra, lo que es 
imprevisto, excepcional y que contraría pues la exigencia de seguridad. La culpa del servicio es 
entonces trascendida por esta referencia a lo anormal respecto de la cual ella también es un 
funcionamiento defectuoso del servicio como desmedida en los daños causados por él”. Arena 




Y es dentro de este contexto que la jurisprudencia nacional ha definido la falla del 
servicio como uno de los títulos jurídicos de imputación por excelencia, utilizados a 
fin de desencadenar la obligación indemnizatoria del Estado, precisando que “se 
configura por retardo, por irregularidad, por ineficiencia, por omisión o por 
ausencia del mismo. El retardo se da cuando la Administración actúa tardíamente 
ante la ciudadanía en prestar el servicio; la irregularidad, por su parte, se configura 
cuando se presta el servicio en forma diferente a como debe hacerse en 
condiciones normales, contrariando las normas, reglamentos u órdenes que lo 
regulan y la ineficiencia se da cuando la Administración presta el servicio pero no 
con diligencia y eficacia, como es su deber legal. Y obviamente se da la omisión o 
ausencia del mismo cuando la Administración, teniendo el deber legal de prestar el 
servicio, no actúa, no lo presta y queda desamparada la ciudadanía”119. 
 
En este orden, la jurisprudencia nacional, ha reconocido la falla del servicio, como 
título de imputación en materia urbanística y de ordenación del territorio, en 
aquellos eventos en los cuales se manifiesta el incumplimiento de deberes 
normativos120 propios del derecho urbanístico, en ellos, la expedición de licencias 
urbanísticas que representen el incumplimiento de estas normas, producto de su 
indebida expedición o expedición irregular, bien sea porque adolezcan de vicios 
en su formación producto de errores ocurridos en el proceso de su expedición121 o 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
119 Consejo de Estado. Sentencia del 30 de noviembre de 2006, expediente No. 14.880. 
120 En sentencia de 13 de junio de 2013, Expediente 20771, la Sección tercera del H. Consejo de 
Estado,  reconoció la responsabilidad del estado a titulo de falla del servicio, por el incumplimiento 
de deberes normativos a cargo de las autoridades municipales en materia urbanística, por no haber 
adoptado las medidas precautorias y de gestión de riesgo, con ocasión del desplome de un edificio 
que se encontraba ubicado en una zona de amenaza sísmica. Cf. En análisis del mismo tema 
Sentencia 18 de octubre de 2007, Sección tercera. Exp. 22779.  
121 “La acción de reparación directa, consagrada en el artículo 86 del Código Contencioso 
Administrativo, si bien coincide en su naturaleza reparatoria con la de nulidad y restablecimiento 
del derecho, difiere de ésta última en la causa del daño. En efecto, como se deduce de todo lo dicho, 
la primera solo será ́ procedente en los casos en los cuales el perjuicio haya sido causado por un 
hecho, una omisión, una operación administrativa, la ocupación temporal o permanente de un 
inmueble. En cambio la de nulidad y restablecimiento del derecho procede siempre que el origen 
del daño hubiere sido un acto administrativo viciado de algún tipo de ilegalidad, salvo que, como lo 
ha precisado la Sala, el daño alegado se origine en la eficacia misma del acto administrativo, caso 
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porque se profirieron contraviniendo los planes de ordenamiento territorial y sus 
normas complementarias. 
 
Al hablar de responsabilidad patrimonial de Estado, por falla en la prestación del 
servicio, por actos actos cuya legalidad fue objeto de control, bien en sede 
administrativa o judicial, como lo es el supuesto sobre el cual se ha fundamentado 
este documento y, consecuencialmente derivar de ello el posible reconocimiento 
de daños antijuridicos, en los eventos en los que se configuren los demás 
elementos de la responsabilidad, soportada en la expedición irregular de licencias 
urbanisticas por parte de la institución municipal o la curaduría urbana, 
necesariamente debemos hacer referencia a los actos administrativos como 
fuente de la responsabilidad estatal.  
 
Para afirmar que dichos actos no se excluyen de la posibilidad de irradiar daños 
dentro de la órbita patrimonial de los administrados, en aquellos eventos en los 
que los efectos jurídicos que entrañan sean adversos a los derechos o intereses 
que el ordenamiento legal salavaguarda122y que tal como se advirtió páginas 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
en el cual, al no pretenderse la declaratoria de ilegalidad, si resultaría procedente la acción de 
reparación directa”. Consejo de Estado, Sección Tercera auto de agosto 24 de1998, expediente 
13.685, en el mismo sentido sentencia AG-0832 del 16 de agosto de 2007 y Sentencia 4 de 
septiembre de 2008, Exp. 16.515.  
122  En torno a los perjuicios causado por actos administrativos anulados por incurrir la 
administración en error de procedimiento en su expedición, en el caso concreto una licencia 
urbanística, el Consejo de Estado señaló: “En otras palabras, la falla del servicio en la presente 
hipótesis se configuraría a partir de un defecto o vicio del acto administrativo que tuvo por 
consecuencia que un acto administrativo favorable al demandante hubiere salido del ordenamiento 
jurídico, en este entendido el análisis de la reparación de los perjuicios generados por la falla del 
servicio a la cual se hace referencia se compagina perfectamente con los presupuestos fácticos de la 
acción de reparación directa. Huelga señalar que en estos eventos el juez deberá analizar la 
conducta del beneficiario del acto administrativo, puesto que si la declaratoria de nulidad que lo 
afecte o la revocatoria directa son producto de su propia conducta no procederá la declaratoria de 
responsabilidad patrimonial de la entidad pública que expidió el acto administrativo. [...]La Sala 
encuentra oportuno resaltar que los ciudadanos no tienen el deber jurídico de soportar la anulación 
judicial de los actos administrativos que les son favorables, cuando la causa de dicha decisión 
judicial obedece a una conducta – activa u omisiva– imputable a la Administración encargada de 
dirigir el procedimiento administrativo que a la postre estaría viciado de nulidad…[…]” . Consejo 
de Estado, sentencia 3 de abril de 2013. Exp. 26437. 
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atrás, la porcedencia de este título de imputación, encontraría  eco no en el 
estudio o control de legalidad que sobre ellos deba efectuarse, el cual es propio 
de la acción de revocatoria directa o del medio de control de  nulidad, si no, en la 
conducta o actuación irregular que observó el titular de la función admnistrativa en 
su expedición123.   
 
Luego entonces, tratándose de estos tipos de actos, la jurisprudencia de la 
sección tercera del H. consejo de Estado, de manera puntual, ha señalado tres 
eventos en los cuales como regla excepcional procede la acción de reparación 
directa, bien por el régimen objetivo o el subjetivo como es el caso interés. Así:  
 
“[…] Tres son las hipótesis que hasta este momento se han identificado para 
concluir acerca de la procedencia de la acción de reparación directa cuando el 
origen del daño lo constituya una actuación administrativa: i) Cuando se pretenda 
la reparación de los perjuicios causados por los actos administrativos ajustados al 
ordenamiento jurídico, siempre y cuando no se cuestione en sede judicial la 
legalidad del acto administrativo en cuestión; ii) Cuando se pretenda la condena 
por los perjuicios causados por la expedición y ejecución del acto administrativo 
ilegal que haya sido anulado o haya sido objeto de revocatoria directa; y, iii) 
Cuando se pretenda la reparación de los perjuicios causados por la anulación o 
revocatoria directa de un acto administrativo que hubiere sido favorable al actor, 
cuando quiera que la anulación o revocatoria directa hubiere sido causada por la 
inobservancia de las reglas propias del procedimiento administrativo o de las 
normas que rigen el ejercicio de la actividad administrativa que tiene a su cargo la 
Administración Pública. 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
123“La responsabilidad extracontractual no sólo puede provenir de hechos, omisiones, operaciones 
administrativas materiales, ocupación permanente o temporal por trabajos públicos, también puede 
provenir de la declaración administrativa o judicial de la ilegalidad de los actos, revocatoria o 
nulidad, respectivamente; pues esas declaratorias reconocen la anomalía administrativa.  
“Debe tenerse en cuenta que la revocatoria administrativa como expresión del control de legalidad 
de los actos propios de la Administración se manifiesta en un acto jurídico administrativo, el cual se 
presume legal; este acto puede ser examinado judicialmente a) o como consecuencia de la demanda 
de su nulidad (acción impugnatoria) b) o como consecuencia de la solicitud de responsabilidad 
extracontractual (acción reparatoria) fundada en el reconocimiento administrativo de su propia falta; 
este reconocimiento administrativo, se repite, como acto jurídico que es se presume legal y veraz.  
(...)  
“Como el asunto demandado planteo ́ la responsabilidad extracontractual del demandado bajo la 
base jurídica del propio reconocimiento Administrativo - en acto administrativo - de la “falencia o 
anomalía suyo”, no puede rechazarse la demanda”. Consejo de Estado, Sección Tercera, auto del 19 
de abril de 2001, Exp. 19517, C.P. María Elena Giraldo Gómez.   
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En las dos primeras hipótesis la legitimación en la causa por activa se configurará 
mediante la prueba idónea del carácter de perjudicado por la entrada en vigencia 
del acto administrativo –frente a ello resulta irrelevante que el acto sea legal o 
ilegal–, mientras que en la tercera, para acreditar la legitimación en la causa por 
activa será́ suficiente probar el carácter de beneficiario del acto administrativo 
declarado ilegal o revocado directamente”124.  
 
Siguiendo la linea trazada por la sección tercera, en nuestro caso, la procedencia 
de la acción estaría amparada en los dos ultimos supuestos, sobre los cuales no 
interesa hacer un análisis en punto a la legalidad del acto que ya fue motivo de 
discución en sede administrativa o judicial, si no que el mismo giraría en torno al 
juicio de reproche que se hace a la autoridad encargada del ejercicio de la función 
pública, en razón a que su actuar a nivel general pretermitió el cumplimiento de 
los cometidos fijados por el ordenamiento, pues falló en el ejercicio de la función, 
al darle vida jurídica a un acto defectuoso que a la postre resultó afectado en su 
validez.  
 
Así, refiriendonos  a la falla del servicio en el cumplimiento de normas 
urbanisticas, por la expedición irregular de licencias urbanisticas o de 
construcción, debe decirse que su configuración puede partir de tres supuestos 
especifícos, a través de los cuales se configuraría una falla, esto es,  i) producto 
de la omisión, ii) la irregularidad y iii) la ineficiencia en la prestación del servicio 
público de ordenación del territorio y su regulación a través de la expedición de 
licencias urbanísticas o de construcción.  
 
Estariamos en presencia de la configuración de una falla del servicio por omisión, 
en aquellos eventos en los cuales los entes territoriales se abstengan de vigilar la 
función del particular que presta el servicio, cuando quiera que no sea prestado 
por de manera directa por el ente territorial, así mismo, cuando asuma una 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
124Consejo de Estado, sección Tercera, sentencia 3 de abril de 2013, Exp. 26243. C.P. Mauricio 
Fajardo Gómez.  
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conducta pasiva respecto a la toma de medidas que den fé del cumplimiento de 
las normas en las que se apoya una licencia de construcción o de urbanización.125 
En tal orden, la falla irregular en la prestación del servicio por incumplimiento 
normativo, encontraría su razón de ser en los supuestos que se sustraen a la 
expedición de licencias que no se corrrespondan con los requisitos de legales, 
acorde con los supuestos que analizamos en el titulo denominado como hecho 
generador del daño126. Y finalmente, la falla en el cumplimiento de la norma 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
125 Al resolver un caso en el que se planteó una falla del servicio de la administración por afectación 
al derecho a la propiedad privada y daños a derechos e intereses colectivos, por incumplimiento de 
deberes normativos, la sección tercera del H. Consejo de Estado, puntualizó: “esta Sala concluye 
que del material probatorio que obra en el expediente, se puede constatar, que: el terreno donde se 
construyó la Urbanización Santa Rosa presentaba unos riesgos para la obra propuesta; éstos sin 
embargo, no impedían la aludida construcción, sino que imponían el cumplimiento de unos 
requerimientos técnicos, para efectos de hacer unas viviendas que ofrecieran seguridad. También 
existe prueba, de que el constructor incumplió dichos requerimientos, que, entre otros, se habían 
advertido: en los documentos previos y que sirvieron de base a la expedición de las licencias de 
construcción; en estas; y en estudios posteriores.  
...  
“No le asisten dudas a la Sala, en el reconocimiento de que en relación con las mencionadas 
licencias, solamente le resulta imputable el daño a la Constructora Santa Rosa, toda vez que esta se 
abstuvo de cumplir los requerimientos que desde un principio se evidenciaron en los conceptos 
técnicos y en las licencias, que estaban orientados a mitigar los riesgos propios de un terreno que 
dificultaban la construcción sobre él, mas no la impedían.  
...  
“Una vez indicado que la causa material del daño, en el caso objeto de estudio, está constituida por 
el incumplimiento de la constructora, de los requerimientos hechos por el DPD del Distrito Capital, 
pasa esta Sala a analizar si el daño puede imputársele a esta entidad territorial, con ocasión de su 
conducta pasiva, frente al evidente incumplimiento de la Constructora Santa Rosa S. A de los 
contenidos de las licencias y los estudios previos que les sirvieron a estas de fundamento.  
...  
“Se evidencia así, que la omisión del Distrito analizada, condujo de manera inequívoca (a más del 
incumplimiento de los requerimientos técnicos por parte del constructor) al daño que en esta 
sentencia se examina. Para la Sala resulta probada entonces la omisión administrativa del Distrito 
Capital, consistente en la ausencia de medidas por parte de ésta entidad territorial, orientadas a 
garantizar el cumplimiento de lo establecido en las licencias de construcción”. Sentencia 18 de 
octubre de 2007, Expediente 22779. Cf. Sent. 11 de noviembre de 2009, Expediente. 17380, 
Sección Tercera.  
126  En cuanto a la configuración de este supuesto por falla irregular, encontramos un 
pronunciamiento de la sección tercera del Consejo de Estado en el cual se afirmó: “En el presente 
caso concreto el demandante es el beneficiario del acto administrativo que a la postre se declaró 
ilegal por la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo; los perjuicios encuentran así su origen 
en la declaratoria de nulidad (es decir, en el vicio del acto administrativo) y no en su expedición o 
ejecución; de alguna manera, podría afirmarse que el daño alegado por la parte actora no se produjo 
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urbana, fundada en las interpretaciones que de la norma urbanísta efectúa el 
órgano habilitado dentro de la administración para el ejercicio de tal función.  
 
Luego entonces, para que pueda estructurarse estos tipos de fallas en la 
prestación del servicio, es de advertir que deberá efectuarse un contraste entre el 
contenido obligacional que, en abstracto, las normas urbanas pertinentes fijan 
para el órgano administrativo implicado de un lado, y el grado de cumplimiento u 
observancia del mismo que en el caso particular se sustrae  de manera general a 
las contendidas en la ley 388 en cuanto a la obervación de los requisitos que 
deben cumplirse para su expedición y al contenido particular de la normativa que 
integra el plan de ordenamento territorial en la circunscripción territorial en la que 
el acto viciado surtió sus efectos127.  
 
De manera que, una vez identificado el alcance de la obligación, deberá 
precisarse en qué forma debió haber cumplido la autoridad administrativa con su 
obligación y, que era lo que a ella podía exigírsele y si en las circunstancias 
concretas del caso, que se someterá al análisis de la jurisdicción, se establece 
que no obró adecuadamente, esto es, que no lo hizo como una administración 
diligente, su acción u omisión podrá tenerse como la causa del daño cuya 
reparación se persigue.  
 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
por la vida del acto administrativo sino por su muerte. En otras palabras, la falla del servicio en la 
presente hipótesis se configuraría a partir de un defecto o vicio del acto administrativo que tuvo por 
consecuencia que un acto administrativo favorable al demandante hubiere salido del ordenamiento 
jurídico, en este entendido el análisis de la reparación de los perjuicios generados por la falla del 
servicio a la cual se hace referencia se compagina perfectamente con los presupuestos fácticos de la 
acción de reparación directa. Huelga señalar que en estos eventos el juez deberá ́ analizar la 
conducta del beneficiario del acto administrativo, puesto que si la declaratoria de nulidad que lo 
afecte o la revocatoria directa son producto de su propia conducta no procederá la declaratoria de 
responsabilidad patrimonial de la entidad pública que expidió el acto administrativo”. Sentencia, 3 
de abril de 2013, Exp. 26.437. 
127Cf. Consejo de Estado, Sección Tercera, Sentencia 11 de noviembre de 2009. Expediente.17.380. 
C.P. Ruth Stella Correa Palacio. Ídem, Consejo de Estado, Sección Tercera, Sentencia del 8 de 
marzo de 2007, rad 27434. C.P. Mauricio Fajardo Gómez .  
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Así, los elementos cuya concurrencia se precisa para que proceda la declaratoria 
de responsabilidad administrativa por falla del servicio en el cumplimiento de la 
norma urbanística, se centraran en primer término, en la existencia de una 
obligación normativamente atribuida a una entidad pública o que ejerza función 
administrativa y a la cual ésta no haya atendido o no haya cumplido oportuna o 
satisfactoriamente y, en segundo lugar, la virtualidad jurídica del eventual 
cumplimiento de dicha obligación. 
 
No obstante, debe dejarse por sentado que la sola existencia de la falla del 
servicio bien sea por omisión o por irregularidad, producto de la expedición de 
licencias urbanísticas, no suponen en sí misma, la existencia de una falla en el 
servicio por un hecho, o una omisión de la Administración,  puesto que para que 
ello se presente es necesario que se estructuren los demás elementos de la 
responsabilidad, siendo precisamente el daño y los perjuicios que de él emanan el 
fundamento y punto de partida de la responsabilidad patrimonial del Estado128.  
 
4.2. El incumplimiento de la norma urbanística, como hecho generador del 
daño.  (Licencias expedidas sin el lleno de los requisitos legales)  
 
La responsabilidad derivada de la expedición de licencias urbanísticas sin el lleno 
de los requisitos legales, tiene una estrecha relación con el tema de los vicios en 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
128 Al resolver un asunto sobre la configuración de una presunta falla en el servicio notarial y 
registral, la sección tercera, subsección “A” del Consejo de Estado señaló: “la Sala ha precisado 
que, “No es el Estado un asegurador general, obligado a reparar todo daño, en toda circunstancia, 
pues la Administración de Justicia, debe observar la ley sustantiva, consultar la jurisprudencia e 
inspirarse en la equidad, para aplicar los principios de derecho y fundamentar las decisiones en las 
diversas tesis sobre los cuales se edifica y sirve de razón a la imputación del deber reparador. Así en 
el caso presente la relatividad del servicio debe entenderse en cuanto no era exorbitante disponer, 
porque existían elementos materiales y humanos para una misión debida. Se ha dicho que al Estado 
se le deben exigir los medios que corresponden a su realidad, haciendo caso omiso de las utopías de 
la concepción ideal del Estado perfecto, omnipotente y omnipresente. A esto se ha llamado la teoría 
de la relatividad del servicio, a fin de no pedir más de lo posible, pero con la misma lógica debe 




la formación del acto administrativo129, si se parte de la premisa fundamental de 
que hoy día la licencia constituye un acto formal generador de una situación 
favorable dentro del patrimonio de su titular; que hace posible el ejercicio de un 
derecho que en adelante no podría ser desconocido por la administración, 
mientras ésta conserve su vigencia, término durante el cual su portador además 
de agotar el objeto para el cual se expidió, tiene la posibilidad de explotar o hacer 
uso de otros derechos que le  confiere la materialización de su contenido130.  
 
Lo anterior implica que una vez proferida y mientras su presunción de legalidad se 
mantenga en el tiempo, las licencias urbanísticas consolidan situaciones jurídicas, 
que en adelante ante los efectos bien sea de la revocatoria o de la acción de 
nulidad131, no deberán ser desconocidas por la autoridad, aún cuando a nuestro 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
129 “Los actos administrativos, como expresión de la voluntad de la Administración Pública con la 
finalidad de producir efectos jurídicos, deben basarse en el principio de legalidad, el cual se 
constituye en un deber ser: que las autoridades sometan su actividad al ordenamiento jurídico. Pero 
es posible que en la realidad la Administración viole ese deber ser, es decir, que no someta su 
actividad al ordenamiento legal sino que, por el contrario, atente contra él. Se habla, en este caso, de 
los actos y actividades ilegales de la Administración y aparece, en consecuencia, la necesidad de 
establecer controles para evitar que se produzcan esas ilegalidades o para el caso en que ellas 
lleguen a producirse, que no tengan efectos o que, por lo menos, los efectos no continúen 
produciéndose”. Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencia del 27 de abril de 2006, Exp. 
16079, C.P. Ramiro Saavedra Becerra.  
130 “Esta manifestación de la Administración constituye un acto de contenido particular y concreto 
en tanto comporta la autorización que se otorga a unos particulares para que desarrollen una obra 
privada o construcción en un inmueble determinado, que crea una situación jurídica concreta y 
vinculante para el administrado”. Consejo de Estado, Sección Primera, 28 de agosto de 2014, 
Exp.2004-02807-01. 
131 “... la acción procedente para solicitar la indemnización de daños generados por un acto 
administrativo, precisando que el criterio útil en la determinación de la acción procedente para 
reparar daños generados por la administración es el origen de los mismos, de manera tal que si la 
causa del perjuicio es un acto administrativo debe acudirse a la acción de nulidad y 
restablecimiento del derecho. Dicho criterio tiene por fundamento, además del texto del artículo 85 
del C. C. A, una regla práctica: si el daño es generado por un acto administrativo ilegal, para que 
la reparación sea posible será ́ necesario, de modo previo, dejarlo sin efectos y ello, dada la 
presunción de legalidad que lo cobija, sólo será ́ posible con la declaración judicial de anulación 
del mismo”. Cita textual de la providencia preferida por el Consejo de Estado: Auto del 13 de 
diciembre de 2001, expediente 20.678 . 
“Ahora bien, la acción de reparación directa, consagrada en el artículo 86 del Código Contencioso 
Administrativo, si bien coincide en su naturaleza reparatoria con la de nulidad y restablecimiento 
del derecho, difiere de ésta última en la causa del daño. En efecto, como se deduce de todo lo 
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parecer este acto deba extinguirse en virtud de la afectación de interés de 
contenido general, ello fundamentado en la aplicación de la teoría jurisprudencial 
que reconoce la licencia como un acto administrativo favorable de carácter 
patrimonial. 
 
Así, es perfectamente viable que el afectado con la expedición de una licencia 
urbanística, viciada de irregularidades generadas en su  trámite o concomitante al 
mismo, pretenda la declaratoria de responsabilidad patrimonial en contra del 
Estado, la cual procedería luego de haberse agotado bien sea la revocatoria 
directa o el medio de control de nulidad132, para que en uno de los dos eventos, 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
dicho, la primera solo será ́ procedente en los casos en los cuales el perjuicio haya sido causado 
por un hecho, una omisión, una operación administrativa, la ocupación temporal o permanente de 
un inmueble. En cambio la de nulidad y restablecimiento del derecho procede siempre que el 
origen del daño hubiere sido un acto administrativo viciado de algún tipo de ilegalidad, salvo que, 
como lo ha precisado la Sala, el daño alegado se origine en la eficacia misma del acto 
administrativo, caso en el cual, al no pretenderse la declaratoria de ilegalidad, sí resultaría 
procedente la acción de reparación directa”. Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencia del 23 
de abril de 2008, Exp. 15906. 
132“la procedencia de la acción de reparación directa en los casos en que la propia administración ha 
revocado un acto administrativo, con el que se causaron perjuicios, es una expresión del derecho a 
acceder a la justicia consagrado en el art. 229 de la Carta.  
“En virtud del derecho constitucional mencionado, el juez, al examinar la procedencia de una 
acción ejercida por un particular, que busca solucionar una cuestión que al parecer compromete la 
responsabilidad del Estado, debe favorecer la opción que le permita a ese particular poner en 
movimiento el aparato judicial, procurando que la seguridad jurídica y el debido proceso no resulten 
sacrificados.  
“En casos como el presente, se debe considerar la acción de reparación directa dado que el acto 
administrativo que presuntamente genero ́ los perjuicios desapareció ́ del ordenamiento jurídico, en el 
momento en que la administración reconoció su error.  
“En estas circunstancias, es posible afirmar que el daño que se causa a los administrados 
únicamente se torna antijurídico en el momento en que la administración, reconociendo la ilegalidad 
del acto, decide retirarlo del ordenamiento jurídico. Con anterioridad a ello, el acto se encontraba 
protegido por la presunción de legalidad y, en consecuencia, los efectos que generaba se reputaban 
legales.  
“En efecto, si se entiende, como lo ha expuesto la jurisprudencia, que únicamente es indemnizable 
el daño antijurídico y que dicha ‘calificación se obtiene de constatar que el ordenamiento jurídico 
no le ha impuesto a la víctima el deber de soportarlo es posible afirmar que el daño causado por un 
acto administrativo cobijado por la presunción de legalidad no es antijurídico sino en el momento 
en que la administración reconoce que el acto es ilegal, lo retira del ordenamiento jurídico y, por lo 
mismo, desaparece el deber de los administrados de soportarlo.  
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revocado por la autoridad administrativa de oficio, a solicitud de un tercero o 
declarada través autoridad judicial la irregularidad, pueda estudiarse la posibilidad 
de reconocerle al afectado (bien sea el beneficiario133 o los terceros de buena fe), 
el daño sufrido en su patrimonio producto de la extinción de los efectos favorables 
del acto habilitante. 
 
No obstante, la existencia de estos daños a efectos de que tengan la posibilidad 
de ser reconocidos como antijurídicos y, cumplan con uno de los principales 
requisitos que estructuran el sistema de la responsabilidad pública, 
necesariamente tendrán que originarse en el incumplimiento o contravención de 
las normas jurídicas que habilitaron y soportaron tanto la existencia, como los 
efectos de la licencia urbanística objeto de revocación o de nulidad por su 
expedición irregular, ocurrida durante el proceso que se surtió a instancias de la 
entidad pública encargada de su estudio, trámite y expedición.  
 
Y tal sentido es dable afirmar que los daños y perjuicios causados en el patrimonio 
del titular de la licencia, tendrían su génesis bien sea en la nulidad o en la 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
“En conclusión, es procedente la acción de reparación directa para obtener la indemnización de 
perjuicios causados por un acto administrativo que ha sido revocado por la administración.  
“Lo anterior no obsta para que, como se dijo en la providencia del 19 de abril de 2001, el juez deba 
analizar si efectivamente el acto revocado era ilegal, si dicha ilegalidad se produjo como 
consecuencia de la actuación de la administración y si los perjuicios causados son indemnizables”. 
Consejo de Estado, Sección Tercera, Sentencia del 27 de enero de 2000, Exp. No. 10867, M. P. 
Alier Eduardo Hernández Enríquez. Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencia del 7 de julio de 
2005, Exp. 27842, C.P. Alier Eduardo Hernández Enríquez.  
133 La jurisprudencia del H. El Consejo de Estado, ha reconocido la posibilidad de reconocer la 
concreción de daños y perjuicios en el patrimonio del titular beneficiario de una licencia urbanística 
que posteriormente es revocada o anulada por vicios en su formación, como acto favorable a los 
intereses del beneficiario, siempre que se acredite que la conducta de este titular no influyó o fue 
determinante en la expedición del acto. Hasta llegar a manifestar que cabe el reconocimiento de la 
pérdida de la oportunidad en aquellas situaciones en las que el afectado demuestre que el mal 
proceder de la administración lo privó de la oportunidad de continuar con el trámite administrativo 
adecuado a fin de obtener el permiso de habilitante para la construcción o el levantamiento de una 
obra. Cf. Sentencias 3 de abril de 2013; Expediente 26437. Sección Tercera – Sentencia 5 de 
diciembre de 2005; Expediente 12.150(R-5732), Sección Tercera. 
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revocatoria, esto es, en el vicio del acto administrativo134, de suerte que tales 
daños no se produciría por su vigencia sino por su exclusión del ordenamiento 
jurídico. 
 
Así las cosas, al referirnos al hecho generador del daño, por la expedición irregular 
de licencias urbanísticas y derivar de ello un supuesto de responsabilidad. 
Predicable de la administración por su actuar anormal o deficiente, debemos decir 
en primer término, que las actuaciones administrativas, que regulan la aplicación 
de la normativa urbanística en diversas escalas, con ocasión al principio de 
legalidad que rige al estado Colombiano, se encuentra sujeta a los postulados 
inicialmente establecidos en la ley 388 de 1997, hoy modificada en algunos 
aspectos por la ley 810 de 2003 y sus decretos reglamentarios, norma de carácter 
general, que contiene una serie de derechos y obligaciones a los cuales deben 
ceñirse tanto los particulares solicitantes de las licencias, como las 
administraciones ejecutoras de la norma al tiempo de cumplir lo establecido en 
ella.  
 
Bajo tal entendido, tendiendo en cuenta que las licencias urbanísticas finalmente 
terminan constituyéndose en actos a través de los cuales la autoridad pública 
ejerce el control de la edificación y los diferentes usos del suelo, con el objeto de 
evitar que éstos se contradigan con el ordenamiento y estructuración de las 
ciudades, se advierte que puede ser revocada o anulada total o parcialmente en 
su contenido por su expedición irregular o ilegal, por la contravención o el 
incumplimiento de la norma urbanística, estructurada bajo la ocurrencia de dos 
condiciones generales así i) vicios en la formación del acto, por errores de fondo  
ocurridos en su expedición, (ello por cuanto, si estamos en presencia de errores 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
134 Vicio en la forma de expedición de un acto administrativo: Esta causal consiste en que el acto 
será ilegal si ha sido expedido violando las formalidades y trámites que establece la ley, 
comprendiendo dos elementos fundamentales, esto es, la forma propiamente dicha de presentación 
del acto, cuando la ley expresamente exija un requisito para su presentación y el no cumplimiento 
de los trámites previstos en la norma para su expedición.  
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formales, la norma habilita tanto al solicitante como a la entidad receptora, para  
su corrección). Dentro de ellos, la falta de competencia del funcionario para 
expedir en acto, como una de las causales previstas en el Código Procesal 
Administrativo y de lo Contencioso Administrativo CPACA, que determinan su 
invalidez.  
 
La irregularidad proveniente de los vicios que afecten la legalidad del acto, deberá 
tratarse de “una abrupta abierta e incontrovertible actuación ilícita o fraudulenta, 
debidamente probada.”135, que comprometa la actuación de la administración o su 
delegado a fin de que el afectado con la irregularidad pueda pretender una acción 
de responsabilidad en su contra 136. Ello, fundado en la presunción de legalidad 
que reviste el contenido de los actos administrativos, tal como lo expone el 
profesor Juan Gabriel Rojas López, en criterio que compartimos el cual se expone 
así: 
“la presunción de legalidad del acto administrativo, supone que se ha emitido 
acatando el ordenamiento jurídico y atendiendo a las razones para la cual se 
confirió la competencia. Por tanto y es lo ordinario, se parte de la base de 
que tales decisiones administrativas se encuentran revestidas de legalidad. 
De allí que lo extraordinario sea que el acto administrativo, se vea afectado 
por un vicio que termine incidiendo sobre su validez”137. 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
135 Consejo de Estado, Sala Plena de lo Contencioso Administrativo. Sentencia del 16 de julio de 
2002, expediente 23001-23-31-000-1997-8732-02(IJ 029), C. P.: Ana Margarita Olaya Forero.   
136 En el derecho Español, “las licencias pueden y deberán revocarse cuando con ellas se ha 
producido una infracción urbanística manifiesta y grave  o se ha otorgado con error. La anulación 
de una licencia tanto por vía del proceso sumario de suspensión como por el proceso sumario de 
lesividad, como a través del proceso administrativo de revisión de oficio,  genera la responsabilidad 
patrimonial de la administración que expidió la licencia irregular de acuerdo con las normas 
generales que regulan esta institución… para evitar que salga indemne de la operación el titular de 
una licencia irregular obtenida además de forma tortuosa”.  Parada, Ramón. Derecho 
Administrativo III, Bienes Públicos – Derecho Urbanístico, Decimocuarta edición, open ediciones 
universitarias. Madrid 2013, pág. 425. 
137  La Responsabilidad Extracontractual del Estado por los actos administrativos, en “La 
Responsabilidad Extracontractual del Estado, XVI jornada internacional de Derecho 
Administrativo, Universidad Externado de Colombia, 2015, pág. 419. 
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En este orden, de acuerdo a los criterios de afectación sobre los que planteamos 
la irregularidad de la que pueden  dolerse las licencias urbanísticas que se 
expiden sin el lleno de los requisitos legales, esto es,  i) vicios en la formación del 
acto, por errores de fondo  ocurridos en el procedimiento de su expedición, (ello 
por cuanto, si estamos en presencia de errores formales, la norma habilita tanto al 
solicitante como a la entidad receptora, su corrección). Dentro de ellos, la falta de 
competencia del funcionario para expedir en acto, como una de las causales 
previstas en el Código Procesal Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, 
que determinan su invalidez. 
 
 ii) Cuando su contenido sea contrario a las normas del respectivo plan de 
ordenamiento territorial o las disposiciones de la unidad de planeación zonal que 
desarrollan el planteamiento general, bien por falta de motivación138, desviación de 
poder139 o infracción de las normas en que debería fundarse140, causales de 
nulidad de los actos administrativos que podrían estructurar la revocatoria o 
nulidad del acto de licenciamiento urbanístico contrario al plan rector.  
 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
138 la motivación como requisito de forma de los actos administrativos, se impone como la exigencia 
de que en el propio acto se expresen los fundamentos o motivos que lo justifican en una sucinta 
referencia de hechos y fundamentos de derecho. Cf. Parada Ramón, Derecho Administrativo II 
Régimen Jurídico de la actividad administrativa, Open ediciones universitarias, S.L. 21ª edición, 
Madrid 2014, pág. 59 y ss.  
139 “la causa de estructuración de esta causal de nulidad se funda en aquellos eventos en los que ala 
administración, al utilizar sus poderes actúa pretendiendo alcanzar un fin diverso al que en derecho 
corresponde de manera general, o a dicha autoridad en particular, constituye en sí el desvió de poder 
“el ejercicio de las potestades administrativas con fines diferentes a los fijados por el ordenamiento 
jurídico”. Santofimio Gamboa, Jaime Orlando, Tratado de Derecho Administrativo, Introducción a 
los conceptos de la administración pública y el derecho administrativo, Tomo I, 3ª edición, 
universidad Externado de Colombia, 2007. Pág. 409-410.  
140“En la doctrina, este tipo de violación es conocido como violación a normas “a las  que debía 
estar sujeto el acto” o, más propiamente, “violación a disposiciones jerárquicamente superiores”. 
Precisamente, la causal se configura por la no adecuación del acto administrativos a normas 
superiores a las que debía respeto y acatamiento, en la medida que éstas le imponen al acto su 
objeto y finalidad. La doctrina ha planteado diferentes hipótesis de violación de la ley que 
operativamente podemos agrupar como sigue: violación directa de la ley, violación de los 
procedimientos y formalidades contenidas en la ley, violación de las competencias y violación por 
error de hecho o de derecho”. Ídem  
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i). Vicios en la formación del acto, por errores de fondo ocurridos en su 
expedición: La normativa contenida en el decreto ley 1077 de 2015, compilatorio 
del Decreto Ley 1469 de 30 de abril de 2010, sección II, contiene en forma 
detallada el procedimiento141 que debe observar el particular interesado en la 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
141Artículo 2.2.6.1.2.1.1. Solicitud de la licencia y sus modificaciones. El estudio, trámite y 
expedición de licencias urbanísticas y de sus modificaciones procederá a solicitud de quienes 
puedan ser titulares de las mismas, una vez hayan sido radicadas en legal y debida forma. 
Parágrafo 1°. Se entenderá que una solicitud de licencia o su modificación está radicada en Legal y 
debida forma si a la fecha de radicación se allega la totalidad de los documentos exigidos en el 
presente decreto, aun cuando estén sujetos a posteriores correcciones. Adicionalmente, y tratándose 
de solicitudes de licencias de construcción y sus modalidades, el curador urbano o la autoridad 
municipal o distrital competente encargada del estudio, trámite y expedición de las licencias 
urbanísticas, al momento de la radicación deberá verificar que los documentos que acompañan la 
solicitud contienen la información básica que se señala en el Formato de Revisión e Información de 
Proyectos adoptado por medio de la Resolución 912 de 2009, expedida por el Ministerio de 
Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial o la norma que la adicione, modifique o sustituya. 
Parágrafo 2°. La expedición de la licencia conlleva, por parte del curador urbano o la autoridad 
municipal o distrital competente encargada del estudio, trámite y expedición de las licencias 
urbanísticas la práctica, entre otras, de las siguientes actuaciones: el suministro de información 
sobre las normas urbanísticas aplicables al predio o predios objeto del proyecto, la rendición de los 
conceptos que sobre las normas urbanísticas aplicables se soliciten, la aprobación al proyecto 
urbanístico general y a los planos requeridos para acogerse al régimen de propiedad horizontal, la 
revisión del diseño estructural y la certificación del cumplimiento de las normas con base en las 
cuales fue expedida. 
Artículo  2.2.6.1.2.1.2. Radicación de la solicitud. Presentada la solicitud de licencia, se radicará y 
numerará consecutivamente, en orden cronológico de recibo, dejando constancia de los documentos 
aportados con la misma. 
En caso de que la solicitud no se encuentre completa, se devolverá la documentación para 
completarla. Si el peticionario insiste, se radicará dejando constancia de este hecho y advirtiéndole 
que deberá allanarse a cumplir dentro de los treinta (30) días hábiles siguientes so pena de 
entenderse desistida la solicitud, lo cual se hará mediante acto administrativo que ordene su archivo 
y contra el que procederá el recurso de reposición ante la autoridad que lo expidió. 
Parágrafo. Si durante el término que transcurre entre la solicitud de una licencia o su modificación 
y la expedición del acto administrativo que otorgue la licencia o autorice la modificación, se 
produce un cambio en las normas urbanísticas que afecten el proyecto sometido a consideración del 
curador o de la autoridad municipal o distrital encargada de estudiar, tramitar y expedir las licencias 
urbanísticas, el solicitante tendrá derecho a que la licencia o la modificación se le conceda con base 
en la norma urbanística vigente al momento de la radicación de la solicitud, siempre que la misma 
haya sido presentada en legal y debida forma. 
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concesión de una licencia urbanística o de construcción y la regular actuación a 
cargo de la entidad municipal, distrital o la curaduría urbana, para proceder a la 
expedición de la licencia solicitada, detallando de manera específica, el trámite 
administrativo que debe seguirse, el cual inicia con la solicitud de la licencia en 
debida forma por parte de quien pueda ser su titular y el anexo de la 
documentación requerida acorde con el tipo de licencia que se pretende, a fin de 
que se realice el proceso de verificación por parte de la autoridad encargada de su 
concesión. 
 
El procedimiento establecido en la norma, a rasgos generales, deberá ser 
observado por el interesado en la concesión de la licencia y la entidad otorgante, a 
fin de cumplir los preceptos constitucionales y legales que hacen posible el 
cumplimiento de la función pública del urbanismo, en ellos la protección tanto de 
derechos individual a la propiedad privada, como el de los intereses y derechos 
colectivos, que deben ser objeto de salvaguarda a través del acto de 
licenciamiento, puesto que finalmente estos, terminan siendo actos  subordinados 
al interés público y al cumplimiento de los estamentos contenidos en los planes de 
ordenamiento territorial.  
 
De suerte que conforme el procedimiento planteado en la norma, las 
irregularidades de las que podría dolerse el acto que contiene la licencia, como 
hecho generador del daño, a nuestro juicio, estaría soportada en la omisión de uno 
de los requisitos que establece la norma para acceder a la solicitud, siempre y 
cuando se tenga que la omisión en el trámite, que se erige como la causa 
inmediata del daño, que se pretende irrogar a la administración sea la causa 
determinante en la producción del daño y que quien lo reclame no hubiere 
participado con su conducta en la concreción del mismo, pues de darse tal 
participación, la entidad pública o el curador no tendrían la obligación legal de 
responder por los perjuicios que con la licencia pudieron causarse en el patrimonio 
de pretensor.  
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Así si se piensa el hipotético caso, en el que se expida una licencia urbanística en 
la que en la revisión del diseño estructural se omita allegar el documento 
contentivo del estudio de suelos y obviado tal requisito, por demás indispensable 
para el levantamiento de una obra, tal acto se profiera sin mayores miramientos, 
pasando incluso el control de objeto de legalidad ejercido por la secretaría 
correspondiente y se formalice, facultando al titular de la licencia para la 
realización de la obra, que termina materializada en un conjunto residencial, y que 
en forma posterior por sedimento del suelo empieza a presenta fallas estructurales 
en las viviendas.  
 
Se estaría frente a un típico caso responsabilidad de la administración, fruto de la 
expedición de una licencia irregular, en la que el hecho generador del daño, 
estaría soportado por el incumplimiento de la norma que contiene el procedimiento 
de otorgamiento de la licencia, pues en este evento particular la conferida al titular 
carecería de soporte documental como requisito habilitante para su expedición, 
caso en el cual se configura de manera específica un vicio en la  expedición del 
acto licencia, que la llevaría a su declaratoria de nulidad por ilegalidad142.  
 
ii) Por contravención del plan de ordenamiento territorial143: En este evento se 
está en presencia de actuaciones urbanísticas cuyos cimientos en el trámite dado 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
142 En este sentido el Consejo de Estado, en sentencia, Sección Tercera, Subsección A, 3 de abril de 
2013, Expediente 26437, en postura que compartimos señaló: “La Sala encuentra oportuno resaltar 
que los ciudadanos no tienen el deber jurídico de soportar la anulación judicial de los actos 
administrativos que les son favorables, cuando la causa de dicha decisión judicial obedece a una 
conducta – activa u omisiva– imputable a la Administración encargada de dirigir el procedimiento 
administrativo que a la postre estaría viciado de nulidad”.  
143 “una licencia urbanística puede ser revocada o anulada total o parcialmente por ser contraria a las 
normas del respectivo POT o, en su caso, a las disposiciones de la UPZ (Unidad de Planeación 
Zonal) que desarrollan el planeamiento general. O puede también suceder que una licencia se 
otorgue para una obra específica y ello sea legítimo, pero que con posterioridad el uso que se le da 
al inmueble no sea compatible con las normas urbanísticas que se expidan con posterioridad; evento 
en el cual se tendrá que ajustar la actividad o realizarla en otro sector. Y también podría suceder que 
un inmueble legítimamente construido y aprovechado por un tiempo, por virtud de los cambios en 
la dinámica de los usos de suelo y de los ajustes a las normas urbanísticas que los regulan, termine 
contraviniendo dicha reglamentación de usos, supuesto en el cual tendrá que ajustarse a ellos o 
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por las autoridades urbanísticas, se encuentran dentro del marco de una legalidad 
aparente, en razón a que se expidieron en supuesta consonancia con el plan de 
ordenamiento territorial  o los planes zonales, pero que en su ejecución lesionan 
intereses protegidos por la norma pública de ordenamiento, bien sea porque la 
edificación autorizada por la licencia, se erija en zonas que dentro del POT, no se 
encuentren como edificables y ello genere consecuencias sociales y económicas 
que alteren el desarrollo de la ciudad o, se expidan afectando zonas concebidas 
patrimonios urbanos. 
 
Inobservando el mandato positivo contenido en el Decreto 1469 de 2010 
modificado por el Decreto 1077 de 2015, el cual es reiterativo en afirmar que las 
licencias deben ser expedidas en cumplimiento de las normas urbanísticas y de 
edificación adoptadas en el Plan de Ordenamiento Territorial, en los instrumentos 
que lo desarrollen o complementen y en las leyes y demás disposiciones que 
profiera el Gobierno Nacional, de suerte que, cuando el particular que presta la 
función pública o la administración, como entes abstractos garantes de la 
actuación legal del Estado, con su acción incurren en error en el otorgamiento de 
una licencia por contravenir los planes de ordenamiento territorial y con ello la 
norma urbanística, de acuerdo a los parámetros establecidos en nuestro derecho 
positivo, en el caso de que ocasionen daños al particular beneficiado o a terceros, 
deberán responder por incumplimiento normativo como hecho generador del daño.  
 
Así puede ocurrir, que la responsabilidad se deduzca por causa de la anulación de 
la licencia urbanística por parte de la administración, cuando luego de expedida y 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
desplazarse a un sector en el cual dicha actividad sea admisible. En síntesis, las licencias son actos 
que se encuentran subordinados al interés público en general y al cumplimiento del POT y de las 
especificas condiciones indicadas en ellas en particular. Por lo tanto, conforme se ha explicado de 
manera precedente, los derechos o situaciones jurídicas particulares nacidas con ocasión de una 
licencia urbanística no son absolutas ni inmodificables en el tiempo”. Consejo de Estado, Sala de lo 
Contencioso Administrativo, Sección Primera. C.P. Dr. Guillermo Vargas Ayala, Bogotá ́, D.C., 
veintinueve (29) de abril del dos mil quince (2015). Radicación número: 25000-23-24-000-2011-
00329-01(AP).  Cf. Consejo de Estado, Sección Primera, sentencia de 28 de enero de 2010, C. P. 
Dra. María Claudia Rojas Lazo, expediente No.2002-00950-01. 
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antes de hacerse efectiva por parte del particular, ésta de manera oficiosa advierta 
que ha incurrido en contravención del plan de ordenamiento territorial expidiéndola 
de manera irregular y proceda a su anulación por vía administrativa fundada en el 
principio de legalidad, que postula a su favor la posibilidad de revocar su actos 
cuando constata su ilegalidad, o  desaparezca producto de la nulidad declarada 
por la jurisdicción competente144. 
 
Y con ello a pesar de excluir el acto del ordenamiento jurídico, no estaría 
excusada de responder al particular beneficiario de la licencia por los daños y 
perjuicios ciertos y determinables, que se llegaren a acreditar,  porque en todo 
caso, la anulación supone la imposibilidad de continuar realizando la actividad 
previamente autorizada a través del acto administrativo.  
 
En estos eventos, el fundamento que serviría de soporte al reconocimiento de la 
indemnización pecuniaria que podría solicitar el hasta entonces titular del acto 
favorable, estaría soportada en la vulneración del  principio de la confianza 
legítima que depositan los administrados en las actuaciones legítimas del Estado, 
tanto para este supuesto, como para el anterior, esto es, para lo que tiene que ver 
con los vicios en la formación del acto, por errores ocurridos en su expedición, que 
afecten tanto los derechos que se habilitaron con la licencia, como los que 
producto de su contenido llegarían a tener efectos futuros.  
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
144Al resolver un asunto en el cual se estudió sobre la solicitud de nulidad formulada por la alcaldía 
Municipal de Santiago de Cali, respecto a una licencia de construcción expedida por la curaduría 
urbana de esa municipalidad, cuyo contenido desconoció las normas del POT, en tanto permitió la 
construcción de un edificio multifamiliar excediendo los limites permitidos, lesionando el 
patrimonio urbanístico de la ciudad, el Consejo de Estado, admitió la posibilidad de declarar nulos 
este tipo de actos, no obstante su contenido y efectos otorgaron a su titular la posibilidad de 
construir sobre su propiedad inmueble, un edificio de cinco pisos que excedía los limites de altura 
(tres pisos), permitidos en el POT,  un acuerdo municipal y una resolución de la autoridad de 
planeación, ordenando con ello al alcalde municipal que adoptara las medidas encaminadas a  
restablecer el patrimonio urbanístico de la ciudad previsto en el plan de ordenamiento territorial y 
acorde con lo dispuesto en la ley 388 de 1997. Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso 
Administrativo, Sección Primera, Bogotá, veintiocho (28) agosto de dos mil catorce (2014). C.P. 
Dr. Marco Antonio Velilla Moreno. Ref. Expediente 76001-23-31-000-2004-02807-01.  
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Sobre estos derechos cuyos efectos están proyectados hacia el futuro, con 
soporte en la protección de la confianza legítima, la sección tercera ha reconocido 
la pérdida de la oportunidad de continuar con los procedimientos administrativos 
que eventualmente le hubieren permitido poner en funcionamiento la actividad 
comercial cuya explotación económica tenía proyectada145, como un  perjuicio 
cierto, que se genera al afectado, cuando se producen errores por parte de la 
autoridad pública al expedir una licencia.  
 
Así mismo, al resolver un asunto en el cual analizó la existencia de una posible 
falla en la prestación del servicio, producto de la expedición de una licencia 
urbanística, posteriormente suspendida, al haberse concedido sin la realización de 
los estudios previos relativos a la contaminación por ruido en el sector donde se 
autorizó a través del acto administrativo, la construcción de unos bloques de 
apartamentos dentro una urbanización, anotó: 
 
“[…]la doctrina y la jurisprudencia han concluido que para que la confianza del 
particular sea digna de protección jurídica, es necesario que reúna las siguientes 
condiciones principales: i) La estabilidad que modifican los poderes públicos debió 
generar una expectativa razonable y cierta, pues debió apoyarse en signos 
externos y concluyentes de que la actuación era válida ii) el conflicto entre la 
necesidad de preservar el interés público y el interés privado de quien se 
encuentra amparado por los principios de seguridad jurídica y legalidad, debe 
resolverse a favor del primero. iii) "se exige uno antijuricidad (sic) , no tanto como 
conducto ilegal, sino en el sentido de que el sujeto que sufre los daños y perjuicios 
por la actuación administrativa no tiene el deber de soportar los mismos y, a este 
respecto, la jurisprudencia ha admitido la quiebra de la confianza en las 
expectativas legítimas como una causa adecuada e idónea para el resarcimiento 
de daños y perjuicios, pero rechaza con idéntico fuerza aquellos supuestos en que 
la confianza del ciudadano obedece a un puro subjetivismo", iv) el comportamiento 
previo a la constitución de las relaciones debe ser claro, inequívoco y veraz. Como 
ejemplo de esta condición, se ha dicho que "no puede, pues, el administrado 
extender los efectos de una licencia de construcción partiendo de las 
ambigüedades de la documentación que sirvió de base al otorgamiento de la 
licencia" o "si se llegó a obtenerse la licencia precisamente por haber inducido a 
error a la Administración al facilitar datos inexactos, si la Administración, en 
ejercicio de sus facultades, priva de efectos a la licencia, no procederá la 
indemnización de perjuicios para aquel administrado". Cursivas ex texto.  
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
145 Ibídem, página 29. 
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Así las cosas, los daños causados como consecuencia de los cambios normativos 
abruptos, así sean legítimos, pueden ser indemnizados cuando el administrado se 
encuentra amparado por la confianza que es merecedora de protección. En 
cambio, cuando el beneficio que fue modificado fue obtenido por el particular en 
forma dolosa, engañosa, con información errónea y/o con documentación 
incompleta a sabiendas de la deficiencia, es obvio que esa confianza no es 
merecedora de protección. 
En este orden de ideas, si el acto administrativo generador de un derecho es 
revocado porque se encontraron irregularidades que pudieron ser propiciadas, 
auspiciadas, avaladas o se originaron con la actuación u omisión de quien lo 
reclama, el daño cuya reparación se pretende no resulta antijurídico y, por ende, 
no puede ser indemnizado […]146 
 
Bajo tal entendido, en lo que se confiera al particular una licencia urbanística 
contraviniendo la legislación urbana, si el administrado sufre una lesión patrimonial 
que es consecuencia directa del obrar no correcto de la administración, procederá 
la declaración de responsabilidad147, siempre que se acredite la conducta asumida 
por el particular no provocó la ilegalidad de la actuación favorable, pues tal 
condición sería una causal de exclusión de responsabilidad tal como lo enseña la 
jurisprudencia.  
 
Si por el contrario,  la conducta del beneficiario del acto revocado o anulado, tuvo 
incidencia en el vicio o violación que desencadenó la extinción de sus efectos no 
procederá la declaración de responsabilidad patrimonial de la entidad pública que 
profirió el acto, en razón, a que su actuación no estaría soportada en la confianza 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
146 Consejo de Estado; sección tercera, sentencia de 5 de diciembre de 2005, magistrado ponente: 
Alier Eduardo Hernández Henríquez; expediente: 12158. 
147 Como ejemplo claro de ello, pueden consultarse las sentencias 13 de abril de 2013, (Exp.26.437), 
Sección Tercera, Subsección “A”, Acción de reparación directa por expedición de acto 
administrativo – licencia de construcción viciada de nulidad por errores en el procedimiento de su 
expedición cuyos efectos se extendieron a terceros en cuanto se les privó del ejercicio del derecho 
de oposición a la concesión del permiso y respecto del titular beneficiario se estudió la perdida de la 
oportunidad de ejecutar y explotar el negocio proyectado, el cual finalmente no se terminó 
concediendo por falta de pruebas. Así mismo, en torno a la expedición de licencias cuyo contenido 
trasgreden los planes de ordenamiento territorial y en general las normas en las que deben fundarse, 
nos encontramos, la sentencia de 29 de abril de 2015, Exp. 2011-00329-01. (AP), decisión en la que 
se estudió la concesión de una licencia de construcción expedida con violación del plan de 
ordenamiento territorial y el plan zonal en un sector de la ciudad de Bogotá, por la ubicación de un 




legítima como fundamento de la reparación pecuniaria, pese haberse advertido el 
incumplimiento de la norma como hecho generador de los daños pretendidos. 
 
4.3. La responsabilidad derivada de las interpretaciones normativas 
realizadas por la secretaria de planeación. 
	  
Sobre la responsabilidad administrativa que podría devenir, producto de las 
interpretaciones que de la normativa urbana realizan las autoridades en sede 
administrativa, esto es, las curadurías urbanas y las secretarías de planeación 
municipal, al momento de aplicar la norma, inicialmente debe manifestarse que la 
ley, pone de presente límites en cuanto al   estudio, trámite y expedición de 
licencias urbanísticas, específicamente en lo relacionado con la función 
interpretativa de la norma urbanística. 
 
En relación la interpretación de normas por parte de los curadores, especialmente 
en punto a que si éstos funcionarios pueden o no interpretar las normas 
urbanísticas, o si su función se limita exclusivamente a  la aplicación de las 
normas, los conceptos y disposiciones normativas vigentes, el articulo 102 de la 
ley 388 de 1997, armonizado con el 2.2.6.1.2.3.9 del decreto 1077 de 2015, a la 
letra señalan:  
 
Articulo 102. ley 388 de 1997  Interpretación de las normas. En el 
ejercicio de sus funciones, los curadores urbanos verificarán la 
concordancia de los proyectos de parcelación, urbanización, construcción 
y demás sometidos al trámite de licencias con las normas urbanísticas 
vigentes. En los casos de ausencias de normas exactamente aplicables a 
una situación o de contradicciones en la normativa urbanística, la facultad 
de interpretación corresponderá a las autoridades de planeación, las 
cuales emitirán sus conceptos mediante circulares que tendrán el carácter 
de doctrina para la interpretación de casos similares. 
Articulo 2.2.6.6.1.4 Interpretación de las normas. En el ejercicio de sus 
funciones, los curadores urbanos verificarán la concordancia de los 
proyectos de subdivisión, parcelación, urbanización, construcción y demás 
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sometidos al trámite de licencias con las normas urbanísticas vigentes. 
Solamente en los casos de ausencia de normas exactamente aplicables a 
una situación o de contradicciones en la normativa urbanística, la facultad 
de interpretación corresponderá a las autoridades de planeación del 
municipio o distrito, las cuales emitirán sus conceptos mediante circulares 
que tendrán el carácter de doctrina para la interpretación de casos 
similares, de conformidad con el artículo 102 de la Ley 388 de 1997.  
Existe vacío normativo cuando no hay una disposición exactamente 
aplicable y contradicción cuando hay dos o más disposiciones que regulan 
un mismo tema que son incompatibles entre sí. En todo caso mediante 
estas circulares no se pueden ajustar o modificar las normas urbanísticas 
del Plan de Ordenamiento Territorial ni de los instrumentos que lo 
desarrollen y complementen.  
La interpretación que realice la autoridad de planeación, en tanto se utilice 
para la expedición de licencias urbanísticas, tiene carácter vinculante y 
será de obligatorio cumplimiento, con el fin de darle seguridad a dicho 
trámite.  
(Decreto 1469 de 2010, art. 76)  
El contenido de la normativa transcrita,  nos llevarían a pensar que la 
interpretación es un tema que compete exclusivamente a las autoridades de 
planeación y, que los curadores urbanos no pueden interpretarlas. Sin embargo,  
puede argumentarse que al momento de aplicar la norma urbanística, en ejercicio 
de la facultad de verificación que tiene el curador, diariamente efectúa una 
interpretación constante de la norma, puesto que la interpreta tal como está escrita 
en el ordenamiento jurídico148. Sin que pueda hacerlo de ésta manera en los casos 
en que presente vacíos o contradicciones, para lo cual necesariamente, debe 
recurrir a la interpretación que de ellas realicen las autoridades de planeación 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
148 Hace uso de la hermenéutica jurídica, haciendo una interpretación gramática de la norma. “El 
elemento gramatical de la interpretación tiene por objeto las palabras de que el legislador se sirve 
para comunicarnos su pensamiento; es decir, el lenguaje de las leyes” Savigny . Cita tomada del 
articulo  “El elemento de interpretación gramatical. Su origen en Savigny, algunos autores 
modernos y la doctrina nacional”.  Manuel Barria Paredes, página 260. (2011).    
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quienes además de esta facultad, tienen una posición de jerarquía funcional 
respecto de las curadurías urbanas149. 
Corolario de lo dicho se tiene entonces que:  
i. El procedimiento de interpretación de las normas urbanísticas 
contemplado en los artículos 102 de la Ley 388 de 1997, 68 del Decreto 
564 de 2006 y 78 del Decreto 1469 de 2010, surge con ocasión de la 
revisión de proyectos urbanísticos específicos que se sometan a 
consideración de los curadores urbanos, en los casos de ausencia de 
normas exactamente aplicables a una situación o de contradicciones en la 
normativa urbanística.  
ii. La facultad de interpretación se otorga a las autoridades de 
planeación, pues son ellas quienes deben pronunciarse sobre la forma 
cómo se aplican las normas urbanísticas en los casos de ausencia y de 
contradicción normativa.  
iii. El carácter de doctrina, es otorgado a los conceptos emitidos 
por las oficinas de planeación en ejercicio de la facultad de interpretación 
de las normas.  
iv. La responsabilidad que se genere como producto de una 
aplicación errónea de la norma, por la interpretación que de ella realicen las 
autoridades de planeación será atribuible de manera única y exclusiva a 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
149 El mandato contenido en esta norma, es demostrativo de la jerarquía funcional que tienen las 
secretarias de planeación, sobre la función del curador en punto a la expedición de licencias 
urbanísticas y en general todo el procedimiento que involucra su trámite. “Artículo 2.2.6.1.2.3.9. 
Decreto 1077 de 2015. Recursos en la vía gubernativa. Contra los actos que resuelvan las 
solicitudes de licencias procederán los recursos de reposición y apelación: 
1. El de reposición, ante el curador urbano o la autoridad municipal o distrital que lo expidió́, para 
que lo aclare, modifique o revoque. 
2. El de apelación, ante la oficina de planeación o en su defecto ante el alcalde municipal, para 
que lo aclare, modifique o revoque. El recurso de apelación podrá ́ interponerse directamente, o 
como subsidiario del de reposición. 
Parágrafo. Los recursos de reposición y apelación deberán presentarse en los términos previstos en 
el Código Contencioso Administrativo”    
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estas entidades a título de falla por irregularidad en la prestación del 























De la responsabilidad del Estado, producto de la expedición irregular de licencias 
urbanísticas, podemos extraer las siguientes conclusiones:  
 
I. Conforme el contenido del articulo 90 constitucional, para que sea factible la 
declaración de Responsabilidad Patrimonial del Estado en materia urbana, 
por la expedición irregular de una licencia urbanística, el presunto afectado 
deberá acreditar no sólo la existencia de un daño antijurídico y que el 
mismo le generó un perjuicio que debe serle resarcido, si no que también 
deberá demostrar que éste le es imputable bien sea a la entidad pública o 
al particular encargado de la prestación de este servicio público, producto 
de su prestación deficiente o anormal, toda vez que son ellos quienes 
tienen la competencia constitucional y legal para aplicar, interpretar y 
hacerle seguimiento a  la correcta implementación de la norma urbanística y 
territorial que regula la expedición y del aludido acto administrativo. 
 
II. En lo que corresponde a la expedición irregular de licencias urbanísticas, 
debemos sostener que el daño antijurídico encontraría su identidad con la 
limitación al derecho de goce pleno de la propiedad privada unida a la 
restricción de la explotación económica que de ella deviene a favor de los 
titulares de la licencia y la afectación de los derechos colectivos en cuanto 
el citado acto administrativo los lesione, su antijuridicidad estaría delimitada 
no por una conducta ilegal o fraudulenta desarrollada por la administración 
o su representante, si no por el error de interpretación y aplicación de la 
normativa urbana, o la actividad que desarrolló la administración en el 
proceso de verificación de los requisitos establecidos para la expedición de 
la licencia de urbanización, que lleven a una posterior anulación o 
revocatoria de la expedida a favor del particular que sufre los daños y 
perjuicios producto de una actuación administrativa que no está en el deber 
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de soportar.  
 
III. El supuesto de expedición irregular de una licencia urbanística y su 
posterior revocatoria o anulación, afecta de manera directa el derecho de 
propiedad privada del facultado a través del acto, el cual dependiendo de la 
situación particular del afectado con la decisión, , se hará evidente en la 
imposibilidad de ejercer el ius edificandi, afectación al goce del derecho a la 
vivienda cuando se trate de construcciones de tipo residencial, el uso 
restrictivo del suelo y, en general sobre todas aquellas actividades que 
representan lucro o generan un tipo de provecho personal al titular de la 
licencia.  
 
IV. Con el fin de regular el ejercicio de la actividad urbanística, el derecho 
colectivo a la construcción racional y técnica de edificaciones, al igual que 
el derecho a la propiedad, igualmente se encuentra sujeto a la decisión de 
las autoridades urbanísticas, esto es a las licencias urbanísticas, definida 
en estos eventos, como actos administrativos subordinados al interés 
público general y al cumplimiento del plan de ordenamiento territorial, del 
cual se vale la administración para garantizar el disfrute por igual de los 
bienes protegidos, de cara a las situaciones negativas que amenacen la 
concreción de este derecho colectivo o que afecte el propósito en él 
contenido. 
 
V. Tendiendo en cuenta que las licencias urbanísticas finalmente terminan 
constituyéndose en actos a través de los cuales la autoridad pública ejerce 
el control de la edificación y los diferentes usos del suelo, con el objeto de 
evitar que éstos se contradigan con el ordenamiento y estructuración de las 
ciudades, se advierte que puede ser revocada o anulada total o 
parcialmente en su contenido por su expedición irregular o ilegal, por la 
contravención o el incumplimiento de la norma urbanística, estructurada 
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bajo la ocurrencia de dos condiciones generales: i) vicios en la formación 
del acto, por errores de fondo  ocurridos en el procedimiento de su 
expedición. ii) Cuando su contenido sea contrario a las normas del 
respectivo plan de ordenamiento territorial o las disposiciones de la unidad 
de planeación zonal que desarrollan el planteamiento general. 
 
VI. En desarrollo de la  función pública de ordenación del territorio, con el 
propósito preservar el cumplimiento tanto de derechos individuales y 
colectivos, los entes municipales, tienen la responsabilidad de ejercer el 
control, sobre todos los tipos de edificaciones  y el uso que se les de a los 
suelos dentro de su expansión territorial, debiendo  hacer cumplir los 
requisitos establecidos en la ley para el otorgamiento de las licencias de 
urbanismo y construcción, puesto que  son éstos los actos administrativos, 
a través de los cuales materializa la función que le es encomendada por la 
constitución y la ley.  
 
VII. Los  Municipios son responsables de los daños derivados de la expedición 
irregular de las licencias urbanísticas, en tanto no se logre advertir que la 
misma se profirió de este modo por causa de su titular y, teniendo claro que 
son  las entidades territoriales quienes en primera instancia tienen la 
competencia para expedir estos actos administrativos, facultad que por 
disposición legal, puede ser delegada en un particular encargado de prestar 
este servicio público como colaborador de la administración, sin que por ello 
estas entidades, pierdan la potestad de ejercer el control de legalidad sobre 
dichos actos, en los casos en los que sean expedidos por las curadurías 
urbanas.  
 
VIII. Como consecuencia de la descentralización por colaboración y en virtud de 
la delegación municipal o distrital, las decisiones de los curadores, tienen el 
carácter de auténticos actos administrativos que sin desconocer la 
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subordinación directa al interés público, tratándose de licencias de 
urbanismo o de construcción consagran a favor del titular del derecho de 
dominio el ejercicio del derecho de edificación sobre el suelo del cual es 
dueño, quedando legitimado para realizar el acto de edificación o uso del 
suelo por ellas autorizado. 
 
IX. la jurisprudencia nacional, ha reconocido la falla del servicio, como titulo de 
imputación en materia urbanística y de ordenación del territorio, en 
aquellos eventos en los cuales se manifiesta el incumplimiento de deberes 
normativos propios del derecho urbanístico, en ellos, la expedición de 
licencias urbanísticas que representen el incumplimiento de estas normas, 
producto de su indebida expedición o expedición irregular, bien sea porque 
adolezcan de vicios en su formación producto de errores ocurridos en el 
proceso de su expedición o porque se profirieron contraviniendo los planes 
de ordenamiento territorial y sus normas complementarias. 
 
X. Por norma general el alcalde municipal o distrital debe controlar el 
cumplimiento de las normas urbanísticas y   seguimiento a la  actividad 
constructora autorizada por las licencias de construcción dentro del espacio 
territorial a su cargo en actividad coordinada con la Súper Intendencia de 
Notariado y Registro a través de su delegadas para las curadurías, a quien 
le compete ejercer la vigilancia y control de las  funciones del curador 
urbano encargado de verificar el cumplimiento de los requisitos que 
permiten el licenciamiento urbano, tal como claramente lo enseña el artículo 
24 de la ley 1796 de 2016 en armonía con el articulo 20 del Decreto 1203 
de 2017.  Esto para las licencias que sean expedidas luego de la entrada 
en vigencia de la ley 1796. De manera que, conforme el mandato expreso 
contenido en la norma es dable afirmar que existirá responsabilidad estatal 
por omisión cuando el Estado, en este evento representado por la entidad 
territorial o distrital o el órgano de control, en ejercicio de las funciones 
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atribuida por el legislador, omita antijurídicamente la realización de actos o 
hechos que, de haberse llevado a cabo, hubieren resultado razonablemente 
idóneos para evitar los daños que se originen, producto del actuar de la 
curaduría. Si perjuicio de que por el actuar del curador pueda verse 
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